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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA 

 
I. ASISTENCIA 

 
Asistieron los señores: 
 

--Alessandri Besa, Arturo 
--Bitar Chacra, Sergio 
--Calderón Aránguiz, Rolando 
--Cantuarias Larrondo, Eugenio 
--Carrera Villavicencio, María Elena 
--Cooper Valencia, Alberto 
--Díaz Sánchez, Nicolás 
--Errázuriz Talavera, Francisco Javier 
--Feliú Segovia, Olga 
--Fernández Fernández, Sergio 
--Frei Ruiz-Tagle, Carmen 
--Gazmuri Mujica, Jaime 
--Hamilton Depassier, Juan 
--Horvath Kiss, Antonio 
--Huerta Celis, Vicente Enrique 
--Larraín Fernández, Hernán 
--Larre Asenjo, Enrique 
--Lavandero Illanes, Jorge 
--Letelier Bobadilla, Carlos 
--Martin Díaz, Ricardo 
--Matta Aragay, Manuel Antonio 
--Mc-Intyre Mendoza, Ronald 
--Muñoz Barra, Roberto 
--Núñez Muñoz, Ricardo 
--Otero Lathrop, Miguel 
--Páez Verdugo, Sergio 
--Piñera Echenique, Sebastián 
--Prat Alemparte, Francisco 
--Romero Pizarro, Sergio 
--Ruiz De Giorgio, José 
--Ruiz-Esquide Jara Mariano 
--Siebert Held, Bruno 
--Sinclair Oyaneder, Santiago 
--Sule Candia, Anselmo 
--Thayer Arteaga, William 
--Valdés Subercaseaux, Gabriel 
--Zaldívar Larraín, Adolfo 
--Zaldívar Larraín, Andrés 
 
Concurrieron, además, los señores Ministros de Educación y de Justicia, y los señores 

Subsecretario de Educación y Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia. 
Actuó de Secretario el señor José Luis Lagos López, y de Prosecretario, el señor Carlos 

Hoffmann Contreras. 



II. APERTURA DE LA SESIÓN 
 

  --Se abrió la sesión a las 15:44, en presencia de 38 señores 

Senadores. 

  El señor ROMERO (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la 

sesión. 

 

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS 
 

El señor ROMERO (Presidente).- Se da por aprobada el acta de la sesión 25ª, ordinaria, en 

sus partes pública y secreta, en 13 de agosto del presente año, que no ha sido 

observada. 

  El acta de la sesión 26ª, ordinaria, en 26 de agosto del año en curso, se 

encuentra en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión 

próxima, para su aprobación.  

  (Véase en los Anexos el acta aprobada). 

 

IV. CUENTA 
 

El señor ROMERO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a 

Secretaría. 

El señor HOFFMANN (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas: 

 

Oficios 

 

  Dos de la Cámara de Diputados, con los que comunica que ha dado su 

aprobación a los siguientes proyectos de acuerdo: 

  1.- El que aprueba el Acuerdo de sede entre el Gobierno de la 

República de Chile y la Organización de Estados Iberoamericanos para la 

Educación, la Ciencia y la Cultura, y su acuerdo complementario. (Véase en los 

Anexos, documento 1). 

  --Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, 

luego a la de Relaciones Exteriores y a la de Hacienda, en su caso. 

  2.- El que aprueba el Convenio en materia de salud entre el Gobierno 

de la República de Chile y el Gobierno de la República Argentina, suscrito en 

Buenos Aires, el 26 de abril de 1996. (Véase en los Anexos, documento 2). 

  --Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores. 



  De la señora Ministra de Bienes Nacionales, con el que da respuesta a 

un oficio enviado en nombre del Senador señor Ruiz-Esquide, relativo al traspaso 

del inmueble fiscal que individualiza, en la comuna de Cañete, a fin de disponer de 

él para el uso de servicios públicos en la localidad. 

  Del señor Subsecretario de Justicia, con el que contesta un oficio 

enviado en nombre del Senador señor Muñoz Barra, sobre financiamiento para la 

reposición del establecimiento penitenciario de Angol, Novena Región. 

  Del señor Director del Servicio de Salud de la Araucanía Sur, con el 

que responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Muñoz Barra, 

relacionado con la adquisición de una ambulancia para el Hospital de Galvarino, 

Novena Región. 

  --Quedan a disposición de los señores Senadores. 

 

Informes 

 

   De la Comisión de Gobierno, Descentralización y 

Regionalización y de la de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo 

trámite constitucional, que regula el traspaso de servicios municipales entre las 

municipalidades de las comunas que indica. (Con urgencia calificada de “simple”). 

(Véanse en los Anexos, documentos 3 y 4). 

   De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el 

proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica y adecua 

disposiciones del Código del Trabajo. (Véase en los Anexos, documento 5). 

   Informe complementario del segundo informe de la Comisión de 

Obras Públicas, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que 

modifica el decreto supremo Nº 294, de 1984, del Ministerio de Obras Públicas, y el 

decreto ley Nº 1.305, de 1975, en materia de colectores de aguas lluvias y redes 

secundarias. (Con urgencia calificada de “suma”). (Véase en los Anexos, 

documento 6). 

  De la Comisión de Minería y Energía y de la de Hacienda, recaídos en 

el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece normas para la 

exploración y protección de la energía geotérmica. (Véanse en los Anexos, 

documentos 7 y 8). 

   Tres de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y 

Ciudadanía, recaídos en los asuntos que se indican: 



   El primero, sobre el proyecto de ley, en segundo trámite 

constitucional, que concede, por gracia, la nacionalidad chilena al sacerdote José 

Francisco Mairlot Boufflette. (Véase en los Anexos, documento 9). 

   Los dos siguientes, relativos a las solicitudes de rehabilitación de 

la ciudadanía de doña Blanca del Carmen Morales Cisternas y de don Hugo Ubilla 

Ogaz. (Véanse en los Anexos, documentos 10 y 11). 

   --Quedan para tabla. 

El señor ROMERO (Presidente).- Terminada la Cuenta. 

 

ACUERDOS DE COMITÉS 
 

El señor ROMERO (Presidente).- El señor Secretario dará cuenta de los acuerdos de 

Comités. 

El señor LAGOS (Secretario).- En reunión de hoy los Comités resolvieron lo siguiente: 

  1. Tratar en el primer lugar del Orden del Día de esta sesión el 

proyecto de reforma constitucional relativo al Poder Judicial; en segundo término, el 

que crea el Régimen de Jornada Escolar Completa Diurna, y finalmente, el de 

reforma constitucional, en tercer trámite, que modifica el artículo 74 de la Carta 

Fundamental en lo referente a la oportunidad para solicitar la opinión de la Corte 

Suprema y el plazo en que ésta deba responder. 

  2. Incorporar a la tabla de la sesión especial del miércoles 10 del 

presente, convocada de 10 a 14, después de la iniciativa que moderniza el sector 

portuario estatal, el informe de la Comisión Mixta recaído en el proyecto de ley 

sobre copropiedad inmobiliaria. 

 

HOMENAJE EN MEMORIA DE 
DON CLODOMIRO ALMEYDA MEDINA 

 
El señor ROMERO (Presidente).- Corresponde rendir homenaje en memoria del ex 

Vicepresidente de la República y ex Parlamentario don Clodomiro Almeyda 

Medina. 

  La Presidencia saluda a los familiares y amigos de don Clodomiro 

Almeyda, que en estos momentos se encuentran en las tribunas del Senado. 

  Tiene la palabra el Honorable señor Núñez. 

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, señores Senadores, hace pocos días, con pesar y dolor, 

despedimos los restos de Clodomiro Almeyda Medina. En un acto multitudinario al 

que se congregaron miles de nuestros compatriotas, en las palabras de quienes lo 



despidieron, en especial las del propio Presidente de la República, quedó patente que 

la historia de nuestro país le abrió las puertas para ocupar el lugar que tiene 

reservado sólo a los grandes hombres y servidores públicos. 

  Rendimos homenaje a un hombre íntegro y un socialista cabal, a un 

chileno que, a través de su acción y pensamiento, se ha confundido con lo mejor de 

nuestra historia política y con los valores de nuestra nacionalidad. 

  Su condición de dirigente socialista, Diputado, Ministro, Embajador y 

Vicepresidente de la República, así como de académico y pensador destacado, son el 

fiel retrato de un ser humano que vivió intensamente la integridad de la Patria. 

  Almeyda desempeñó con brillo muchas actividades. Su labor en el 

campo de las ideas, del periodismo, de la cultura y la política lo distinguió desde 

muy temprano. Su capacidad para hacer de la reflexión intelectual una tarea 

permanente, a fin de comprender las realidades dinámicas y cambiantes que le tocó 

vivir, constituyó una constante que animó siempre su acción. 

  Cuando tantos miran hoy la política con desdén, Almeyda es el 

testimonio más elocuente para enseñar a las nuevas generaciones que esa noble 

actividad, compartida por todos los que nos hallamos en este Hemiciclo, también es 

una fuente inagotable de conocimiento y un camino para desentrañar la esquiva 

verdad tras la cual siempre caminamos. 

  Así entendida, la política cobró en su persona una significación 

trascendente, destinada a la consecución del bien común y de los superiores ideales 

de igualdad y justicia social. 

  Su pensamiento coherente, sistemático y agudo se encuentra 

consignado en innumerables publicaciones, artículos y discursos, que configuran ya 

un patrimonio invaluable. Forman parte de esa mirada crítica con que observaba no 

sólo los fenómenos del capitalismo, sino también aquellos que eran parte 

consustancial de los grandes temas que preocupan al hombre contemporáneo. 

  En sus análisis y estudios, profundamente ligados a los valores del 

humanismo socialista, tuvo la virtud de entregarnos siempre un mensaje que hacía 

del ser humano y la conquista de su felicidad el factor primordial que debía animar 

el quehacer político. Ajeno al populismo y la demagogia, como lo atestigua 

brillantemente su libro “Sociologismo e ideologismo en la teoría revolucionaria”, su 

discurso transformador y libertario siempre tuvo la virtud de animar la esperanza, 

estimular la creatividad y llenar de sueños el porvenir. 



  Almeyda se destacó por ser un perspicaz analista de la realidad 

nacional e internacional. Nada le fue ajeno para entender los impactos que los 

fenómenos de la política mundial provocaban en las naciones, en especial entre las 

del Continente. Buscó con afán desentrañar las realidades de otras latitudes, a fin de 

materializar el anhelo bolivariano de una patria grande que uniera a todos los 

pueblos de América Latina. Fue una pasión que lo acompañó hasta los últimos días 

de su vida, quedando grabada en el discurso que pronunció con motivo de la 

conmemoración, recientemente, de un nuevo natalicio de Salvador Allende, 

oportunidad en que rindió homenaje al líder aprista peruano Armando Villanueva 

del Campo. 

  Sin duda, Almeyda no fue un hombre que contemplara pasivamente 

cómo transcurría la historia de la humanidad en la que se insertó en forma tan 

intensa. Quienes conocimos de cerca su vida académica sabemos que enseñar, 

transmitir, comunicar eran como la sal necesaria de su existencia. Los pasillos de 

varias facultades lo conocieron íntimamente. Las aulas universitarias se llenaban de 

interés juvenil para escuchar al maestro. La pedagogía hecha virtud permitía a 

Almeyda desplegar una de sus máximas cualidades, como era intentar orientar la 

inquietud de los jóvenes, no para que adquirieran alguna militancia política, sino, 

esencialmente, con el objeto de que obtuviesen los elementos fundamentales para 

“conocer”, en el sentido superior de la palabra, o para perfeccionarse intelectual o 

espiritualmente. 

  Varias cátedras de Sociología General, de Ciencias Políticas, de 

Introducción a las Ciencias Sociales, etcétera, le dieron la ocasión para sistematizar 

con brillantez el enorme bagaje teórico con que se fue dotando hasta sus últimos 

días, sin descansar. 

  En esa noble actividad tuve la feliz oportunidad de conocerlo. Junto al 

actual Ministro de Relaciones Exteriores y otros profesionales de las ciencias 

sociales, fuimos testigos, como ayudantes de cátedra, del rigor académico que lo 

caracterizaba. El abogado y el filósofo, el cientista político y el sociólogo, se 

sintetizaban en Almeyda de manera magistral. Y ello lo percibían los estudiantes. Es 

que contaba con la virtud de todo verdadero educador, consistente en provocar en 

sus discípulos la motivación cierta y el estímulo creativo, es decir, el espacio donde 

debe desplegarse siempre toda actividad académica que pretenda ser tal. 



  Clodomiro jamás abandonó su labor educativa. Cuando no la pudo 

realizar, por razones ajenas a su voluntad, sintió que algo esencial le faltaba en su 

vida. 

  Vuelta la democracia, el Presidente Aylwin, con quien se conoció en 

los años en que ambos buscaban canalizar sus inquietudes juveniles, le solicitó que 

asumiera su representación en la principal Casa de Estudios de nuestro país. Al 

momento de fallecer, Clodomiro Almeyda desempeñaba el cargo de Director de la 

Escuela de Sociología. En ella, con nuevos bríos, con las dudas y certezas de todo 

pensador que hace de la crítica un método constante para aprender, se encontró con 

las nuevas generaciones de cientistas sociales, que se unieron con su maestro con el 

mismo entusiasmo desplegado ayer por aquellas a que pertenecimos. 

  Clodomiro Almeyda no fue un hombre unidimensional, de los que se 

anquilosan y alienan en una sola actividad. Sin dejar jamás de hallarse atento de su 

época y de ser un profesor con verdadera vocación de educador, ya en la década del 

40 el Partido Socialista lo vio transitar entre sus filas, habiéndose encargado de las 

responsabilidades más diversas. Desde que asumió como dirigente en la comuna de 

Providencia hasta cuando fue elegido Secretario General y Presidente de nuestra 

colectividad política, Almeyda hizo de la lucha por el socialismo un norte esencial, 

del que jamás se apartó. 

  “Hombre de una sola militancia”, como lo calificó recientemente el 

Presidente de la Cámara de Diputados, Gutenberg Martínez, vivió intensamente 

todos los avatares de su querido Partido. Su inclaudicable vocación por el socialismo 

y la democracia lo llevó a sostener que el mejor camino para construir una patria 

más justa y soberana, que dé pan y trabajo a los desposeídos y dignidad a los 

trabajadores, radica en la construcción de un Estado moderno, democrático y 

participativo. Para ello, debían conjugarse, como lo afirmó insistentemente, todas las 

fuerzas cuyos objetivos fueran el cambio y la transformación progresista de la 

sociedad. 

  Superar definitivamente las desigualdades e iniquidades, ampliar las 

fronteras de la libertad hacia dimensiones más plenas, fueron objetivos por los 

cuales Almeyda luchó sin desfallecer un momento. La causa del socialismo no la 

abandonó ni siquiera transitoriamente, y hasta sus últimos instantes, como lo 

atestigua una reciente publicación del Partido Socialista, no dejó de reflexionar o de 

lanzar una mirada penetrante para entender los nuevos desafíos a que se encuentran 

enfrentadas las colectividades de la Izquierda chilena. Decía, al respecto: “La 



principal tarea de las políticas transformadoras en la actualidad y de los partidos que 

las promueven y que es condición previa y necesaria para las demás, es la de generar 

y dar forma al proyecto de cambio social que encarne los valores humanistas del 

socialismo en la actual situación mundial, y subsecuentemente, a los programas de 

acción concreta que derivan de él.”. 

  Esa inclaudicable vocación por el socialismo y la democracia no sólo 

significó que asumiera diversos cargos de representación, sino, también, que tuviese 

que sufrir el abuso de la fuerza y el poder de quienes lo encarcelaron y exiliaron. 

  Los duros años de la dictadura militar probaron aún más su coraje y 

valentía, desafiando, con su acción, a quienes pretendieron vanamente sojuzgarlo. 

  A su regreso a Chile, fue un actor fundamental en la lucha que las 

fuerzas democráticas y progresistas libraron por derrotar al régimen dictatorial que 

gobernó nuestro país. 

  Desde el campo de las ideas y de la acción cotidiana, supo contribuir 

decididamente al diseño de políticas que, evitando una confrontación infructuosa, 

permitieran derrotar políticamente al régimen militar. 

  Por ello, su aporte decidido al triunfo del “No” y de la Concertación, 

que culminó con la elección del Presidente Aylwin, constituyó una demostración 

más de la fidelidad a los principios y valores que informaron su conducta. 

  La reunificación del Partido Socialista, escindido dolorosamente 

durante casi una década, tuvo en su persona a uno de los principales artífices. De esa 

voluntad soy, quizás, uno de los testigos más calificados. Ya sea desde la cárcel, 

donde lo confinaron luego de su retorno clandestino al país, o desde las australes y 

frías estepas de Chile Chico, Clodomiro nunca dejó de plantearme la idea de 

reconstruir, luego del triunfo democrático, una sola fuerza política que, recogiendo 

el legado histórico del socialismo chileno, fuera capaz de asumir los enormes 

desafíos impuestos por la transición política en la que aún nos encontramos. 

  En su condición de activo dirigente partidario, miembro de nuestra 

Comisión Política, Clodomiro no dejaba de pensar en el futuro político del país. Tal 

como lo reflejan sus afirmaciones hechas al periodista Hernán Millas, publicadas el 

3 de agosto recién pasado en el diario “La Época”, no dudaba en sostener que la 

Concertación no sólo había sido fundamental para reconstruir la democracia, sino 

que ésta debía proyectarse más allá de los límites temporales del Gobierno del 

Presidente Frei. Enfrentar el conservadurismo paralizante y los poderes fácticos 



presentes en la sociedad chilena -decía Almeyda- requiere de una Concertación cada 

vez más afiatada y unida. 

  Señor Presidente, rendimos este homenaje con la certeza de que lo 

hacemos en la persona de un ser humano extraordinariamente vital y lleno de 

virtudes, así como al académico, al pensador, al político destacado, al hombre 

sencillo, alejado de las cámaras y del bullicio publicitario intrascendente. Pero, 

como se sabe, la riqueza de su condición humana no solamente se encuentra 

reflejada en sus innumerables escritos y discursos, sino, también, en las múltiples 

historias y anécdotas transmitidas de boca en boca que nos hablan de un hombre con 

profundo sentido del humor, agudo y a veces distraído, que supo extraer de la 

existencia todas las ricas posibilidades que ella brinda. 

  Ardua tarea nos deja Clodomiro Almeyda. Difícil será emular su vida 

de servicio y entrega consecuente. Chile y el socialismo están de duelo y el pueblo 

se enluta. Se ha ido un gran hombre, un revolucionario y un luchador de la 

democracia y el socialismo. Quienes nos quedamos, intentaremos seguir su ejemplo. 

  Como él expresaba, “la vida de los hombres, tan llena de amarguras y 

decepciones, pero también -y más- de logros y alegrías, recobra, animada por el 

ideal socialista, su sentido y valor”. 

  Querida Irma, querido Clorito, queridas Irma y Ximena, querido 

Manuel, estimados amigas, amigos y compañeros: 

  Los Senadores socialistas hacemos un alto en nuestro transitar. 

Dolidos por la pérdida material de un hombre que quedará entre nosotros para 

siempre, hemos querido rendir este homenaje seguros de que, entre ustedes, la paz y 

la tranquilidad serán el mejor camino para recordar a Cloro. 

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Bitar. 

El señor BITAR.- Señor Presidente, Honorables colegas, en nombre de los Senadores del 

Partido por la Democracia, expreso nuestro profundo reconocimiento a Clodomiro 

Almeyda, quien nos lega una vida de compromiso, inteligencia, consistencia política 

y afecto, y saludo a un gran político y amigo. 

  Manifestamos nuestras condolencias a Irma, su gran esposa y 

compañera de la vida entera, a sus hijos y a Manuel, hermano notable y amigo leal. 

Y saludo a su familia, a sus amigos y a los miembros del Partido Socialista, que hoy 

nos acompañan. 

  Honramos a una persona que desempeñó un rol principal en nuestra 

historia política. Porque la verdadera historia de la patria no es la que desentrañan 



los investigadores, sino la que hacen los hombres valiosos, protagonistas de hechos 

que van construyendo el mundo, plasmando, así, su legado histórico. Son los 

hombres que avizoran el mañana y que, con sus actitudes, encienden luces que 

iluminan el sendero para los jóvenes y las futuras generaciones que los sucederán.

 Son los hombres que enfrentan la adversidad con grandeza, porque sus 

decisiones y comportamientos están impulsados y avalados por sus principios. Y así, 

al ser consecuentes con los valores que promueven, se van convirtiendo en soportes 

morales de la sociedad. Por eso, al cruzar el umbral de la otra vida, esta puerta no se 

cierra. Permanece entreabierta, dejando el reflejo de sus obras. 

  En el amplio campo del progresismo y del socialismo, Clodomiro 

Almeyda fue un innovador, que defendió los valores esenciales de su doctrina, sin 

dejarse doblegar por adversarios poderosos y sin caer en el sectarismo que termina 

por pulverizar las esperanzas de una mejor convivencia social. Porque fue firme en 

sus convicciones, Clodomiro pudo aplicar esa flexibilidad inteligente al sano 

esfuerzo colectivo por instalar las bases de una sociedad más justa, abierta y 

democrática, que, desde el horizonte de la historia, vienen reclamando las grandes 

mayorías nacionales. 

  En su responsabilidad como Canciller del Presidente Allende, 

Clodomiro Almeyda no sólo enfrentó importantes poderes económicos externos 

instalados en el interior de nuestras fronteras, sino que también lo hizo en la defensa 

de la soberanía nacional, en la custodia de nuestros derechos como nación 

independiente en un período muy álgido de nuestra historia, por la presión 

extranjera al nacionalizarse el cobre. 

  Almeyda también fue un maestro de la sociología chilena y 

latinoamericana. Fue uno de los primeros que se atrevieron a penetrar en esa 

estructura conceptual con aportes sustantivos. Hoy, la continúan enriqueciendo 

muchos de quienes fueron sus alumnos. 

  Clodomiro luchó por las libertades y expuso su vida para lograrlo. 

Sufrió en Dawson y vivió momentos duros en la Academia de Guerra de la FACH. 

  Quince años después, en 1987, volvió a su país, desafiando con coraje 

una prohibición de ingreso. Fue arrestado por ello. 

  Poco tiempo después fue sometido a juicio por sus escritos. Usando 

como fundamento el artículo 8º de la Constitución de 1980, en 1988 se le cancelaron 

sus derechos ciudadanos, bajo el amparo del concepto de que una persona puede ser 

perseguida por sus ideas. Este hombre de paz fue acusado de “apología de la 



violencia” por la dictadura. Su propia vivencia ayudó a que ese artículo fuera 

suprimido en la reforma constitucional de 1989, y, como consecuencia de ello, 

recuperó sus derechos ciudadanos. 

  Expreso también el cariño de sus compañeros prisioneros políticos en 

la isla Dawson, con quienes, incluyendo al Senador señor Sule, me correspondió 

acompañarlo. 

  Existen figuras políticas que dibujan el paisaje nacional. Clodomiro 

Ameyda es uno de ellos. Habló, escribió y actuó con total coherencia, y, por lo 

tanto, con total integridad. Para la Izquierda chilena, su figura ya se hizo legendaria 

en vida. Representa medio siglo de servicio y compromiso: desde los 28 años, como 

miembro del Comité Central de su Partido, hasta ayer mismo, también como 

miembro de la Comisión Política. De Vicepresidente de la República, a preso 

político, con sólo una letra y un número; de Ministro de Estado del Presidente 

Ibáñez y del Presidente Allende, a exiliado político; y de preso en Capuchinos por 

ingresar al país sin autorización, a embajador en el Gobierno del Presidente Aylwin. 

  Ante este Senado, quiero también hacer un reconocimiento a un 

hombre que cumplió un papel fructífero como Diputado. 

  Así, la entrega honesta y generosa al servicio público le prodigó la 

oportunidad de tener momentos de realización y etapas de dolor, y la ocasión de 

servir a su país en el Poder Ejecutivo, en el Legislativo, en el campo nacional e 

internacional y en el mundo académico. 

  Clodomiro Almeyda ha contribuido a gestar la más grande alianza y 

coalición de la historia de Chile, la Concertación, por el bien de la gente. Ésa es una 

herencia muy potente y un gran legado para el futuro. Y es nuestra responsabilidad 

continuarla, con grandeza y generosidad. 

  Señor Presidente, señores Senadores, los amigos expresamos nuestro 

dolor, pero también la satisfacción y orgullo de saber la magnitud de su obra política 

al servicio de Chile. 

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sule. 

El señor SULE.- Señor Presidente; señores Senadores; queridos Irma, Manuel, hijos, amigos 

y compañeros de Clodomiro: 

   En nombre del Partido Radical Socialdemócrata y en el mío propio, 

adhiero al homenaje que hoy se rinde a un hombre público, a un agudo político, un 

observador lúcido de la contingencia de su tiempo, un hombre consecuente. Fue mi 



amigo, de lo cual me siento muy orgulloso. Juntos compartimos tareas políticas en 

un período álgido de nuestra historia. ¿El costo? Dawson y el largo exilio. 

  De lo mucho que se puede decir de Clodomiro Almeyda, elegiré su 

acabado conocimiento de la situación internacional en un momento particularmente 

conflictivo, dado el enfrentamiento ideológico de los dos mundos que polarizaban la 

cultura del globo. Él fue partidario de una razonada posición de independencia y 

equidistancia, no sólo de Chile, sino también de América Latina, durante el período 

de la llamada guerra fría.   Durante el Gobierno de la Unidad Popular, como 

Canciller, supo interpretar adecuadamente el pensamiento del Presidente Allende, 

manejando las relaciones exteriores del país con notable tino y prudencia. Tuvo 

destacadísima participación en dos eventos de extraordinaria importancia: el viaje 

del Presidente Allende a las Naciones Unidas, que permitió al mundo conocer 

nuestra realidad y nuestras aspiraciones en el foro de mayor importancia 

internacional, y la organización de la Tercera Asamblea de la UNCTAD, realizada 

en Santiago en 1971. 

  También quiero recordar y destacar su vocación genuinamente 

universitaria. Clodomiro Almeyda fue el primer Director de la Escuela de 

Sociología de la Universidad de Chile, y en la década de los sesenta estuvo a cargo y 

dirigió una meritoria Colección de la Editorial Universitaria, que tenía el decidor 

nombre de "América Nuestra". Bajo ese sello se publicaron, entre otras obras, 

"Nuestra inferioridad económica", de Francisco Antonio Encina; "Ideario y ruta de 

la emancipación chilena", de Jaime Eyzaguirre; "Balmaceda y la contrarrevolución 

del 91", de Hernán Ramírez Necochea, y "Chile, un caso de desarrollo frustrado", de 

Aníbal Pinto Santa Cruz. 

  Esos títulos, de reconocida excelencia académica, fueron lo único que 

tuvo en vista para su publicación. Si atendemos a la variedad ideológica de los 

autores, escogidos entre una mucho más larga nómina, resulta paradójico, por lo 

injusto, que a un hombre de su estatura pluralista y rigor intelectual se le haya 

aplicado el tristemente célebre artículo 8º de la Constitución del 80, la cual, a pesar 

de sus reformas, sigue siendo un campo de Agramante en nuestro ordenamiento 

jurídico. Por eso, el juicio seguido en su contra pretendiendo conculcar el derecho 

más humanamente esencial es, hoy por hoy, un baldón imborrable en nuestra 

historia judicial. 

  Ya lo dijo Martí: "De los derechos y opiniones de todos está hecho un 

pueblo, y no de los derechos y opiniones de una sola clase de sus hijos". 



  Esta tarde, al adherir al homenaje que se tributa en memoria de 

Clodomiro Almeyda, nos inclinamos, con respeto, ante la figura pletórica de 

ilustración y sensibilidad de un hombre de pensamiento y de acción sin 

claudicaciones, con una correspondencia plena entre ambos, que supo mirar la 

realidad cara a cara y expresarse siempre mediante un lenguaje claro, nítido y 

directo. 

  Se dice que un hombre noble que ha vivido a nuestro lado, no es nunca 

arrebatado completamente. Deja tras él un vestigio luminoso semejante a esas 

estrellas apagadas, cuya luz seguimos viendo desde la tierra muchos siglos después. 

  Espero que estas palabras, inspiradas en un afecto sincero y un respeto 

extraordinario, ayuden a la resignación y el consuelo de Irma, su viuda; de sus hijos, 

de su hermano Manuel, de sus demás familiares y de los compañeros del Partido 

Socialista de Chile. 

  He dicho. 

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide. 

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, los Senadores democratacristianos adherimos 

al homenaje que el Senado rinde en memoria del ex Canciller y gran dirigente 

político del Partido Socialista don Clodomiro Almeyda. 

  Lo entendemos y lo miramos, desde nuestra perspectiva y en la 

historia de nuestro país, como la expresión más pura de un pensador que hacía del 

ideario político que sustentaba un camino creador para las fuerzas políticas y el 

acceso natural al poder, que es la tarea a que todo partido político aspira 

legítimamente. 

  Él fue parte del Chile político por muchos años. Compartió un mundo 

que para quienes lo vivimos, tal vez de lejos, sigue estando presente en nuestras 

mentes y que ojalá en algún instante pudiera ser puesto en el conocimiento de las 

juventudes chilenas. Un mundo político donde Clodomiro Almeyda estuvo presente 

junto a las figuras más relevantes de ese Chile político, en las distintas áreas del 

quehacer y del pensar filosófico del país.  

  Compartió su vida, su pensamiento, sus angustias, sus diferencias, y 

también las vicisitudes de una política que a veces se hizo muy dura, con los más 

preclaros pensadores y personeros del Partido Demócrata Cristiano: con Frei, 

Tomic, Leighton, Palma, y con muchos de los presentes.  



  Fue un hombre del tiempo en que la Derecha también era representada 

por personalidades de la más alta preclaridad: Alessandri, Coloma, Aldunate y 

tantos otros.  

  Asimismo, compartió la vida política con representantes del Partido 

Radical: Rettig, Faivovich, Cerda, y otros, que hicieron de ese mundo político un 

período muy relevante para Chile, y que, como dije, ojalá en algún instante pudiera 

ser puesto en conocimiento más vívido de nuestra juventud, para que comprenda el 

verdadero valor de la política, que a veces se ve tan azarosamente agraviada. 

  Para los Senadores democratacristianos, y muy especialmente para 

quien habla, su imagen es la que ya aquí se ha señalado de alguna manera. Tuvo la 

capacidad de lograr la simbiosis exacta entre la política diaria, permanente, práctica, 

objetiva, como vía de acceso al poder -que tan auténticamente rescata Maritain-, y la 

forma de hacerla en la perspectiva del desarrollo de la intelectualidad que todo 

movimiento político exige para lograr consistencia y persistencia. 

  Fue un aporte al pensamiento socialista. A ese pensamiento socialista 

que en el mundo entero y en nuestro país significó también una contribución 

importante, como obviamente lo fueron todas las posiciones políticas en Chile. 

  Desde ese punto de vista, se destacó entre nosotros y, por supuesto, en 

su propio mundo, por algo de gran relevancia, que a pesar de haberse expresado ya 

es bueno volver a señalar: su permanente lucha en pro de la libertad. Tenía una 

visión humanista del hombre en la percepción y la vertiente socialista, en la que 

creía, como creía, a la vez, que la libertad era esencial. Por eso, en situaciones muy 

difíciles para Chile siempre le escuchamos preservar este valor cuando ya parecía 

todo perdido para esa libertad. 

  Valoramos su consecuencia política, que le significaba vivir como 

hablaba, y hablar como pensaba. Esta consecuencia, que es esencial para el respeto 

de la política en sí, y que Charles Peguy exige con tanta fuerza para que haya una 

verdadera ética en este actuar. 

  Con él se discrepaba, y los Parlamentarios de la Democracia Cristiana 

-al Senador que habla le tocó ser Diputado cuando él era Ministro, en un Gobierno 

distinto, en posiciones diferentes- lo hicimos con mucha fuerza. Pero de él, como de 

muchos otros hombres de todas las vertientes (algunos de los cuales están aquí), y de 

sus antecesores políticos, aprendimos también una dura lección: hemos de ser 

capaces de discrepar con toda la fuerza y claridad de nuestras ideas, para que haya 

nitidez en lo que pensamos y transparencia en el pensamiento político; pero, al 



mismo tiempo, debemos ser capaces de tolerar la verdad ajena, porque sabemos y 

aprendimos -como lo dije tiempo atrás aquí, en el Senado- que la verdad no está en 

su totalidad en nuestro pensamiento; más bien, cada uno posee parte de ella. 

Voltaire, cuyo modo de pensar era distinto del mío, señaló que no compartía sus 

puntos de vista con otros, pero que daría la vida por permitir que los demás 

defendieran los propios. 

  Enfrentó con dureza la vida, cuando ésta hizo que, por sus ideas, 

sufriera muchos atropellos y dolores. De alguna manera, representó un actuar y una 

manera de vivir con fuerza en las ideas, con claridad en lo que pensaba, con 

humanidad en su existencia, ante quienes entendemos que la sociedad es sobre todo 

una gregariedad, donde cada prójimo es un modo de construir nuestra propia vida, y 

donde la dureza se expresa en la claridad de las ideas y no en el diario quehacer, 

pues ahí tenemos la obligación de ser amables. Como dijo Maritain, la democracia 

también es un asunto de educación. 

  Era amable, afable; y quienes vivieron más cercanamente a él saben 

que era un aporte a la dulzura que la vida nos permite tener aun en los momentos 

más difíciles. 

  Fue fuerte en el actuar, para no desmayar en las dificultades, cuando se 

había propuesto una determinada tarea. Ésa es, señores Senadores, la manera de 

construir correctamente la política. 

  Por eso, levantamos nuestra voz para rendir homenaje, desde bancas 

distintas, desde pensamientos disímiles, a un hombre que nos dio el ejemplo de no 

haber temido jamás a la muerte, ni en el exilio, ni en la cárcel, ni en los dolores más 

profundos. Y, como dice un viejo legado de nuestro conquistador  y en algunas 

ciudades de mi región, “la muerte menos temida da más vida”. 

  Para el Partido Socialista, para su familia, para mi colega Manuel, 

nuestro respeto. 

  He dicho. 

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larre. 

El señor LARRE.- Señor Presidente, Honorables colegas, en nombre de los Senadores de 

Renovación Nacional, adherimos al homenaje que se rinde en la Corporación a la 

calidad humana de la persona de don Clodomiro Almeyda Medina. 

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín. 



El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, en nombre de los Senadores de la Unión Demócrata 

Independiente, me asocio al homenaje que el Senado, a solicitud del Honorable 

señor Ricardo Núñez, hace hoy a la memoria de don Clodomiro Almeyda. 

  Reconocemos en él a un hombre público que, desde el ideario 

socialista, desempeñó un papel relevante, trascendente diría yo, en el impulso de su 

proyecto y de sus convicciones. Su trayectoria pública en el ámbito político, 

académico e internacional, da testimonio de tal realidad.  

  Por cierto, nuestra perspectiva es antagónica y discrepante de la que él 

sostuvo en vida; pero creemos que no es ésta la oportunidad de hablar de nuestras 

diferencias, sino más bien la ocasión para manifestar nuestro respeto por la figura y 

la trayectoria de Clodomiro Almeyda.  

  Por ello, señor Presidente, los Senadores de la Unión Demócrata 

Independiente adherimos a este homenaje y, asimismo, expresamos al Partido 

Socialista y a sus familiares nuestro más sentido pésame.  

  He dicho.  

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Thayer.  

El señor THAYER.- Señor Presidente, Honorables colegas, señora Irma de Almeyda, 

familiares, en este momento, en nombre de los Senadores Independientes, uno mi 

palabra de adhesión a este homenaje que se rinde a un hombre público de trayectoria 

indudablemente excepcional.  

  Desde el punto de vista de quienes no participamos de sus ideales, pero 

lo conocimos y sabemos de la historia de Chile, la muerte significa ese momento de 

gran consuelo en que, para quienes tenemos un pensamiento cristiano, cesan las 

distancias, las discrepancias que pudieron separarnos, y rigen el respeto, la 

tolerancia, el recuerdo y la oración.  

  Hoy día me siento sin ninguna traba, profundamente unido a ese dolor 

y respeto que sienten sus familiares y mis amigos que fueron sus compañeros de 

lucha. Porque en este instante para mí, como cristiano, Clodomiro Almeyda se 

encuentra ante el juicio bondadoso de un Dios que juzga sobre todo la conciencia, 

las intenciones, y Clodomiro fue un hombre que vivió procurando servir de acuerdo 

a lo que estimaba en su conciencia el mejor bien de la patria y de los pobres. Y el 

servicio y la visión de los pobres fue también la enseña permanente de Cristo, en el 

cual nosotros creemos y a quien encomendamos su alma y su recuerdo.  

  Gracias.  



El señor ROMERO (Presidente).- Terminado el homenaje a don Clodomiro Almeyda, se 

suspende la sesión por 5 minutos, con el objeto de que los señores Senadores 

saluden a sus familiares.  

 

________________ 

 

  --Se suspendió a las 16:27. 

  --Se reanudó a las 16:36. 

 

________________ 

 

El señor ROMERO (Presidente).- Continúa la sesión. 

 

V. ORDEN DEL DÍA 
 

REFORMA CONSTITUCIONAL SOBRE CORTE SUPREMA 
 

El señor ROMERO (Presidente).- Conforme a lo acordado por los Comités, corresponde 

tratar en particular el proyecto de reforma constitucional, en primer trámite 

constitucional, relativo a la Corte Suprema, con segundo  informe de la Comisión de 

Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y cuya urgencia ha sido calificada 

de "Suma". 

 

—Los antecedentes sobre el proyecto figuran en los Diarios de Sesiones que se 
indican: 
Proyecto de reforma constitucional: 
En primer trámite, sesión 16ª, en 15 de julio de 1997. 
Informes de Comisión: 
Constitución, sesión 26ª, en 26 de agosto de 1997. 
Constitución (segundo), sesión 31ª, en 3 de septiembre de 1997. 
Discusión: 
Sesión 28ª, en 26 de agosto de 1997 (se aprueba en general). 

 

El señor LAGOS (Secretario).- La Comisión hace presente en su informe que, en 

conformidad a lo dispuesto por el artículo 116 de la Carta Fundamental, para la 

aprobación de las normas del proyecto se necesita el quórum de las tres quintas 

partes de los Senadores en ejercicio, salvo las contenidas en los numerales 5 y 6, que 

pasan a ser 6 y 7, que exigen la concurrencia de las dos terceras partes. Dado que 

actualmente los señores Senadores en ejercicio son 42, se precisan 25 votos 



favorables para el caso de las tres quintas partes, y 28 para el de las dos terceras 

partes. 

  A continuación, para los efectos de lo establecido en el artículo 124 del 

Reglamento, se deja constancia de que el número 5, que pasa a ser 6, del artículo 

único no fue objeto de indicaciones ni de modificaciones. En consecuencia, 

reglamentariamente, procedería darlo por aprobado, salvo que a petición de un señor 

Senador, y por la unanimidad de la Sala, se acuerde someterlo a debate. 

  --Se aprueba. 

El señor LAGOS (Secretario).- En seguida, la Comisión señala que fueron aprobadas las 

indicaciones números 47 y 48; que también lo fueron, pero en forma parcial, o con 

modificaciones, las indicaciones números 2, 8, 8 bis, 9 20, 28, 32, 42, 43 y 46; que 

se rechazaron las indicaciones números 1, 3 a 7, 10 a 19, 21 a 27, 29 a 31, 33 a 41, 

44 y 45, las que pueden ser renovadas reglamentariamente, y, por último, que fueron 

retiradas las signadas con los números 49, 50 y 50 bis. 

  Finalmente, la Comisión  da a conocer sus proposiciones al texto del 

primer informe. 

El señor ROMERO (Presidente).- Solicito la anuencia de la Sala para que ingrese a ella el 

Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, don Rafael Blanco. 

  --Se accede. 

El señor ROMERO (Presidente).-  En discusión particular el proyecto. 

El señor LAGOS (Secretario).- En primer lugar, la Comisión propone, en el número 1 del 

artículo único, reemplazar las palabras "la Corte Suprema", la tercera vez que 

aparece, por "dicha Corte". 

El señor ALESSANDRI.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría. 

El señor ALESSANDRI.- Señor Presidente, sólo se trata de una enmienda tendiente a 

mejorar la redacción, la cual no reviste mayor importancia. Por lo tanto, debería 

aprobarse. 

El señor SULE.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría. 

El señor SULE.- Señor Presidente, conforme al sistema que se ha utilizado tradicionalmente, 

podríamos aprobar en bloque todas las proposiciones que fueron aprobadas por 

unanimidad en la Comisión. 



El señor ROMERO (Presidente).- Ocurre que no hay las constancias necesarias  en el 

informe sobre el particular. En todo caso, someteré a la consideración de la Sala lo 

sugerido por Su Señoría una vez que haya quórum. 

  Si le parece a la Sala, se aprobará la enmienda a que se hizo referencia. 

  --Se aprueba la proposición de la Comisión, dejándose constancia, 

para los efectos del quórum constitucional exigido, de que emitieron 

pronunciamiento favorable 25 señores Senadores. 

El señor LAGOS (Secretario).- En seguida, la Comisión propone reemplazar el número 3 del 

artículo único del proyecto por el siguiente: 

  "3.- Introdúcese las siguientes modificaciones al artículo 75: 

  "a) Reemplázase el inciso segundo por los incisos siguientes, pasando 

los actuales incisos tercero, cuarto y quinto a ser sexto, séptimo y octavo, 

respectivamente: 

  "La Corte Suprema se compondrá de veintiún ministros. 

  "Los ministros y los fiscales judiciales de la Corte Suprema serán 

nombrados por el Presidente de la República, eligiéndolos de una nómina de cinco 

personas que, en cada caso, propondrá la misma Corte, y con acuerdo del Senado. 

Este adoptará los respectivos acuerdos por los dos tercios de sus miembros en 

ejercicio, en sesión especialmente convocada al efecto. Si el Senado no aprobare la 

proposición del Presidente de la República, la Corte Suprema deberá completar la 

quina proponiendo un nuevo nombre en sustitución del rechazado, repitiéndose el 

procedimiento hasta que se apruebe un nombramiento. 

  "Cinco de los miembros de la Corte Suprema deberán ser abogados 

extraños a la administración de justicia, tener a lo menos quince años de título, 

haberse destacado en la actividad profesional o universitaria y cumplir los demás 

requisitos que señale la ley orgánica constitucional respectiva. 

  "La Corte Suprema, cuando se trate de proveer un cargo que 

corresponda a un miembro proveniente del Poder Judicial, formará la nómina 

exclusivamente con integrantes de éste y deberá ocupar un lugar en ella el ministro 

más antiguo de Corte de Apelaciones que figure en lista de méritos. Los otros cuatro 

lugares se llenarán en atención a los merecimientos de los candidatos. Tratándose de 

proveer una vacante correspondiente a abogados extraños a la administración de 

justicia, la nómina se formará exclusivamente, previo concurso público de 

antecedentes, con abogados que cumplan los requisitos señalados en el inciso 

cuarto.". 



  "b) Agrégase a continuación del inciso quinto, que ha pasado a ser 

octavo, el siguiente inciso nuevo: 

  "La Corte Suprema y las Cortes de Apelaciones, en su caso, formarán 

las quinas o las ternas en pleno especialmente convocado al efecto, en una misma y 

única votación, donde cada uno de sus integrantes tendrá derecho a votar por tres o 

dos personas, respectivamente. Resultarán elegidos quienes obtengan las cinco o las 

tres primeras mayorías, según corresponda. El empate se resolverá mediante 

sorteo.". 

  "c) Reemplázase, en el inciso final, las palabras "treinta días" por 

"sesenta días".". 

  Respecto de esta norma, se ha renovado la indicación número 11, para 

reemplazar el nuevo inciso segundo del artículo 75 por el siguiente: 

  "La Corte Suprema se compondrá de veintiún ministros y de fiscales 

judiciales, que serán nombrados a proposición de la Corte Suprema por el Presidente 

de la República con acuerdo del Senado, adoptado por los dos tercios de sus 

miembros en ejercicio en sesión especialmente convocada al efecto. 

  "Para estos efectos, la Corte Suprema deberá confeccionar una quina 

debiendo figurar en ella a lo menos una persona extraña al Poder Judicial. Si el 

Senado no aprobare la proposición del Presidente de la República, la Corte Suprema 

deberá formar una nueva quina, repitiéndose este procedimiento hasta que una 

proposición presidencial sea aprobada por el Senado con el quórum antes señalado. 

Cuatro de los miembros de la Corte Suprema deberán ser abogados extraños a la 

administración de justicia, tener a lo menos quince años de título de abogado, 

haberse destacado en la actividad profesional, universitaria o pública y cumplir los 

demás requisitos que señale la ley orgánica constitucional respectiva.”. 

El señor ROMERO (Presidente).- En discusión la indicación renovada Nº 11. 

  Tiene la palabra el Honorable señor Larraín. 

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, el tenor básico de la indicación apunta a reducir el 

número de personas extrañas a la administración de justicia que podrán integrar la 

Corte Suprema, de cinco miembros  -según lo propuesto por la Comisión-  a cuatro.  

  Sin el afán de entrar a un debate extenso, que no es necesario, 

simplemente quiero fundar la idea de que queremos potenciar la carrera judicial 

dejando siempre un espacio amplio para que ésta pueda proyectarse y ver coronada 

su actuación y trayectoria en la Corte Suprema, sin perjuicio de lo cual 

consideramos válido y conveniente el aporte que personas extrañas pueden realizar 



al Poder Judicial si se incorporan a él. Sin embargo, creemos que cuatro es un 

número suficiente para dicho propósito. 

  Por ese motivo, insistimos en la idea de que sean cuatro miembros 

ajenos a la administración de justicia los que puedan integrar la Corte Suprema.  

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra la señora Ministra de Justicia. 

La señora ALVEAR (Ministra de Justicia).- Señor Presidente, al momento de adoptar 

decisión, la Comisión tuvo en cuenta la relevancia de la Corte Suprema por tratarse 

fundamentalmente de un tribunal de casación. Y, dado que se sugiere también la 

eliminación de los abogados integrantes, consideró la importancia de que un número 

de ellos proviniera de un mundo externo al Poder Judicial. 

  En esa perspectiva, luego de debatir diferentes alternativas, la 

proposición mayoritaria acogida por la Comisión fijó en cinco el número de 

miembros ajenos al Poder Judicial, número que nos parece adecuado. 

El señor HAMILTON.- Pido la palabra, señor Presidente.  

El señor ROMERO (Presidente).- La tiene, Su Señoría.  

El señor HAMILTON.- Señor Presidente, quiero señalar que esta materia no sólo fue 

compartida por todos los miembros de la Comisión de Constitución, Legislación, 

Justicia y Reglamento, sino que, además, fue respaldada por todas las instituciones, 

juristas y magistrados que concurrieron a dicho órgano técnico durante la discusión 

del proyecto. 

  Al establecer qué número o porcentaje de Ministros externos a la 

carrera judicial debía incorporarse a la Corte Suprema, surgieron las diferencias. Se 

habló de un tercio, de un cuarto y de un sexto, como también de cuatro, y finalmente 

llegamos a un acuerdo y a una especie de transacción fijando en cinco ese número 

¿Por qué cinco? Porque de esa manera, en cada una de las cuatro Salas de la Corte 

Suprema podría haber permanentemente un Ministro integrante, además de otro que 

fuera un especie de comodín que pudiera incorporarse a cualquiera de esas cuatro 

Salas, o a una quinta, si la Corte así lo acordara. 

  En consecuencia, lo que corresponde es votar y pronunciarse respecto 

de si serán cuatro miembros, como plantea la indicación renovada, o cinco, según lo 

propuesto por la Comisión. 

El señor ROMERO (Presidente).-  Tiene la palabra el Honorable señor Otero. 

Posteriormente, el Senador señor Fernández. 

El señor GAZMURI.- Hace rato que estoy pidiendo la palabra, Señor Presidente.  

El señor ROMERO (Presidente).- Ya está inscrito, señor Senador. 



El señor OTERO.- Señor Presidente, hubo unanimidad de criterio en la Comisión en cuanto 

a que era bueno incorporar abogados externos. 

  Asimismo, hubo unanimidad en orden a que los Ministros de la Corte 

Suprema, sea que provengan del Poder Judicial o del sector externo, son todos 

iguales. No existe ninguna diferencia entre ellos y, por lo tanto, su reparto en la Sala 

no tiene nada que ver con su origen. Esto dependerá exclusivamente de los sorteos y 

de las decisiones que adopte el Pleno de conformidad a la normativa vigente. 

  El número de cuatro o cinco dependía fundamentalmente de la 

cantidad de Ministros que hubiera en la Corte Suprema. Algunos Senadores 

participábamos de la idea de mantenerlos en 17 y estábamos de acuerdo en que 

hubiera cuatro miembros externos al Poder Judicial. Pero, al aumentar a 21 la 

cantidad de Ministros del Alto Tribunal, considerábamos que lo lógico era una 

proporción  de cinco Ministros. 

  El argumento en cuanto a que con ello se resta una vacante al Poder 

Judicial no es efectivo en un ciento por ciento. Hoy día, los Ministros son 17 y los 

vamos a aumentar a 21, de manera que al venir cinco de afuera, sólo un cargo no 

estaría a disposición de los que actualmente se desempeñan. Y si recordamos los 

cambios sufridos en el aumento de la Corte Suprema durante el Gobierno Militar, 

nos podemos dar cuenta de que el número actual de cargos satisface más que 

necesariamente todas las aspiraciones de quienes ingresaron al Poder Judicial y que 

están en condiciones de llegar a ser Ministros proviniendo del Poder judicial.  

  Por lo tanto, no se cercena la carrera a nadie. Lo único que se pretende 

es que existan miembros externos en un número suficiente para que alcancen alguna 

relevancia en la Corte, ya que el objeto de la modificación es, precisamente, que los 

abogados externos traigan una visión diferente al Máximo Tribunal. No olvidemos 

que la Corte Suprema de Justicia es la que determina en última instancia la 

interpretación y aplicación de la ley. 

  La legislación no cambia todos los días. Por eso, tenemos un Código 

Civil que viene de la época de don Andrés Bello. Y ello se debe a que la calidad de 

vida y mutanza del Derecho depende de las condiciones económicas, sociales y 

culturales que vaya viviendo el país a través de su historia. Por eso la Corte 

Suprema, sintiendo la realidad económica, social y cultural, va interpretando los 

preceptos legales de manera tal que éstos se vayan acomodando a esa realidad que 

está viviendo el país. Si no fuera así, tendríamos que estar cambiando nuestros 



Códigos en forma permanente     -cada 3, 4 ó 5 años-,  por la velocidad de mutación 

de las costumbres  y del avance tecnológico. 

  La razón de que los abogados externos sean cinco, señor Presidente, 

obedece precisamente a la idea de establecer un número que, sin influenciar de 

modo decisivo las decisiones de la Corte, sea el necesario para traer un aporte, un 

enriquecimiento y una experiencia foráneos a los magistrados que han vivido 

durante muchos años dedicados exclusivamente a la administración de justicia. 

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Fernández. 

El señor FERNÁNDEZ.- Señor Presidente, el número de abogados extraños al Poder 

Judicial representa un problema de apreciación. Se propone que sean 4, con el objeto 

de que los 17 Ministros de que se compone hoy día el Tribunal Superior suban a 21, 

sin eliminar ninguna de las plazas que ocupan los actuales, de modo de no limitar la 

carrera judicial de los funcionarios que pertenecen a dicho Poder.  

  En consecuencia, se plantea que los abogados externos sean 4 para 

conseguir dos propósitos: uno, lograr un justo equilibrio en el número de personas 

extrañas a la Administración de Justicia, y dos, respetar íntegramente la carrera 

judicial. 

  En todo caso, hay un aspecto que conviene aclarar. Una vez que los 

abogados extraños sean nombrados Ministros de la Corte Suprema, no pasarán a 

integrar una Sala determinada, sino que serán tan Ministros como los otros 

miembros de ese Alto Tribunal. En consecuencia, podrá darse el caso de que dos o 

más de ellos deban integrar una misma Sala, pero ello se deberá a que la distribución 

se resuelve por sorteo. Los abogados extraños, entonces, no tendrán un destino 

específico, porque ellos no serán diferentes de los Ministros de carrera. 

  Por lo tanto, me parece que 4 es un número adecuado.  

  Con  todo, no creo que éste sea un problema de fondo, sino uno de 

mera apreciación. 

El señor ROMERO (Presidente).- Así lo entendemos, señor Senador. 

  Tiene la palabra el Honorable señor Gazmuri. 

El señor GAZMURI.- Sólo quiero expresar, señor Presidente, que nosotros formulamos 

indicación para que el número de abogados externos al Poder Judicial representara 

un tercio del total de miembros de la Corte Suprema. Nos parecía que esa 

composición equilibraba de manera razonable a las personas que provienen de la 

judicatura con los abogados externos. Y no estábamos solos en esta opinión; la 



tuvieron también numerosos juristas que participaron en el debate, e incluso la 

comisión técnica de Renovación Nacional. 

  Sin perjuicio de ello, en la discusión se llegó a la fórmula de cinco 

abogados externos, que a nosotros nos parece que no es la óptima, pero sí razonable. 

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Adolfo Zaldívar. 

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Señor Presidente, la verdad es que existen razones para 

sostener que pueden ser cuatro o pueden ser cinco. Pero nadie puede desconocer la 

importancia de que abogados externos entren a formar parte de la Corte Suprema. 

Dada la naturaleza de ésta y lo que ella significa para la administración de justicia, 

es indudable que resulta más conveniente que pueda estar integrada también por 

abogados externos al Poder Judicial. 

  A mí me parece más razonable cinco, número que no creo que vaya en 

desmedro de la carrera funcionaria. Al contrario. Pienso que para que haya una 

buena Administración de Justicia, ésta debe estar representada por lo mejor, por lo 

óptimo, y en ese sentido estimo necesario que abogados que han estado en el 

ejercicio de la profesión puedan integrar la Corte Suprema. 

  Lo que sí me parece curioso, por decir lo menos, es la denominación 

de “abogados extraños a la Administración de Justicia”. Llamo la atención sobre el 

particular, porque ningún abogado es extraño a la administración de justicia, y no 

considero conveniente que la Carta Fundamental, base de nuestro ordenamiento 

jurídico, contenga una mención de esa naturaleza. Corroboran lo que estoy diciendo 

las intervenciones del Honorable señor Otero, Presidente de la Comisión de 

Constitución, y de los Honorables señores Hamilton y Fernández, miembros de la 

misma, todos abogados, quienes, al fundar sus posiciones, hablaron de “abogados 

externos”. Ninguno de ellos usó el término “extraños”. 

  Para algunos esto no tendrá importancia, pero, para mí, tiene mucha, 

por lo que significa una palabra en la Constitución Política del Estado.  

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Otero. 

El señor OTERO.- Primero, señor Presidente, quiero contestar al Senador señor Adolfo 

Zaldívar. 

  Fue criterio unánime de la Comisión -no sólo en éste, sino en todos los 

proyectos- tratar de no modificar textos vigentes en la Carta Fundamental o en las 

leyes, porque cada modificación de texto exige explicaciones y motiva 

interpretaciones inadecuadas. La Constitución Política en vigor señala: “pudiendo 



figurar personas extrañas a la administración de justicia”. De manera que el término 

“extraños” ya aparece en la Carta y viene de 1925.  

El señor SULE.- Perdón, Honorable colega.  

  Con la venia de la Mesa, quiero señalar que eso no está en discusión en 

este momento. 

El señor OTERO.- No le he dado ninguna interrupción, señor Senador. Si me la pide, se la 

concederé siempre con mucho gusto. 

  En todo caso, señor Presidente, el artículo 75 de la Constitución 

demuestra que siempre ha existido la posibilidad de que la Corte Suprema se integre 

también con abogados extraños al Poder Judicial. De manera que si la Corte 

incluyera en cada quina abogados extraños, no podría decirse que los miembros de 

los tribunales de justicia tienen derechos adquiridos sobre los 17 cargos. No tienen 

derecho adquirido sobre ninguno de ellos, porque bastaría con que en cada quina se 

designara a un abogado externo y el Presidente de la República lo nombrara para 

que no hubiera ningún ministro proveniente del Poder Judicial. 

  Este punto se discutió en la Comisión, la cual, para evitar ese riesgo, 

optó por limitar el número de abogados externos a cinco y establecer nóminas 

separadas para llenar las vacantes de ministros con abogados de la Administración 

de Justicia y con abogados extraños a la misma. 

El señor ROMERO (Presidente).- Quiero proponer a la Sala que demos por cerrado el 

debate y procedamos a la votación, porque ya hemos escuchado a cerca de siete 

señores Senadores sobre la materia. 

  Acordado. 

  En votación la indicación N° 11, renovada. 

  --(Durante la votación). 

La señora FELIÚ.- Señor Presidente, me voy a pronunciar a favor, porque personalmente 

presenté otra indicación para reducir a tres el número obligatorio de personas 

extrañas a la administración de justicia. 

  Resulta interesante el planteamiento formulado en cuanto a que es muy 

positiva la visión que puedan tener en la Corte Suprema personas ajenas a la carrera 

judicial. Pero lo cierto es que la trayectoria de los jueces a lo largo de esa carrera 

antes de llegar al cargo de Ministro del Máximo Tribunal les permite también tener 

una visión sobre todo el campo que le corresponde resolver a la magistratura: 

materias de orden civil, penal, laboral, etcétera. Todo ese bagaje de conocimientos 



adquiridos en el curso de la carrera judicial, a mi juicio, es un elemento fundamental 

para lograr un buen desempeño como Ministro de la Corte Suprema. 

  Por esa razón, y como la norma dispone un mínimo obligatorio, ante la 

imposibilidad de plantear tres, voto a favor de cuatro personas extrañas a la 

administración de justicia. 

El señor HAMILTON.- Señor Presidente, quiero decir, en forma muy breve, dos cosas. 

  En primer lugar, la idea de designar en la Corte Suprema abogados 

extraños a la administración de justicia se encuentra establecida en el artículo 75 de 

la Constitución. Y aquí lo único que estamos haciendo es transformar una facultad 

en obligación. 

  En segundo término, estoy absolutamente de acuerdo en que todos los 

Ministros, tanto los que siguen la carrera judicial como los provenientes de afuera, 

tienen los mismos derechos y obligaciones. Pero si se trae gente de afuera, por el 

aporte que ello significa para la Corte Suprema, ésta no los va a concentrar 

libremente en una sola sala, sino que los distribuirá entre todas ellas. 

  Voto en contra de la indicación renovada. 

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, a propósito de lo que ha expresado recién el 

Honorable señor Hamilton, tan sólo quiero rectificar un error en que se ha incurrido. 

  Una vez que los Ministros son elegidos, podrán tener diferencias en 

cuanto a su origen, pero no respecto al ejercicio de su función. Porque la integración 

de las salas se realiza por sorteo. De manera que, producto de éste, podría darse el 

caso de que en una sala estuvieran todos los miembros -por así decirlo- extraños a la 

administración de justicia. 

  Por lo tanto, insistir en que “es conveniente”, “podría ser”, “si bien es 

cierto o menos cierto”, etcétera, constituye simplemente un error que puede 

confundir al Senado. 

  Voto  que sí. 

El señor MC-INTYRE.- Señor Presidente, es difícil esta resolución. Porque todos estamos 

acostumbrado a ver a los Ministros de la Corte Suprema con esa tremenda 

experiencia que han logrado tras largos años de desempeño como jueces en 

pequeños pueblos. Nos hemos acostumbrado a verlos muy austeros, nunca con 

enormes situaciones económicas, jamás en grandes eventos sociales. 

  Estamos introduciendo ahora en la Corte Suprema a un grupo de 

personas que nos gustaría que tuviesen tal vez esas mismas características. Y son 



bastante pocas en el país. Se trata de aquellos destacados profesores universitarios, 

quizá, quienes también llevan una vida parecida. 

  Pero sucede que los Ministros de la Corte Suprema también son 

profesores universitarios. Y, si analizamos la historia de nuestro país, 

comprobaremos que son muy pocos los casos en que se ha elegido a personas ajenas 

a la administración de justicia para que integren el Máximo Tribunal. Sólo recuerdo 

el del ex Presidente don Manuel Montt. 

  Por lo tanto, mientras menos personas extrañas a la administración de 

justicia, mejor. 

  Apoyo la posición del Honorable señor Larraín. 

El señor PIÑERA.- Sin duda, señor Presidente, no hay nada mágico con el número cuatro ni 

con el número cinco. Yo votaré en contra de la indicación renovada, por dos 

razones.  

  Primero, porque resulta evidente que la carrera judicial es 

extraordinariamente relevante, en especial cuando corresponde resolver conflictos 

entre partes, que es lo propio de los jueces y de las Cortes de Apelaciones. 

  En el caso de la Corte Suprema, la labor es mucho más amplia. Les 

corresponde a sus Ministros tomar posiciones en materias jurídicas. Por ejemplo, 

pronunciamiento sobre los recursos de casación en la forma o en el fondo, o sobre 

los recursos de inaplicabilidad. 

  Desde ese punto de vista, creo que la experiencia que pueden aportar al 

Máximo Tribunal quienes provengan, no de la carrera judicial, sino del resto de la 

sociedad -particularmente cuando deberán integrar una quina y contar con el 

acuerdo del Senado-, garantiza que esas personas van a constituir un aporte 

adicional. 

  Además, habiendo cinco miembros de la Corte Suprema de origen 

distinto de la carrera judicial -es decir, menos de la cuarta parte-, la mayoría de las 

salas, de acuerdo a las probabilidades, van a estar siempre integradas 

mayoritariamente por Ministros provenientes de dicha carrera. 

  Por eso, voto en contra de la indicación renovada. 

El señor PRAT.- Señor Presidente, en la votación general me manifesté contrario a esta 

reforma. Consideré inconveniente incorporar en la Corte Suprema a abogados 

extraños a la carrera judicial. 



  Pienso que la carrera judicial es la mejor escuela que puede tener un 

juez, la mejor escuela de lo que es la realidad en nuestra sociedad. De hecho, así lo 

es. 

  Creo que a través de la escuela judicial se debe propender a la 

actualización de la norma en cuanto a su interpretación, en orden al avance de los 

tiempos. Ése es el ámbito adecuado para producir esta actualización propia del 

progreso de la sociedad. 

  En mi opinión, no es el camino expedito introducir en la Corte 

Suprema abogados que no han hecho la carrera judicial. 

  Por lo tanto, habiendo una indicación que reduce el número de 

abogados extraños a la administración de justicia, me inclino por ella, pues, a mi 

juicio, disminuye el efecto inconveniente de la reforma que se lleva a cabo. 

  Voto que sí. 

El señor SULE.- Señor Presidente, sólo quiero dejar una constancia para la historia del 

establecimiento de la reforma en proyecto. 

  Es cierto lo señalado aquí en cuanto a que la distribución en las salas 

de la Corte Suprema se hace por sorteo. Así lo establece el Código Orgánico de 

Tribunales. Pero nosotros, a partir de la aprobación de esta reforma -espero que así 

suceda-, también deberemos modificar dicho Código en lo que fuere indispensable o 

conveniente. 

  Con el Honorable señor Hamilton votamos por un número superior a 

cuatro, partiendo precisamente de nuestro interés por que en cada sala, atendidas las 

características y la naturaleza de la Corte Suprema, como instancia de casación, haya 

un especialista, lo que no se logra sólo con la experiencia obtenida en el trabajo 

realizado en la familia judicial. 

  De ahí viene, Honorable señor Adolfo Zaldívar, la expresión 

"extraño". Es extraño a la familia judicial, a los que realizan la carrera. Y se ha 

puesto ese término, no sólo para seguir la tradición del actual artículo 75 de la Carta, 

sino también por la definición que entrega el Diccionario de la Real Academia 

Española. 

  Por eso, voto contra la proposición de bajar el número de miembros 

extraños al Poder Judicial. 

El señor THAYER.- Señor Presidente, aprovecharé la fundamentación de este voto para 

formular un alcance que tendrá su valor a lo largo del debate. 



  No votaré tanto en contra de la indicación, sino en favor del informe 

de la Comisión. Consecuencialmente, en contra, porque el proyecto supone tal 

cantidad de elementos de coordinación y de coherencia entre sí -asistí a varias 

sesiones de la Comisión-, que no quisiera que nos dejáramos entusiasmar por 

sugerencias que pueden ser aisladamente muy significativas o atrayentes, pero que a 

lo mejor desequilibran el sentido total de la iniciativa. 

  Por eso, en esta oportunidad apoyaré en general el informe de la 

Comisión. 

  En segundo lugar, algo he estudiado el tema de la carrera judicial -hice 

mi memoria sobre él-, y hay una idea que deseo recordar. 

  Es absolutamente indispensable para los tribunales colegiados tener, 

por sobre todo, la experiencia que entrega la carrera judicial. Ello es fundamental. Y 

por eso, en cualquier alternativa, la Corte Suprema está compuesta sustancial, 

amplia, mayoritariamente por jueces que han hecho una larga carrera judicial. 

  No obstante, ¿es lo mejor que todos los Ministros sean y hayan sido 

exclusivamente jueces durante toda su vida profesional? ¿O es conveniente que 

integren el colegiado quienes han obtenido una preferente experiencia en dos áreas 

que son como las limítrofes de la función de juez: la ciencia del derecho (la 

experiencia en ella se obtiene fundamentalmente mediante el trabajo universitario) y 

el ejercicio práctico de la profesión de abogado (hecho por quienes ordinariamente 

litigan ante los tribunales)? 

  Estimo conveniente que, al más alto nivel, exista esta concurrencia de 

la experiencia propia del especialista, del juez, quien ha dedicado su vida a la carrera 

judicial, y de quienes preferentemente han entregado su esfuerzo al estudio de la 

ciencia del derecho o al ejercicio práctico de la profesión de abogado. No es que una 

cosa excluya a la otra; pero las vocaciones suelen no poder ser vividas plenamente, 

sino en una dirección. 

  Por eso, encuentro razonable -al igual que la unanimidad de la 

Comisión- que integren la Corte Suprema abogados extraños al Poder Judicial 

(puede usarse otra expresión; pero ésa es la que ha empleado la Constitución en 

otras oportunidades). 

  La Comisión estudió acuciosamente este asunto, y yo me atengo a su 

recomendación. 

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Señor Presidente, la conveniencia y la razón de que 

pasen a formar parte de la Corte Suprema abogados externos al Poder Judicial se 



explican por sí mismas, dada la trascendencia que tiene aquélla tanto en la 

administración de justicia como en el funcionamiento del Estado de Derecho. 

  Ahora bien, hablar de abogados externos al Poder Judicial es hablar de 

abogados excelentes, lo mejor que puede ofrecer la sociedad. Y, en ese sentido, su 

concurrencia con magistrados de carrera debe permitir una correspondencia mejor y 

-yo diría- más actualizada entre la administración de justicia y las necesidades de la 

sociedad. 

  Si bien los integrantes de la Corte Suprema tendrán distintos orígenes 

y serán -como han sostenido varios señores Senadores- iguales en el ejercicio de su 

función, también resulta conveniente una enmienda del Código Orgánico de 

Tribunales que contemple su adecuada distribución en las distintas salas. Creo que la 

posibilidad de que se cuente orgánicamente con la presencia de sólo un abogado 

externo en una sala es más conveniente que el sistema actual del simple sorteo, que 

puede dar lugar a que los cinco magistrados de origen externo integren una sala. En 

ese sentido, habrá que reformar el citado Código, para adecuarlo al cambio que se 

introduce al integrar a la Corte Suprema, en propiedad, abogados externos a la 

administración de justicia. 

  Por eso, entre otras razones, rechazo la indicación renovada. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, el hecho de que el número de 

abogados extraños a la administración de justicia sea 5 ó 4 puede ser discutible. Lo 

importante es que haya consenso en que integren también la Corte Suprema 

abogados que no procedan de la carrera judicial. 

  Precisamente, la prensa de esta mañana trae una información 

novedosa. En ella se dice que, durante la visita que el Presidente de la República 

realiza a Japón, los Ministros de la Corte Suprema señores Marcos Aburto y 

Guillermo Navas sostuvieron un encuentro con sus pares de la Corte Suprema 

nipona. Se añade que, ante una pregunta que les hizo el Ministro señor Aburto 

respecto de la modificación del criterio tradicional para la designación de los jueces 

supremos y de la integración de gente ajena a la carrera judicial, los miembros del 

Máximo Tribunal japonés dieron una respuesta que nos pone en una posición muy 

favorable, pues parece haber consenso en la conveniencia de efectuar la enmienda 

respectiva, tanto más cuanto que, de los 15 jueces de la Corte Suprema nipona, 9 son 

extraños y sólo 6 provienen de la carrera judicial. 

  En consecuencia, ése es un elemento indicador de que no estamos mal 

encaminados, sino que vamos en el sentido correcto. 



  Ahora bien, cuando discutamos las posibles modificaciones al Código 

Orgánico de Tribunales deberemos analizar lo planteado aquí en cuanto a la 

conveniencia de que los miembros de la Corte Suprema provenientes de fuera del 

Poder Judicial tengan una connotación especial, no pasen a ser iguales que los 

emanados de la carrera judicial y deban integrar una sala con los demás Ministros. 

Y, al respecto, me cabe una duda, pues estimo que al entrar al Máximo Tribunal son 

igualmente Ministros y tienen que integrarse en conformidad a las normas que aquél 

formule para el efecto y de acuerdo con la especialidad que cada uno asuma. 

  Pienso que la presencia de los cuatro Ministros en cuestión tendrá 

mucha importancia más bien en los Plenos, que es donde la Corte Suprema ejerce su 

función conservadora. 

  No quiero adelantar mi juicio sobre el tema, pero tengo dudas en 

cuanto a lo que aquí se ha dicho. 

  Por eso, rechazo la indicación renovada, aunque no reviste gran 

relevancia si son cuatro o cinco los abogados extraños a la administración de 

justicia. 

El señor ERRÁZURIZ.- Señor Presidente, considero muy relevante que siempre, en 

cualquier organismo colegiado, existan opiniones y conocimientos diversos y que de 

la discusión se haga la luz. Y esto resulta especialmente trascendente en la Corte 

Suprema de Justicia.  

  Por lo tanto, me parece conveniente que haya pensamientos distintos. 

Pero (aquí quiero poner el pero) es igualmente relevante evitar que a importantes 

grupos económicos, de poder, les sea factible, a través de este sistema de 

integración, tomar posiciones dentro de la Corte Suprema para los efectos de ir 

concentrando, en lo que es el peor vicio de una democracia, el poder que evita que 

los individuos tengan la posibilidad de confiar en la justicia de su país. 

  En consecuencia, formulo la observación en el sentido de que es 

necesario considerar, en la ley orgánica constitucional respectiva o en el Código 

Orgánico de Tribunales, la calidad que deben reunir los abogados extraños a la 

administración de justicia en cuanto, no sólo a su idoneidad personal y sus 

conocimientos, sino también a que no formen parte de grupos de poder que usen sus 

tentáculos a través de la Corte Suprema. 

  Soy demócrata de verdad y creo en la importancia de que el poder se 

distribuya en la forma que corresponde dentro de una democracia, de manera que 

todos los ciudadanos tengan plena confianza en ella y en su ejercicio. 



  Considero absolutamente irrelevante discutir si deben ser 4 ó 5 

abogados extraños a la administración de justicia, porque carece de trascendencia 

dentro del número total. 

  Sinceramente, en determinado momento pensé que era bueno distribuir 

los pensamientos distintos de dichas personas en cada una de las salas de la Corte 

Suprema. Pero la verdad es que, si se integra la Corte Suprema con personas ajenas 

a la administración de justicia, que cuentan con una preparación que les permitirá 

brindar aportes, carece de sentido establecer diferencias que los van a marcar para 

siempre. Al igual que los Senadores son todos Senadores, los miembros de la Corte 

Suprema son todos miembros de la Corte Suprema, sin diferenciación, salvo la 

derivada de la nominación o la inherente a quienes postulan o acceden a estos 

cargos. 

  Por tal razón, voto que no. 

El señor LAGOS (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

  Terminada la votación. 

  --Se rechaza la indicación (29 votos contra 8). 

  Votaron por la negativa los señores Alessandri, Bitar, Calderón, 

Carrera, Cooper, Díaz, Errázuriz, Frei (doña Carmen), Gazmuri, Hamilton, Horvath, 

Larre, Lavandero, Matta, Muñoz Barra, Núñez, Otero, Páez, Piñera, Romero, Ruiz 

(don José), Ruiz-Esquide, Siebert, Sinclair, Sule, Thayer, Valdés, Zaldívar (don 

Adolfo) y Zaldívar (don Andrés). 

  Votaron por la afirmativa la señora Feliú y los señores Fernández, 

Huerta, Larraín, Letelier, Martin, Mc-Intyre y Prat. 

El señor ROMERO (Presidente).- Si le parece a la Sala, y con el propósito de avanzar más 

rápidamente, se aprobaría la proposición de la Comisión por 29 votos contra 8. 

  Acordado. 

El señor LAGOS (Secretario).- En seguida, la Comisión propone intercalar el siguiente 

número 4, nuevo, pasando el actual número 4 a ser 5: 

  "4.- Sustitúyese el inciso cuarto del artículo 77, por el siguiente: 

  "La Corte Suprema, en pleno especialmente convocado al efecto y por 

la mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio, podrá autorizar u ordenar el 

traslado de los jueces y demás funcionarios y empleados del Poder Judicial a otro 

cargo de igual categoría.". 

  --Se aprueba. 



El señor LAGOS (Secretario).- Se han renovado las indicaciones 30 y 3l para suprimir el N° 

4. 

El señor ROMERO (Presidente).-En discusión las indicaciones. 

  Tiene la palabra la Honorable señora Feliú. 

La señora FELIÚ.- Señor Presidente, las indicaciones presentadas por el Honorable señor 

Urenda y la Senadora que habla son coincidentes en cuanto proponen la supresión 

del N° 4. La norma del primer informe se refiere a la queja disciplinaria, y dispone 

que si la Corte Suprema la acoge, necesariamente deberá aplicar una sanción.  

  Personalmente, estoy en desacuerdo con este precepto por varias 

razones. En primer término, trata de un tema que realmente no ha sido discutido ni 

conocido, debido a la premura con que esta reforma se ha tramitado. No ha habido 

un debate que permita su conocimiento amplio.  Considero que esta norma es 

ajena a la Constitución; no es propia de ella. Representa, por lo demás, una 

limitación a las facultades que competen a la Corte Suprema, que emanan, yo diría, 

desde las más antiguas Constituciones que han regido al país. Insisto: ella no debe 

estar en la Carta Fundamental. ¿Por qué razón a la Corte Suprema se le limita la 

posibilidad, sobre la base de ponderar las circunstancias en cada caso, de aplicar una 

sanción o dejar de aplicarla? En realidad, no comprendo el empecinamiento en 

imponer a la Corte Suprema una limitación de esta naturaleza, pues se trata de 

normas que deben tener flexibilidad. Reconociéndole su calidad de tribunal máximo, 

debe respetársele a la Corte Suprema una atribución que nace de sus propias 

funciones.  

  Y la materia debe ser reglada en las normas de procedimiento del 

Código Orgánico, pero en caso alguno en la Carta Fundamental. 

  Ésa es la razón por la cual se han renovado las indicaciones 30 y 31. 

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Otero. 

El señor OTERO.- Señor Presidente, este tema no es nuevo ni ha sido recientemente 

discutido en el Senado, sino que fue extensamente debatido en esta Corporación con 

motivo de la reforma del Código Orgánico de Tribunales. Y tanto es así que en el 

artículo pertinente de este cuerpo legal se dice: "En caso que un tribunal superior de 

justicia, haciendo uso de sus facultades disciplinarias, invalide una resolución 

jurisdiccional, deberá aplicar la o las medidas disciplinarias que estime pertinentes". 

Es decir, al contrario de lo que se ha sostenido en esta Sala, fue objeto de múltiples 

discusiones, y no sólo en este Congreso, sino también con motivo de las últimas 

reformas introducidas al Código Orgánico y al Código de Procedimiento Civil 



durante el Gobierno militar en la Junta de Gobierno. Y las Comisiones Legislativas 

de entonces, por unanimidad, aprobaron una disposición similar a ésta, que no fue 

posible materializar precisamente porque se opuso la Corte Suprema.  

  Prácticamente casi toda la cátedra coincide en que el recurso de queja 

transformó a la Corte Suprema en un tribunal de tercera instancia: haciendo uso de 

sus facultades disciplinarias, sobre la base de aplicar criterios distintos y 

simplemente sin forma de juicio, sin recurso ni causal alguna, acoge una queja y 

cambia lo resuelto por el tribunal de alzada. 

  ¿Cuándo procede la queja? Cuando en la dictación de una resolución 

judicial se ha cometido grave falta o abuso. Más aún: el Código Orgánico exige que 

en el fallo de la queja -lo que no se cumple- se deje expresa constancia de las 

omisiones y errores graves que constituyen la grave falta o abuso y que determinan 

su procedencia.  

  Últimamente la Corte Suprema, pese a que el Tribunal Constitucional 

había considerado constitucional el precepto pertinente, actuando de oficio y por 

mayoría de votos, declaró que era inconstitucional, con lo cual nuevamente creó esta 

tercera instancia, estimada inadecuada incluso por muchos Ministros de la Corte 

Suprema, quienes en esa oportunidad votaron en contra. 

  ¿Qué propone ahora la Comisión? Primero que todo, debemos 

clarificar conceptos. Una resolución jurisdiccional es la que resuelve una materia 

controvertida en un juicio o litis. Por eso, no toda resolución puede ser objeto del 

recurso de queja, sino solamente las sentencias interlocutorias y las definitivas. Y 

tampoco todas éstas, sino aquellas respecto de las cuales no procede recurso 

jurisdiccional alguno, sea ordinario o extraordinario. De manera que el recurso de 

queja queda limitado a resoluciones excepcionalísimas. Pero, ¿qué significa esto? 

Que por la vía de las facultades disciplinarias se cambia o se altera el criterio 

jurídico de los jueces, y eso atenta precisamente contra la independencia y la 

autonomía de las Cortes de Apelaciones. Nuestro ordenamiento jurídico establece 

doble instancia: una primera y una segunda instancia, donde se determinan los 

hechos y se resuelve el derecho. Y a la Corte Suprema le corresponde fallar 

exclusivamente sobre el recurso de casación, de forma si ha habido vicios en el 

procedimiento, o de fondo si se ha mal aplicado o mal interpretado la ley. Lo que 

ocurre es que los abogados optan por la queja. Y la Corte Suprema prefiere conocer 

el asunto por la vía de la queja, porque su resolución no requiere razonamiento 

jurídico. Y, por eso, nos hemos quedado durante más o menos quince años sin los 



fallos de casación que había antes, que realmente sentaban la doctrina y la 

interpretación de la ley. 

  La norma que hoy estamos debatiendo debe tener un alcance 

constitucional para que quede absolutamente en claro que ella rige cuando se acoge 

una queja o un recurso de queja y en virtud de eso -¡fíjense bien, señores 

Senadores!- se modifica una resolución jurisdiccional. O sea, puede acogerse una 

queja o un recurso de queja, pero si no modifica la resolución jurisdiccional, no pasa 

nada. Entonces, nos hallamos ante una sentencia dictada por un tribunal competente 

que es modificada por un tribunal superior sin que haya mediado recurso ordinario o 

extraordinario jurisdiccional alguno.  

  Y la queja sólo procede cuando en la dictación de un fallo se ha 

cometido grave falta o abuso. ¿Es posible pensar que cuando una persona comete 

grave falta o abuso no debe ser sancionada? Porque no se trata de una falta o abuso 

leve, sino grave, y por lo tanto debe aplicarse una sanción. ¿Por quién? Por el pleno 

de la Corte de la Corte Suprema; pero si ésta determina que no hay falta o abuso, no 

va a imponer la medida disciplinaria. Y si esto es así, ¿qué justifica que se haya 

cambiado la resolución? Absolutamente nada. 

  Por eso, después de un largo debate en la Comisión, se acordó 

proponer al Senado este artículo, que en síntesis señala algo muy simple: cuando en 

uso de las facultades disciplinarias se modifica una resolución jurisdiccional, debe 

imponerse una sanción; pero si después de revisar el expediente, la Corte Suprema 

concluye, por la correspondiente mayoría, que no se ha cometido grave falta o 

abuso, no aplicará la medida disciplinaria. Y en ese caso, la queja y el recurso de 

queja deben entenderse rechazados. Y esto permite que el fallo recurrido quede a 

firme y que se respete la independencia y autonomía de los tribunales de segunda 

instancia. 

  He dicho. 

El señor HAMILTON.- Señor Presidente, habiéndose expuesto las dos posiciones, sugiero 

votar de inmediato. 

El señor ALESSANDRI.- Pido la palabra, señor Presidente. 

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría. 

El señor ALESSANDRI.- Señor Presidente, quisiera que se explicara bien qué se está 

votando, porque el texto aprobado en general, que era muy apropiado, ya quedó sin 

efecto. Estimo que la norma propuesta por la Comisión es demasiado reglamentaria 

como para incorporarla en la Constitución. 



El señor ROMERO (Presidente).- Primero, corresponde pronunciarse sobre las dos 

indicaciones renovadas y, luego, sin son rechazadas, la proposición de la Comisión. 

  En votación las indicaciones renovadas números 30 y 31. 

  --(Durante la votación). 

El señor COOPER.- Señor Presidente, he escuchado el debate y realmente creo que la 

posición de la Comisión es la más aconsejable. 

  Por consiguiente, voto en contra. 

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, sin estar en desacuerdo con el contenido de la norma 

cuya supresión se propone, a mi modo de ver ella no es de rango constitucional. Y 

me parece que aprobarla importaría una constitucionalización del derecho procesal. 

Creo que no es conveniente dar ese paso. 

  Por eso, voto que sí. 

El señor ALESSANDRI.- Señor Presidente, recién expresé algo en el sentido de que hay 

cierto orden en la legislación de un país. Los principios generales los establece la 

Constitución; las leyes los interpretan, y los reglamentos regulan detalles de éstas. 

  Por lo tanto, creo que el texto aprobado en el primer informe satisface 

las inquietudes respecto a esta materia, y la ley, interpretando la Carta Fundamental, 

y basándose en ella, puede disponer lo que sea necesario para precisarlo. 

  Considerando que no se puede introducir un pedazo del Código de 

Procedimiento Civil dentro de la Constitución, aprobaré las indicaciones renovadas, 

para que ratifiquemos el precepto acogido en la discusión general. 

  Voto a favor. 

El señor BITAR.- Señor Presidente, uno de los casos que más sacudió a la opinión pública 

en la Región que represento tiene mucho que ver con lo que votamos hoy día. En la 

situación generada de aquel decomiso de 500 kilos de cocaína, que generó incluso 

una acusación constitucional por el hecho de que, habiéndose rechazado la libertad 

provisional para el narcotraficante por el juez de Arica, por la Corte de Apelaciones 

de la misma ciudad y por la Primera y Tercera Salas de la Corte Suprema, luego, en 

15 días, esta última cambió su punto de vista reponiéndose una queja, se puso de 

manifiesto que una de las tremendas debilidades de nuestro sistema es que por esa 

vía se puede modificar un fallo.  

  Entonces, lo que ha tratado de hacer persistentemente el Congreso -de 

hecho, se modificó un artículo del Código Orgánico de Tribunales- es justamente 

evitar que eso suceda. De manera que de acogerse un recurso de queja, por abuso o 

lo que fuere, debe haber una sanción. 



  Por lo tanto, el camino adecuado es que haya las menos quejas 

posibles, o ninguna, hacia la Corte Suprema, y que la última instancia sea la Corte 

de Apelaciones respectiva. Y de haber un recurso de queja, será porque 

verdaderamente existen razones muy fuertes para aceptarlo, debiendo aplicarse, por 

lo tanto, una medida disciplinaria contra quien abuse o interprete mal la ley. 

  En tales circunstancias, es muy importante dar este paso. Y sobre la 

base de la experiencia habida hasta ahora, me parece fundamental aprobar la 

proposición tendiente a que el Alto Tribunal deba aplicar medidas disciplinarias. Y 

sólo en caso excepcional, de no haber mayoría absoluta de todos sus miembros, se 

entenderá rechazada la queja.  

  Por eso, votaré en contra de estas indicaciones, para mantener lo 

propuesto por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. 

  --Se rechazan las indicaciones 30 y 31 (25 votos contra 10). 

  Votaron por la negativa los señores Alessandri, Bitar, Calderón, 

Carrera, Cooper, Díaz, Fernández, Frei (doña Carmen), Gazmuri, Hamilton, 

Horvath, Larre, Lavandero, Matta, Muñoz Barra, Núñez, Otero, Páez, Romero, Ruiz 

(don José), Ruiz-Esquide, Sule, Valdés, Zaldívar (don Adolfo) y Zaldívar (don 

Andrés). 

  Votaron por la afirmativa los señores Feliú, Huerta, Larraín, 

Letelier, Martin, Mc-Intyre, Piñera, Prat, Siebert y Sinclair. 

El señor ROMERO (Presidente).- En seguida, podríamos pronunciarnos acerca de lo 

propuesto por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento 

respecto del Nº 4, que pasa a ser 5. 

El señor HAMILTON.- Señor Presidente, tomando pie de lo dicho por el Honorable señor 

Alessandri, sugiero votar el texto aprobado en general, cuya redacción no es tan 

estricta ni reglamentaria. 

La señora FELIÚ.- ¿Me permite, señor Presidente?  

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.  

La señora FELIÚ.- Señor Presidente, deseo llamar la atención sobre el texto del segundo 

informe, que establece que cuando un tribunal superior, en uso de sus facultades 

disciplinarias, invalide una resolución jurisdiccional -por ejemplo, una Corte de 

Apelaciones cualquiera-, deberá enviar los antecedentes al pleno de la Corte 

Suprema, el cual deberá pronunciarse, no respecto de la resolución, sino para 

imponer medidas disciplinarias acordes con la falta o abuso. Y de no reunirse el 

quórum exigido por la norma (la mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio), el 



recurso de queja o la queja se entenderán rechazados. O sea, el cambio de decisión 

en cuanto a imponer una sanción significa dejar sin efecto lo resuelto. En 

consecuencia, la Corte Suprema, por no estar de acuerdo en imponer la sanción, deja 

sin efecto la decisión de un tribunal inferior. 

  A mi juicio, esta norma es grave e inconveniente y altera todo el 

sistema de decisiones y resoluciones judiciales, y no debe ser aprobada. Eso, en 

primer término. 

  En segundo lugar, no puedo menos que hacer presente que el Máximo 

Tribunal dispone de facultades para invalidar una resolución. Podrá citarse el caso 

de una que, a juicio de muchas personas, no resulte ser la más adecuada; pero la 

verdad es que las ha ejercido mediante resoluciones adecuadísimas y en situaciones 

francamente importantes y delicadas.  

  Recuerdo, entre otros, el caso de un juicio en contra de la Embajada de 

Cuba, que tenía sentencia ejecutoriada, en el sentido de condenar a dicha 

representación, y la Corte Suprema, sin necesidad de queja ni de recurso alguno, se 

reunió extraordinariamente, conoció los antecedentes y, sobre la base de lo resuelto 

en la Convención de Viena y de la falta de emplazamiento que había tenido el 

Gobierno cubano, dejó sin efecto la sentencia. Situaciones como ésa hay muchas, 

como las nulidades de matrimonio, donde ha ocurrido exactamente lo mismo. 

  Realmente, el Máximo Tribunal debe tener esta facultad. Si aplica 

sanciones o no lo hace deberá resolverlo el Código Orgánico de Tribunales y 

apreciarlo de acuerdo con sus prerrogativas. Pero reitero mi llamado de atención 

acerca de lo establecido en el segundo informe, que considero altamente 

inconveniente, porque el pronunciamiento de la Corte sobre una materia produce 

efectos sobre otra completamente distinta. 

El señor ROMERO (Presidente).- Si le parece a la Sala, y atendido el hecho de que son cerca 

de las 18, con el mismo número de votos que en el caso anterior (25 contra 10), se 

podría dar por aprobado lo propuesto por la Comisión. 

El señor HAMILTON.- En este momento, hay otros señores Senadores presentes en la Sala. 

El señor ROMERO (Presidente).- En el fondo, se trata de una situación perfectamente clara. 

  --Se aprueba la proposición de la Comisión respecto del número 4, 

que pasa a ser 5 (25 votos contra 10). 

El señor LAGOS (Secretario).- En seguida, en relación con el número 5, que pasa a ser 6, sin 

modificaciones, se requiere aprobarlo con el quórum de por lo menos dos tercios de 

los señores Senadores en ejercicio.  



  --Se aprueba, dejándose constancia de que concurren con su voto 

favorable 29 señores Senadores. 

El señor LAGOS (Secretario).- En cuanto al número 6, que pasa a ser 7, la Comisión 

propone aprobarlo con la sola enmienda consistente en agregar la palabra 

“judiciales” a continuación de “fiscales”. Se necesita el mismo número de votos que 

para el caso precedente. 

  --Se aprueba la proposición, haciéndose constar, para los efectos 

del quórum constitucional exigido, que emitieron pronunciamiento favorable 

32 señores Senadores. 

El señor LAGOS (Secretario).- Respecto del número 7, que pasa a ser 8, se ha renovado la 

indicación Nº 40, tendiente a suprimirlo. 

  Por su parte, la Comisión propone reemplazarlo por el que se señala a 

continuación: 

  “8.- Sustitúyese el inciso primero de la disposición octava transitoria 

por los siguientes, pasando el actual inciso segundo a ser décimo segundo: 

  “Las normas relativas a la edad establecidas en el inciso segundo del 

artículo 77 regirán a contar del 1º de enero de 1998, respecto de los magistrados de 

los tribunales superiores de justicia que hallaban en servicio al 11 de marzo de 1981. 

  "Las vacantes de ministros de la Corte Suprema correspondientes a las 

cuatro nuevas plazas que se crean en virtud de la modificación al artículo 75 y las 

que se produzcan en dicho tribunal al aplicarse la norma relativa a la edad a que se 

refiere el inciso precedente, serán provistas en conformidad a las normas siguientes. 

  "La Corte Suprema, para proveer las cuatro nuevas plazas de ministro, 

dentro del plazo de diez días contados desde la publicación de la presente ley de 

reforma constitucional, propondrá al Presidente de la República dos nóminas de diez 

personas cada una. Una se formará con integrantes del Poder Judicial, debiendo 

incluir en ella a los dos ministros de Corte de Apelaciones más antiguos que figuren 

en lista de méritos y que no deban cesar en sus cargos por aplicación del inciso 

primero de la presente disposición transitoria, y la otra se formará con abogados 

extraños a la administración de justicia que cumplan con los requisitos señalados en 

el inciso cuarto del artículo 75. 

  "Para proveer las vacantes que se produzcan el 1º de enero de 1998 por 

aplicación del límite de edad a los ministros de la Corte Suprema que tengan 

cumplidos a dicha fecha 75 o más años de edad, la Corte Suprema propondrá al 

Presidente de la República, dentro de los diez primeros días del mes de enero de 



1998, dos nuevas nóminas, cada una de las cuales estará integrada por el equivalente 

a la mitad del quíntuplo del número de vacantes producidas. Una se formará con 

integrantes del Poder Judicial, debiendo ocupar un lugar en ella los ministros de 

Corte de Apelaciones más antiguos que figuren en lista de méritos y que no deban 

cesar en sus cargos por aplicación del inciso primero de la presente disposición 

transitoria, en un número equivalente a la mitad de las señaladas vacantes. La otra se 

formará con abogados extraños a la administración de justicia que cumplan con los 

requisitos establecidos en el inciso cuarto del artículo 75.”. 

El señor HAMILTON.- ¿Me permite, señor Presidente?  

El señor ROMERO (Presidente).- Puede hacer uso de la palabra, señor Senador. 

El señor HAMILTON.- Entiendo que debemos tratar el número 7, y no el 8. Planteo la 

inquietud porque me da la sensación de que se está dando lectura a una norma que 

no corresponde, la cual no incide en la indicación formulada al respecto. 

El señor ROMERO (Presidente).- Su Señoría, el señor Secretario aún no ha terminado de 

hacer la relación. En su oportunidad se tratará la indicación pertinente. 

El señor LAGOS (Secretario).- Lo que ocurre es que el número 7 pasó a ser 8, como figura 

en la página 4 del texto comparado. 

  Agrega la proposición: "Dentro de tercero día de recibidas las nóminas 

a que se refieren los incisos precedentes y en las oportunidades respectivas, el 

Presidente de la República propondrá al Senado, simultáneamente, tantos nombres 

como sea el número de vacantes a llenar en cada caso. En cada proposición, la mitad 

de las personas incluidas deberán ser integrantes del Poder Judicial y la otra mitad 

abogados extraños a la administración de justicia, hasta completar el número de 

cinco de estos abogados que deben integrar la Corte Suprema. 

  "El Senado, dentro de los seis días siguientes a cada proposición 

presidencial, en sesión especialmente convocada al efecto y con el voto conforme de 

los dos tercios de sus miembros en ejercicio, deberá pronunciarse en votaciones 

separadas y sucesivas por cada una de las personas propuestas. 

  "En caso que el Senado rechace alguno de los nombres presentados 

por el Presidente de la República, éste le propondrá, dentro de segundo día, un 

nuevo nombre de los incluidos en la respectiva nómina y el Senado se pronunciará 

dentro de tercero día de formulada la nueva propuesta, repitiéndose el procedimiento 

hasta que se apruebe una proposición presidencial. Si se rechazaren cinco nombres 

de una misma nómina, la Corte Suprema deberá completarla, hasta reunir el total 



correspondiente, dentro del plazo de cinco días, durante los cuales se interrumpirán 

los términos anteriores. 

  "Para formar las nóminas correspondientes a abogados extraños a la 

administración de justicia señaladas en los incisos anteriores, la Corte Suprema 

llamará, dentro de tercero día de publicada la presente ley de reforma constitucional, 

a concurso público de antecedentes. El pleno de la Corte Suprema elegirá a quienes 

integrarán estas nóminas y a quienes reemplazarán a los candidatos rechazados, de 

entre las personas que se presenten a dicho concurso. 

  "Las nóminas a que se refieren los incisos precedentes se formarán por 

el pleno de la Corte Suprema, en una misma y única votación. Para estos efectos, 

cada ministro podrá votar hasta por el equivalente a las dos terceras partes del total 

de personas que integrarán dichas nóminas, resultando elegidos quienes obtengan 

las más altas votaciones. 

  "Sin perjuicio de los beneficios previsionales que les corresponda de 

acuerdo a las normas vigentes, los ministros y fiscales judiciales que deban cesar en 

su cargos por aplicación de la presente disposición transitoria tendrán derecho a un 

beneficio compensatorio adecuado, que fijará la ley. 

  "Los magistrados de los tribunales superiores de justicia en servicio a 

la fecha de entrada en vigencia de esta Constitución, que se desempeñen como 

presidente de la Corte Suprema, durarán en dicho cargo dos años.". 

  Ésa es la propuesta de la Comisión. 

El señor ROMERO (Presidente).- Ofrezco la palabra. 

  Tiene la palabra el Honorable señor Larraín. 

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, hemos renovado una indicación -la número 40- para 

suprimir el número 7 (pasó a ser 8), cuyo efecto es eliminar, a su vez, la disposición 

octava transitoria, que otorgó a los ministros que podían quedan afectos a lo 

prescrito en la norma permanente establecida en el artículo 77 de la Constitución (tal 

precepto fijó como tope máximo los 75 años de edad para permanecer en ese Alto 

Tribunal) la posibilidad de continuar en el ejercicio de sus funciones sin las 

limitaciones contenidas en esa disposición. La Carta Fundamental dispuso que 

quienes en ese instante, antes de que ella entrara en vigencia, estaban ocupando 

cargos en los más altos tribunales de justicia tenían el derecho de permanecer en sus 

puestos sin límite de edad, por cuanto habían sido nombrados para tal efecto. 

  El hecho de que transcurrido cierto tiempo se pretenda desconocer ese 

derecho no significa en absoluto un cambio en la situación en que se encontraban 



dichos magistrados. Por lo tanto, quitárselo hoy, obviamente, implica cercenar una 

atribución que la Carta les reconoció, sin que, en verdad, haya una justificación 

objetiva que no sea el mero transcurso del tiempo. Este argumento, realmente, es 

bastante débil y en rigor no explica nada. 

  A mi juicio, si quitamos tal derecho a los magistrados, estamos más 

bien estamos cometiéndoles un agravio. Y explicaré por qué. Ciertamente, no ha 

sido ésa la intención de quienes han propuesto la norma. Sin embargo, en el hecho, 

su aprobación producirá consecuencias para quienes hoy día están ejerciendo esos 

cargos. 

  La reforma en debate tiene por objeto mejorar el funcionamiento de la 

Corte Suprema. Se entiende como un paso dentro de la reforma judicial. Pero sucede 

que uno de los aspectos que resultan esenciales para dicho mejoramiento consiste en 

sacar a un grupo de ministros, por razones de edad. 

  Pregunto si acaso ese razonamiento es fundado; si al determinar que 

abandonen sus cargos algunos magistrados por su edad, mejorará el funcionamiento 

de la Corte Suprema. Sería preciso concluir que quienes hoy los ocupan perturban, 

por el factor aludido, la actividad del más alto tribunal del país, y que  no ejercen 

debidamente su labor. 

  Tengo la impresión de que entre aquellos a quienes afectaría la norma 

se incluyen muchos de los grandes jueces con que Chile cuenta en la actualidad, 

como los ministros señores Bañados, Aburto, etcétera. Me excuso por dar nombres, 

porque se corre el riesgo de herir. Pero ahí están. Reitero que grandes ministros 

pueden ser afectados por la aplicación del precepto. Y no lo considero justo. 

  Tampoco estimo suficiente, por ello, una mera reparación económica, 

la cual, si se da, en rigor debería extenderse a todos, cuando abandonen sus 

funciones. Si se tratara del ejercicio voluntario de un derecho, estoy de acuerdo en 

que constituiría algo valioso e importante, y que se debería conceder. 

  Quizás esa sola circunstancia podría estimular a que renunciara alguno 

de los ministros actuales. Compartiría ese criterio; pero me parece que la decisión 

asiste al titular del derecho. En Chile, la jubilación nunca ha sido una obligación, 

sino un derecho de las personas para renunciar a sus funciones cumplidos ciertos 

requisitos. En consecuencia, forzar a los ministros a retirarse importa inferirles un 

agravio y hacerlos perder un derecho, lo que no me parece justificado. 

  En mi opinión, no podemos valorar ese aspecto de la reforma. Nos 

hallamos dispuestos a apoyar -como lo hemos hecho- sus partes básicas, aun cuando 



con algunas diferencias puntuales, menores, que hemos discutido. Porque, por 

ejemplo, todos sabemos que la distinción de que sean cuatro o cinco los miembros 

correspondientes a abogados extraños a la administración de justicia no configura 

una cuestión fundamental. De modo que no me frustra el que se hayan aprobado 

cinco. En lo personal, me parecían mejor cuatro por las razones que di en su 

momento. Pero, en el caso que ahora señalo, nos encontramos ante un punto que, sin 

ser esencial para reformar realmente la Corte Suprema, está constituyéndose en un 

aspecto que juzgo delicado, por afectar a personas respetables. 

  Por estas consideraciones, quiero instar a que se apruebe la indicación. 

Y, sobre todo, cuando algunos distinguidísimos señores Senadores tienen más de 75 

años,… 

El señor RUIZ (don José).- Fueron elegidos. 

El señor HAMILTON.- Y volverán a serlo. 

El señor LARRAÍN.- Elegidos o no, demuestran, en el ejercicio de sus funciones, que la 

edad no conforma un impedimento para ejercer responsabilidades. A mi juicio, lo 

expresado en esta materia no reviste el carácter de un argumento de fondo. 

  Por las razones expuestas, apoyo la indicación renovada, para no 

privar a ministros de la Corte Suprema de un derecho que les concede la Ley 

Fundamental. 

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Hamilton. 

El señor HAMILTON.- Señor Presidente, en relación con el punto en análisis, en verdad la 

regla general establecida por la Constitución de 1980 consiste en que todos los 

magistrados ponen término al ejercicio de sus funciones al cumplir 75 años. 

Transcurridos 17 años de la aprobación de la Carta, ahora se intenta eliminar las 

únicas dos excepciones contempladas. La primera de ellas, el Presidente de la Corte 

Suprema, mientras desempeñe el cargo; y la segunda, los ministros de los tribunales 

superiores de justicia que se encontraban en funciones el 11 de marzo de 1981, fecha 

en que se puso en vigencia la Constitución. 

  Es necesario remover las excepciones contenidas en el inciso segundo 

del artículo 77 y en el inciso primero de la octava disposición transitoria de la Carta, 

para asegurar tanto que los magistrados del más alto tribunal se desempeñarán 

normalmente en su mayor capacidad intelectual como para generar una adecuada 

movilidad en la carrera funcionaria. 

  Quiero citar dos opiniones versadas al respecto. La primera de ellas de 

don José María Eyzaguirre, quien, como Presidente de la Corte Suprema, en su 



época dijo textualmente en la Comisión de Estudio de la Nueva Constitución: “es 

indispensable el tiraje de la chimenea, pues no se puede tener a todo el escalafón 

estancado porque algunas personas desean mantener sus cargos contra viento y 

marea.”. 

  Entre los muchos juicios fundados emitidos ante nuestra Comisión 

especializada, resulta importante destacar el del profesor Fernando Farren, Decano 

de la Facultad de Derecho de la Universidad Adolfo Ibáñez, quien señaló que “el 

referido límite facilita una adecuada y expedita carrera funcionaria a través de un 

sistema de movilidad ascendente, para lo cual es necesario que se provoquen 

vacantes en los grados superiores.”. Y, a renglón seguido, agrega que “provoca 

desencanto y frustración a cualquier juez de la República la permanencia indefinida 

en la misma categoría.”. 

  El razonable límite de edad impuesto por el texto constitucional para la 

muy compleja y siempre dinámica función judicial genera un amplio consenso en la 

comunidad jurídica nacional, como ha quedado demostrado con las intervenciones 

de los distinguidos profesores, magistrados y juristas que han entregado su parecer 

en la Comisión especializada del Senado, por lo cual espero que la derogación sea 

aceptada y se rechace, por lo tanto, la indicación a que se ha hecho referencia. 

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Thayer. 

El señor THAYER.- Señor Presidente, la disposición del proyecto, y que  obedece a una 

indicación de la que soy coautor, configura un conjunto de preceptos coherentes y 

muy sustanciales en la reforma en análisis. 

  Primero, las cosas claras: tengo 78 años de edad y el 12 de octubre 

cumpliré 79. No fui elegido, sino designado por 8 años como Senador, de acuerdo 

con la misma Constitución que fijó, como norma, a sugerencia del entonces 

Presidente de la Corte Suprema, según acaba de recordar el Senador señor Hamilton, 

la edad tope de 75 años en el caso de que se trata. 

  ¿Ello está bien o mal? Pienso que bien. La edad normal para jubilar, en 

el mundo laboral, es de 60 años para las mujeres y de 65 años para los hombres. 

Pero no todas las profesiones suponen el mismo desgaste físico, ni todas permiten 

aprovechar los años cercanos a la ancianidad -no es exactamente igual que la 

senectud-, en cuanto implican experiencia, objetividad, falta de ambiciones 

personales y sentido de usar con generosidad la experiencia en beneficio público. Es 

lo que ha conducido al constituyente -a mi juicio,  muy razonablemente- a extender 



de 65 a 75 años la edad de retiro o de término de funciones en los tribunales de 

justicia. 

  Resultaba muy delicado hacer regir esa norma en forma inmediata, 

porque el aplicarla in actu desde la vigencia de la Constitución podía significar el 

retiro muy pronto -vertiginoso, diría- de un número importante de distinguidos 

magistrados. 

  La Carta pudo haber incluido un artículo transitorio y determinar que a 

los miembros en servicio de los tribunales superiores de justicia se les iba a aplicar 

la disposición general sólo a contar de cinco, seis o diez años más. Fue más 

generosa: estableció para todos ellos la posibilidad de continuar en funciones por un 

período igual al de su vida. 

  Ese cargo vitalicio no corresponde a una dignidad, como cuando se 

elige a un presidente honorario o cuando se incorpora al Senado un ex Presidente de 

la República en la misma forma. Se trata de un cuerpo orgánico constituido, aparte 

de la Corte Suprema, por todo el Poder Judicial, el cual vive -como recordó su ex 

Presidente don José María Eyzaguirre- un proceso de carrera funcionaria que 

requiere de una cierta evolución, que él llamó “dar tiraje a la chimenea”, expresión 

que, por lo demás, es comúnmente usada.  

  Tal proceso se ha estancado durante algún tiempo; pero el problema es 

cada vez más creciente, debido a dos factores. 

  Primero, el transcurso del tiempo. Imaginemos que al 11 de marzo de 

1981 un ministro o juez  hubiera tenido, por ejemplo, 74 años de edad. En 1997, 

dicho magistrado sumaría algo más de 90 años, y, sin embargo, debería seguir en 

funciones. 

  Sé que muchos distinguidos ministros no sólo tienen derecho a jubilar, 

sino que probablemente desearían dejar su cargo. 

  Debo ser muy franco y decir lo que pienso; puedo estar equivocado, 

pero doy mi muy sincera visión con toda modestia. No pueden retirarse, porque ello 

les significa una pérdida monumental o muy importante de sus ingresos. Es 

necesario, entonces, operar paralelamente, en el sentido de asumir la responsabilidad 

de que en un momento dado se fije la norma general, aplicarla y no hacer más 

excepciones.  

  Como señaló el Senador señor Hamilton, no estamos estableciendo 

una norma especial para determinados ministros, sino que ponemos término a una de 



excepción, después de 16 o más años de vigencia. Ella, por su naturaleza, se ha 

agravado con el transcurso del tiempo. 

  Por eso, no hubo más alternativa que poner en práctica, en aplicación 

común, una norma general. Es muy difícil para los señores ministros de la Corte 

Suprema dar una opinión en forma pública -que sea sincera y profunda- de lo que 

piensan, porque es muy distinto el caso de cada cual: algunos tienen más edad; 

otros, quizás están relativamente lejos del tope, y tal vez un importante número de 

ellos está más o menos excedido. Tienen situaciones económicas muy diferentes. 

Además, están expresando su criterio respecto de un asunto que les afecta 

específicamente. 

  En definitiva, mido la opinión de ellos en función de haberse puesto en 

el caso de quienes pudieran resultar más perjudicados. 

 Evidentemente, es posible imaginar un procedimiento más suave y otorgar la 

facultad de retirarse en tal o cual circunstancia. Era una opción. ¿Por qué se optó por 

esta? Entiendo que fue tomada o asumida, porque se trata del cese de una 

disposición constitucional de excepción que implica, por consiguiente, la vigencia 

de la norma general. Pero se fija, además, un lapso y una adecuada compensación -

no un regalo- que corresponde a una estimación actuarial, científica, prudente  -diría 

yo- de la expectativa de vida de los distinguidos ministros a quienes se pueda 

aplicar. 

  Juro por Dios que con el ministro que hablé estuvo de acuerdo 

conmigo. No puedo dar su nombre, ni es conveniente que lo haga. Pero, por tener 

particular respeto por la Corte Suprema y dado el hecho de que con algunos de sus 

distinguidos integrantes me liga la amistad y con otros soy colega universitario, no 

acepto  nada de la reforma que pueda dañar el honor de ella. 

  Aún más, durante los duros días en que se agitaban acusaciones 

constitucionales en la Cámara de Diputados, manifesté en el Senado -como consta- 

mi interés por gestar en éste un foco distinto de atracción; abocarnos a otras etapas 

de las diversas reformas al Poder Judicial, para enfrentar el problema de la Corte 

Suprema como corresponde: de acuerdo con la honorabilidad y respetabilidad de los 

jueces. Si algún carácter de precipitación tienen las normas de la reforma en 

gestación -incluso, la indicación en estudio-, ello se debe al afán de que no sea el 

máximo tribunal en abstracto, sino el presente, el que deba adoptar las principales 

decisiones que surjan como consecuencia de aquélla. No se está pensando en una 

reforma que surta efectos después de que se retiren los actuales ministros. Deseamos 



que ellos sean partícipes del proceso y, por eso, en la primera sesión de la Comisión 

de Constitución -a la que tuve el honor de asistir- concurrieron distinguidos 

magistrados, quienes expresaron su aceptación a la reforma en marcha. 

  Ésas son las razones por las cuales, junto con otros señores Senadores, 

he apoyado con profunda convicción la reforma -y específicamente esta indicación-, 

porque estimo que coordina el interés nacional. 

   Digamos las cosas como son: el proceso requiere un asentimiento muy 

alto del Senado y de la Cámara de Diputados. 

  Cuando ingresó el proyecto en debate a la Cámara de Diputados, había  

un verdadero “incendio”, producto de dos graves acusaciones constitucionales. En 

consecuencia, también debemos respetar el pensamiento de los señores Diputados 

que posean distinta visión. 

  Hemos contribuido a conducir las cosas por un camino que parece 

armonizar el interés del país, el respeto a los tribunales y la conveniencia de un 

proceso fluido, no sólo de la carrera judicial, sino, además, de las profundas 

reformas que se están introduciendo, como la que se votó hace pocos días en el 

Congreso Pleno. 

El señor ROMERO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se someterá al pronunciamiento de 

la Sala la indicación renovada Nº 40 -hemos oído planteamientos muy serios y 

fundados- después que intervenga el Senador señor Otero. 

El señor OTERO.- En ese caso, prefiero hablar al fundamentar mi voto, a fin de acelerar el 

trámite. 

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra la señora Ministra de Justicia. 

La señora ALVEAR (Ministra de Justicia).- Señor Presidente, deseo explicitar que se trata 

tan solo de una modificación a un artículo transitorio de la Constitución de 1980, 

para hacer plenamente vigente otro permanente de la misma, que establece el tope 

de edad de 75 años para los jueces. Como aquí se ha recordado, no solamente 

sugirió y fue partidario de fijar ese límite quien era Presidente de la Corte Suprema 

al momento de discutirse la disposición pertinente en la Comisión de Estudio de la 

Nueva Constitución, sino que el  comisionado señor Jaime Guzmán -lo recuerdo por 

el aprecio que, sin lugar a duda, se le tenía en el Senado-, al momento de discutirse 

la iniciativa que se tradujo en el artículo 77 de la Carta (sesión 298ª, de 15 de junio 

de 1977), señaló, entre otras cosas: “es necesario establecer un límite máximo de 

edad en el Poder Judicial, dado el carácter de la inamovilidad que tienen los jueces y 

dado que se trata de una carrera en la cual se va ascendiendo a lo largo del tiempo,  



través del escalafón, lo que no es aplicable a los cargos de elección popular, por 

cuanto, en este caso, el pueblo es el que juzga la condición en que se encuentra una 

persona para entrar a desempeñarlos, y lo hace, además, teniendo presente cuál es la 

duración del mandato, el que siempre es fijo.". 

  Además, señor Presidente, quiero precisar que es un grave error 

considerar que en materia de Derecho Público hay derechos adquiridos. Y todos los 

profesores, constitucionalistas y decanos de las facultades que asistieron a este 

Honorable Senado, fueron absolutamente unánimes en explicitar -¡todos!- que en 

materia de Derecho Público no hay derechos adquiridos. 

  Por otra parte, es importante recordar que el nombramiento de los 

Ministros de la Corte Suprema es un acto jurídico unilateral de naturaleza 

administrativa, del cual sólo emanan meras expectativas. Por ello, adicionalmente se 

contempla -como aquí se ha recordado- un bono compensatorio para esos efectos. 

  Termino señalando que no tan sólo los miembros de la Comisión, los 

profesores, los constitucionalistas y el propio constituyente del año 1980 tuvieron en 

consideración esos elementos, sino que existe un informe muy serio, elaborado por 

el Centro de Estudios Públicos, que la Comisión también consideró en varios de sus 

aspectos, donde se establece la necesidad de fijar un límite, e incluso se menciona la 

edad de 70 años como tope.  

  Por estas razones, señor Presidente, creo que es de la substancia de esta 

reforma constitucional lo que en este momento se va a votar. 

  Gracias. 

El señor ROMERO (Presidente).- En conformidad a lo acordado, se procederá a votar la 

indicación renovada Nº 40, para suprimir el Nº 7 ( que ha pasado a ser 8).  

  En votación. 

  --(Durante la votación). 

El señor ALESSANDRI.- Señor Presidente, creo que después de las justificaciones 

entregadas por quienes me han precedido en el uso de la palabra, no queda sino 

aprobar la norma tal como fue presentada. 

El señor ROMERO (Presidente).- O sea, Su Señoría rechaza la indicación. 

El señor ALESSANDRI.- Así es. 

El señor BITAR.- Señor Presidente, considerando que el artículo que se intenta suprimir es 

un paso esencial en el proceso de modernización de la justicia, rechazo la indicación 

renovada. 



El señor COOPER.- Señor Presidente, la intervención del Senador señor Thayer realmente 

ha sido muy completa, desde todo punto de vista. Por eso, resulta innecesario 

cualquier otro argumento que yo pudiera dar, y tal vez soy el menos indicado para 

hacerlo.  

  Consciente de lo que ello significa, apruebo la propuesta de la 

Comisión y rechazo la indicación. 

El señor DÍAZ.- Señor Presidente, si consideramos que, con todos los avances de la ciencia, 

en Chile el promedio de vida de las mujeres es de 73 años, y el de los hombres, de 

68, y estimamos que después de los 65 años no debiera trabajar nadie, concluimos 

que a los señores Ministros de la Corte Suprema los estamos haciendo trabajar por 

sobre el promedio de vida y de la edad en que hace ya tiempo debieron acogerse a 

un merecido descanso. 

  ¡Es lógico! Porque entonces, ¿a qué edad van a descansar esas 

personas? 

El señor VALDÉS.- Yo me aburro cuando me doy un descanso. 

El señor DÍAZ.- Sugiero a Su Señoría buscar otra ocupación que no le exija tanto. 

  Quiero hacer un comentario anexo. Se habló de desgaste físico. A mi 

juicio, también el desgaste psíquico e intelectual es importante. Y como respeto y 

quiero mucho a los señores "supremos", deseo que tengan un justo y merecido 

descanso a la edad en que puedan hacerlo. 

  Voto en contra. 

La señora FELIÚ.- Señor Presidente, seré muy breve porque ya durante la discusión 

manifesté mi desacuerdo con la norma propuesta. 

  Hago mías las observaciones del Senador señor Larraín y, en 

consecuencia, voto a favor de la indicación renovada. 

El señor FERNÁNDEZ.- Señor Presidente, yo también expresé mis razones cuando se 

debatió este artículo, de manera que no las repetiré. Simplemente, quiero puntualizar 

que los argumentos que se señalan respecto de la intervención de Jaime Guzmán y 

de otros distinguidos jurisconsultos a propósito de la norma, se refieren a la 

disposición permanente, con la cual estoy de acuerdo, y no a la transitoria. 

  Por los motivos que invoqué en el primer informe, voto a favor. 

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, por las razones que ya expuse, apruebo la 

indicación. 

El señor LETELIER.- Por las mismas razones dadas anteriormente por el Honorable señor 

Larraín, voto a favor de la indicación. 



El señor MC-INTYRE.- Señor Presidente, en mis intervenciones en el Senado siempre he 

rendido un homenaje y he pensado que la labor de los Ministros de la Corte 

Suprema ha sido muy buena, y nunca su edad fue un impedimento. 

  Voto favorablemente. 

El señor OTERO.- Señor Presidente, siempre he creído que las cúpulas no deben mantenerse 

en el tiempo en forma permanente, porque se produce un anquilosamiento. En 

ninguna actividad el hombre puede quedar en ella hasta que se muere, menos en un 

cargo público. Por eso propuse que los miembros de la Corte Suprema que se 

nombren en el futuro duraran 10 años en sus funciones, por ser la culminación de 

una carrera y porque permitía la renovación constante. Pero mi propuesta no tuvo 

éxito e indiscutiblemente había que optar por establecer un límite, que la 

Constitución de 1980 fijó en 75 años de edad. Ahora, si el tope debe ser 70, 75 u 80 

años de edad, eso depende de la constitución física de cada persona. 

  Cabe recordar que nuestra legislación permite al hombre jubilar a los 

65 años. ¿Por qué los Ministros de la Corte Suprema no hacen uso de ese derecho? 

No hacen uso de él por una razón muy simple: porque existe una enorme diferencia 

entre la remuneración de quien está en el cargo, y la pensión del que jubila. Y en el 

caso de los Ministros del Máximo Tribunal, con la jubilación sus ingresos se 

reducen prácticamente en un 50 por ciento y, por lo tanto, pasan a tener una calidad 

de vida que no es compatible con su dignidad ni con el puesto que han 

desempeñado. 

  Si los legisladores hubiéramos hecho imponibles y sujetos a previsión 

los aumentos que se han otorgado a los miembros del Poder Judicial, probablemente 

no estaríamos discutiendo esta norma, porque la gran mayoría de los Ministros se 

hubiera acogido a una justa y merecida jubilación entre los 65 y 70 años de edad. En 

el hecho, con un procedimiento perverso los hemos condenado a un trabajo 

perpetuo, a cadena perpetua de trabajo forzado. ¿Para qué? Para poder vivir 

dignamente. 

  Por eso, cuando se trató la materia y se discutió este punto, se 

consideró necesario indemnizar a los Ministros que se acojan a retiro, para que al 

menos tengan la vida cómoda que corresponde a la dignidad del cargo que han 

desempeñado durante tanto tiempo. Dejo constancia de que la Comisión de 

Constitución, Legislación y Justicia recibió para su estudio el proyecto enviado por 

el Gobierno que les concede una indemnización. 



  Ese proyecto de indemnización a los Ministros de la Corte Suprema es 

parte del acuerdo político. No podrá salir esta reforma constitucional si no salen la 

reforma al Código Orgánico de Tribunales y la ley que otorga una indemnización 

adecuada y justa a esos servidores públicos. 

  Sin embargo, señor Presidente, en esta materia hay que tener en cuenta 

otro aspecto: el de que la ley pareja no es dura. Lamento no haber tenido éxito en la 

Comisión con mi planteamiento para que la norma sobre los 75 años se hubiera 

aplicado a todos los escalafones judiciales. Porque no hay ninguna razón para que 

sólo se deban ir los jueces y, sin embargo, los auxiliares puedan seguir en la 

Administración de Justicia de por vida. Si se estima que los jueces no están 

capacitados después de los 75 años, por qué lo van a estar los demás funcionarios si 

son también seres humanos. Considero el hecho más grave todavía, porque con ello 

se crean problemas de carácter constitucional muy serios.  

  La Carta Fundamental establece que los jueces cesarán en el cargo al 

cumplir 75 años de edad. ¿Qué pasa cuando el juez debe ser subrogado por un 

secretario que tiene 76 u 80 años? ¿Debe éste dejar el cargo? ¿Puede subrogar? ¿Es 

válida la resolución que dicte? Cuando mantenemos cánones distintos para tratar a 

las personas, se producen serios problemas de justicia y de legalidad. 

  Por eso, en la reforma al Código Orgánico de Tribunales he insistido, 

mediante la presentación de indicaciones, para que todos los miembros de los otros 

escalafones también cesen en funciones a los 75 años de edad. Pero debemos darles 

un plazo para que se haga efectiva esa norma, tal como se hizo con los Ministros de 

la Corte Suprema. 

  Por tal razón, señor Presidente, creo que primero la persona tiene 

derecho a una jubilación justa y oportuna; tiene derecho a vivir en plenitud los 

últimos años de su vida, cuando todavía tiene salud para ello. Me parece que no es 

bueno ni conveniente para la Administración de Justicia que personas puedan estar 

25 ó 30 años ejerciendo cargos en la Corte Suprema, lo cual obstaculiza el 

movimiento ascendente e impide el cambio de criterio necesario, precisamente, por 

el devenir de los tiempos, que es una materia fundamental para el Máximo Tribunal. 

Es la Corte Suprema -como recién dije - quien interpreta y determina el alcance de 

la ley, de acuerdo a las realidades que está viviendo el país en el momento de emitir 

sus fallos.  

  Por eso, los tribunales tienen un letrero que dice, no “Tribunales de 

Derecho”, sino “Tribunales de Justicia”, que significa dar a cada cual lo que le 



corresponde y que es justo lo igual para los iguales y lo desigual para los desiguales. 

Y ese caso de justicia depende de las condiciones que vive un país, en todo sus 

aspectos. Por ello, la Corte suprema debe tener una renovación permanente.  

  En consecuencia, voto en contra la indicación renovada.  

El señor PIÑERA.- Señor Presidente, en primer lugar, la norma relativa a los 75 años se 

encuentra en la Constitución de 1980. Aquí estamos discutiendo si mantenemos o no 

una situación de excepción. Yo creo que ya llegó el momento de ir terminando con 

ese tipo de situaciones e ingresar de lleno a la normalidad. La Carta fue aprobada y 

confirmada posteriormente en 1989, sin que este tema haya estado en discusión.  

  En segundo término, sin duda, la edad que fijemos será arbitraria. Aquí 

hay dos errores posibles de cometer -por ejemplo, con los 75 años-: primero, dejar 

fuera a un ministro que se encuentra con plena capacidad y que podría rendir y 

proveer servicios al país en forma brillante y lúcida, si la edad que se determina es 

demasiado baja; y segundo, permitir que continúen en la Corte Suprema personas 

que ya no están preparadas ni capacitadas para cumplir ese rol fundamental que le 

corresponde al Máximo Tribunal.  

  En consecuencia, creo que 75 años es una edad muy alta en el contexto 

de otras edades o períodos establecidos para cesar en funciones. Por ejemplo, para 

los Comandantes en Jefe de las Fuerzas Armadas existe un período máximo de 

servicio, después del cual -salvo excepciones, como las establecidas por la ley 

Canessa- deben dejar su cargo. 

  Ahora, algunos podrían plantear los casos del Senado o de la Cámara 

de Diputados. Sin embargo, existe una diferencia muy grande. Ningún 

parlamentario tiene garantía de seguir siendo Senador o Diputado de por vida o en 

forma vitalicia. Es cierto que los que tienen más de 75 años pueden decidir 

repostular. Pero ahí deben considerarse dos situaciones en el test de mercado: 

primera, la decisión del propio Parlamentario de volver a postular -debe evaluar muy 

bien sus posibilidades, sus condiciones físicas, su salud- y, segunda, que la gente lo 

elija.  

  Por lo tanto, no es lo mismo el caso de un Ministro de la Corte 

Suprema, el que, una vez designado, ocupa el cargo en forma indefinida, conforme a 

la norma de excepción, que la de un Senador o Diputado que debe convencer a los 

electores, quienes, sabiendo su edad, verán si lo eligen tomando en cuenta su 

dinamismo, su capacidad, su entusiasmo, su fortaleza. 



  En consecuencia, la fórmula aplicada a los Parlamentarios es muy 

distinta a la de los jueces. 

  Se podría plantear que los jueces también repostulen, sometiéndose, 

por tanto, a un proceso de elección. El problema, en ese caso, sería la gran 

dependencia que se crea entre estas personas y las instituciones que deben 

designarlos (el Ejecutivo, que propone, y el Senado, que confirma), lo que sería 

poco sano. 

  Señor Presidente, estimo que la edad de 75 años es absolutamente 

prudencial. Nos estamos anticipando a los tiempos, en el sentido de que las 

expectativas de vida están creciendo; la calidad de vida está mejorando; la propiedad 

y habilidad de las personas a seguir siendo plenamente lúcidas y productivas está 

incrementándose. 

  Luego, es perfectamente razonable que eliminemos esas excepciones; 

por lo tanto, voto en contra de la indicación renovada. 

El señor PRAT.- Señor Presidente, esta disposición, como bien se ha dicho, está en la Carta 

Fundamental en forma permanente.  

  Vale la pena remarcar que el legislador, al establecer este cargo de por 

vida, ha querido preservar el valor esencial de la independencia de los jueces. La 

propia Constitución nuestra antes del 80 consagró ese carácter vitalicio velando 

precisamente por dicho valor esencial. Por esa razón, este elemento nunca debe 

perderse de vista al analizarse la materia. 

  Con el paso del tiempo, los 75 años van a ser poco, pues la tendencia 

es que una mayor proporción de personas llegue a esa edad en perfecto uso de sus 

facultades. Ello afianzará la independencia de los jueces, ya que la vida activa 

posterior a ese tope, más que disminuir, se acrecentará.  

  Una manera propicia de resolver bien la situación es por la vía de la 

condición de retiro de los jueces, la que debe ser tal que no vaya en detrimento de 

sus ingresos ni de la independencia con que ellos deben actuar. Por tal motivo, para 

abordar la materia adecuadamente, debemos preocuparnos de cómo la condición de 

retiro de los jueces, sea  a los 70, 75 u 80 años, garantice la debida independencia, 

que es el valor esencial, mientras ejercen sus funciones, sin que tengan que estar 

mirando su futuro una vez retirados. 

  La proposición de la Comisión que hoy día estamos analizando plantea 

la pérdida de la condición que preveía la Constitución anterior a la del 80 respecto 

de seis jueces que están en una situación excepcional, en virtud de una norma 



transitoria. Lo que pretende el proyecto sobre el particular es aplicarles la norma 

permanente, vale decir, que esos seis profesionales sean llamados a retiro -

digámoslo así-, dejándolos en una circunstancia muy especial y dañina para su 

propio prestigio, más aún cuando se ha cuestionado un alto número de integrantes de 

la Corte Suprema, por efecto de una acusación constitucional que se pretendió llevar 

a cabo en la Cámara de Diputados en días pasados.  

  A mi juicio, a esas personas se les daña injustamente, por cuanto será 

imposible despejar del conocimiento de la opinión pública el hecho de que la razón 

que envolvió la acusación constitucional es distinta de la que impulsa a abolir la 

disposición octava transitoria.  

  Es eso lo que me mueve, sin tener una objeción de fondo a la norma de 

carácter general, a aprobar la indicación que elimina la posibilidad de dejar sin 

vigencia la disposición octava transitoria contemplada en la Carta Fundamental de 

1980. 

  Voto a favor de la indicación renovada. 

El señor SULE.- Señor Presidente, no podemos transformar en letra muerta la norma 

constitucional que dispone el término de la carrera por edad. La disposición 

transitoria de excepción tiene 17 años de vigencia, tiempo bastante prudente como 

para tomar medidas y volver a la idea básica, inicial, que estableció el máximo de 

edad. 

  Además, durante el Gobierno militar, después de aprobada la 

Constitución de 1980, y en la Administración Aylwin se estableció por ley la 

posibilidad de que los Ministros de las Cortes de Apelaciones y de la Corte Suprema 

jubilaran por renuncia voluntaria. Por lo tanto, es un hecho que ha venido 

complementando la situación planteada, de manera excepcionalísima, en la Carta 

Fundamental vigente. 

  Por otro lado, antes de votar, deseo hacer una referencia a la propuesta 

formulada por el Senador señor Otero. 

  Su Señoría planteó (obviamente, con la más absoluta buena fe) la 

posibilidad de que los Ministros de la Corte Suprema permanecieran diez años en 

sus cargos. Sin embargo, por la misma razón que adujo el señor Senador, resulta 

absolutamente absurda tal proposición, por cuanto podría darse el caso de que 

algunos Ministros debieran dejar su empleo a la edad de 50 años, en plena capacidad 

para trabajar y discernir respecto de la realidad de la justicia chilena. 

  En consecuencia, dejando constancia de tales hechos, voto que no. 



El señor VALDÉS.- Señor Presidente, aquí se han formulado observaciones en cuanto a las 

edades, a las funciones y a la importancia del descanso después de cumplir 65 años. 

Por lo tanto, de roce, me siento de alguna manera aludido. 

  Lo dijo también un estimado amigo que, además, es facultativo. Pero, 

como hasta ahora no ha sido mi médico, su opinión la considero general y no 

particular.  

  Es muy odioso hablar de uno mismo, señor Presidente. Y no deseo 

hacer ante Sus Señorías algunas pruebas para demostrar mi condición física (mi 

condición intelectual ha sido siempre mediocre, y espero que no baje demasiado); 

sin embargo, puedo ejecutar cualquiera, incluso con motivo de bailes modernos que 

exigen una flexibilidad bastante peligrosa. 

  La idea del descanso -dicho facultativo no se refirió a ella en cuanto a 

la incapacidad física- está un tanto pasada de moda. Porque, hoy día, el descanso es 

ociosidad. Y la ociosidad es fuente de enfermedades psíquicas o de trastornos 

matrimoniales muy agudos. Mi cónyuge ha rechazado dicha idea, de modo que me 

siento acompañado en tal sentido por quien más estimo. Por último, el descanso 

verdadero lo da Dios, y lo da en cualquier edad. Y hemos visto en los últimos días 

algunos descansos eternos estruendosos y muy publicitados. 

  Por lo tanto, sintiéndome un poco mal desde el punto de vista de los 

respetadísimos Ministros de la Corte Suprema -desearía que continuaran en sus 

cargos, pues tengo amistad con varios de ellos y a todos los respeto-, considero que 

aquí estamos frente a una situación distinta. No se trata del descanso, sino -el 

Senador señor Piñera lo dijo con mucha propiedad- de un precepto muy especial, 

que corresponde a otras normas muy particulares, porque -lo dijo también el 

Honorable señor Thayer durante la discusión, pero no le entendí; ahora lo aclaró al 

fundar el voto- implicaba producir un "terremoto" aplicar en determinado momento 

una Constitución que dejaba sin cabeza una parte importante del Máximo Tribunal. 

  Empero, la referida norma se sostiene como una excepción. Y las 

excepciones insertas en un contexto político deben ir desapareciendo. 

  Me da lo mismo fijar 80 ó 75 años. Al ver a jueces europeos y 

norteamericanos que permanecen en sus cargos de por vida -en Estados Unidos son 

elegidos por el Senado y tienen carácter vitalicio-, la edad deja de preocuparme. Sin 

embargo, las excepciones no me gustan, pues atentan contra las normas generales 

que rigen a los funcionarios públicos, y a los demás Ministros, y de ahora en 

adelante, a otros más.  



  Entonces, aquí hay un principio de arbitrariedad justificada, como 

hemos justificado una serie de instituciones que en 1980 parecían prudentes, en una 

transición que ha sido exitosa. 

  A mi juicio, la transición está concluyendo; no es factible estirarla 

mucho, porque, como ocurre con las calugas, puede romperse. Y en el caso de la 

Corte Suprema, ya llegó a su término.  

  Por eso, con pleno respeto a aquellos a quienes pueda afectar la norma 

que nos ocupa -espero que la reciban bien, dada su intención, que no es de orden 

personal-, voto en contra de la indicación renovada. 

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Señor Presidente, como en todo planteamiento, hay 

una forma restrictiva y otra amplia o, más bien, armónica de mirar la norma sobre la 

cual estamos obligados a pronunciarnos.  

  En ese entendido, no sólo hay que ver el problema de la edad de los 

Ministros de la Corte Suprema, sino también analizar esta materia en 

correspondencia con el resto del Poder Judicial. 

  Si se hubiere centrado la argumentación en tal sentido, quizá nos 

habríamos evitado algunos planteamientos que, a mi juicio, están absolutamente 

fuera de lugar. Incluso, no cabe homologar cargos de elección popular con los de 

alta jerarquía de la Corte Suprema o del Poder Judicial en general. Son muy 

distintos. Los liderazgos políticos se tienen o no se tienen.  

  En tal virtud, el Senador señor Valdés, prácticamente, no debió haber 

dado argumento alguno, pues tiene toda la razón. Y quienes en votaciones anteriores 

fundaron sus planteamientos en el respeto a la carrera judicial se contradicen 

abiertamente al renovar la indicación que nos ocupa. 

  Ahora, ha hecho mucha fuerza en el Senado la argumentación dada por 

el Honorable señor Thayer, quien, en lo que corresponde votar, puso las cosas en su 

justa dimensión, a mi modo de ver. 

  Al pronunciarme sobre la materia que nos ocupa, señor Presidente, 

siento que no agravio a nadie. Muy por el contrario, creo que el límite de edad que 

aquí se exige no guarda relación ni con los actuales Ministros ni con los venideros, 

sino que es algo necesario para una buena movilidad dentro de un Poder Judicial que 

debe hallarse atento a los cambios y estar presente en una serie de situaciones en que 

la disposición en comento, sin duda, tiene mucho que ver. 

  Por todo eso, voto en contra de la indicación. 



El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, me pronunciaré en contra de la 

indicación. Y sólo quiero dejar una constancia. 

  No estoy de acuerdo con la interpretación del Senador señor Prat en el 

sentido de que la nueva disposición, que no apunta a otra cosa que a hacer regir la 

norma permanente de la Constitución Política en cuanto a la edad de los Ministros 

de la Corte Suprema, puede ser desdorosa para ellos o va a afectar su prestigio. 

  He trabajado en la Corte Suprema; tengo un gran aprecio por sus 

Ministros y por quienes han sido jueces en nuestro país. Creo que la reforma 

constitucional que nos ocupa va en el sentido de dictar normas objetivas y no 

pretende afectar a Ministro alguno en su prestigio o en su capacidad como juez. 

  Por ello, voto en contra de la indicación, pensando que el sentido de la 

norma es el que expongo y no otro. 

El señor ERRÁZURIZ.- Señor Presidente, en primer lugar, debo señalar que la Carta 

Fundamental estableció una excepción, pero, a mi entender, incurrió en un error. El 

error no fue establecer tal excepción, sino fijar una norma permanente para algunos, 

discriminando en contra de otros, pues no a todos se aplica igual disposición. 

  Al votar en contra de la indicación, quiero desde ya rendir un 

homenaje a quienes han prestado un muy valioso servicio al país y a la justicia, pese 

a sus años, aportando la sapiencia que entregan la edad y el conocimiento en las 

importantes labores que han desempeñado. 

  Por lo tanto, no creo de forma alguna que al consagrar esta norma 

estemos -si así no fuera, yo votaría a favor de la indicación- pronunciándonos 

respecto de acusaciones constitucionales o de hechos acaecidos que han sido 

realmente lamentables. 

  A mi modo de ver, es preciso combinar esta disposición con el derecho 

a una justa y tranquila ancianidad. Y así lo establece el proyecto que estamos 

analizando.  

  La excepción sobre permanencia en los cargos creará una situación 

que, a mi juicio, se irá agravando año a año, como aquí se ha señalado. Por lo tanto, 

es oportuno desde ya enmendar el error. 

  Todas las obras humanas son susceptibles de errores. Y nuestra 

obligación radica, no en perseverar en ellos, sino en corregir y perfeccionar las 

normas de que se trate. Y así se ha hecho. 

  Por ello, me parece positivo modernizar y establecer la posibilidad de 

que haya un adecuado “tiraje” dentro del sector judicial, para que puedan acceder a 



él personas con nuevos pensamientos, sapiencia, conocimientos y juventud. Y estoy 

seguro de que quienes han vivido estas situaciones sabrán entender a qué me refiero 

cuando digo que son importantes, no sólo el conocimiento y la experiencia, sino 

también la sangre nueva, que siempre renueva las instituciones. 

  En consecuencia, como se trata de modernizar el sector, pienso que la 

renovación con personas que pueden acceder a ella desde el propio Poder Judicial se 

hace más fácil y más viable por esta vía, reconociendo en forma expresa -ya lo he 

hecho- el valiosísimo aporte de quienes, ya con edad considerable, han prestado 

servicios relevantes a la justicia y a la patria. 

  Por ello, voto en contra de la indicación renovada. 

El señor LAGOS (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?  

El señor ROMERO (Presidente).-  Terminada la votación. 

  --Se rechaza la indicación renovada Nº 40 (30 votos contra 8).  

  Votaron por la negativa los señores Alessandri, Bitar, Calderón, 

Carrera, Cooper, Díaz, Errázuriz, Frei (doña Carmen), Gazmuri, Hamilton, Horvath, 

Huerta, Larre, Lavandero, Matta, Muñoz Barra, Núñez, Otero, Páez, Piñera, 

Romero, Ruiz (don José), Ruiz-Esquide, Siebert, Sinclair, Sule, Thayer, Valdés, 

Zaldívar (don Adolfo) y Zaldívar (don Andrés). 

  Votaron por la afirmativa los señores Cantuarias, Feliú, Fernández, 

Larraín, Letelier, Martin, Mc-Intyre y Prat. 

El señor ROMERO (Presidente).- Si le parece a la Sala, por 30 votos afirmativos y 8 

negativos, se aprobará el número 8 sugerido por la Comisión.  

  --Se aprueba en la forma expuesta. 

El señor HAMILTON.- ¿Volvamos al número 7, señor Presidente? 

El señor GAZMURI.- ¿Me permite, señor Presidente?  

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría. 

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, tengo la impresión de que en la fase anterior no 

votamos la norma propuesta como texto final, con el número 7, en el boletín 

comparado, que establece un quórum especial para modificar el sistema de 

nombramiento de los Ministros de la Corte Suprema.  

  Por lo tanto, corresponde votar esa disposición. 

El señor SULE.- Señor Presidente, sugiero aplicar la misma votación del rechazo. 

El señor ROMERO (Presidente).- Si le parece a la Sala, aplicaremos el procedimiento que 

sugiere el Senador señor Sule. 

  ¿O ponemos en votación la norma? 



El señor LARRAÍN.- Aprobémosla con la misma votación del rechazo, señor Presidente. 

El señor ROMERO (Presidente).- Debo aclarar que la sugerencia de la Comisión recaída en 

el número 6, que pasó a ser 7, se aprobó por 32 votos. 

El señor HAMILTON.- Pido la palabra.  

El señor ROMERO (Presidente).- Puede hacer uso de ella, señor Senador.  

El señor HAMILTON.- Señor Presidente, en la Comisión hubo votación dividida. Con el 

Honorable señor Sule nos opusimos a la norma en comento, que rigidiza la 

Constitución.  

  Nadie puede pensar que seremos tan insensatos como para aprobar hoy 

día, para cambiarla mañana, una disposición en el sentido de que los miembros de la 

Corte Suprema serán designados con el acuerdo de dos tercios de los Senadores en 

ejercicio. Pero tampoco podemos rigidizar la Constitución, cuya norma general para 

la modificación de sus disposiciones es la de los tres quintos, siendo una excepción 

la de los dos tercios.  

  En consecuencia, no podemos hipotecar las decisiones de futuros 

Parlamentos consignando tal rigidez en la Carta Fundamental.  

  Por todo ello, estamos en contra de la disposición respectiva, que 

votaremos desfavorablemente. 

El señor OTERO.- ¿Me permite, señor Presidente?  

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría. 

El señor OTERO.- Señor Presidente, la situación expuesta versa sobre el número 7, que 

debió votarse antes que el número 8. 

El señor ROMERO (Presidente).- Efectivamente, Su Señoría. Ello se debió a un olvido mío. 

Y doy las disculpas del caso. 

El señor OTERO.- Para muchos Senadores que votamos favorablemente el número 8, era 

básico lo relativo al número 7. 

  En verdad, se nos coloca en una situación bastante conflictiva. Porque 

si esto venía aprobado, no hice cuestión en la votación anterior en el sentido de que 

había rechazado una parte, para pedir un nuevo pronunciamiento, y acepté que se 

revirtiera la votación.  

  Atendidos el clima existente y el tema a que nos encontramos 

abocados, me parece que también debiera aprobarse esta norma. De lo contrario, el 

planteamiento respectivo debió haberse hecho con anterioridad. No considero 

adecuado efectuarlo con posterioridad. Porque, en nuestro caso, los Senadores de 

Renovación Nacional preguntan qué pasa si a la norma que estipula un quórum de 



dos tercios después se le fija  uno de tres quintos. Se les responde: “No. En la 

Comisión quedó claro, y figura en el proyecto”. Pero ahora, cuando prácticamente 

hemos aprobado toda la iniciativa, se expresa que la norma no reunirá el quórum de 

aprobación. Y ello es obvio, porque, ante cualquiera de estas disposiciones, si el 

Gobierno y la Oposición se dividen, como se pretende hacer, no habrá reforma 

constitucional. 

  Por eso, apelo a los señores Senadores para continuar con la misma 

actitud que hemos tenido durante toda la votación. 

  Sin duda, constituye un error pronunciarnos respecto del número 7 

habiéndolo hecho ya en relación al número 8. Pero, probablemente, habría sido 

distinta la votación anterior. 

  He dicho. 

El señor ROMERO (Presidente).- La confusión se produjo, señores Senadores, por no haber 

encontrado los textos a tiempo. 

  La Mesa propone votar el número 7, por estimar que ello es lo más 

correcto. 

El señor THAYER.- Señor Presidente, ¿podría la señora Ministra explicarnos la indicación? 

El señor ROMERO (Presidente).- Por supuesto, señor Senador. Además, creo que podría 

aprovechar la oportunidad para reiterar lo que ha señalado permanentemente -lo 

manifestó el Senador señor Hamilton- en el sentido de que no es intención del 

Gobierno modificar de manera periódica la disposición en comento. 

 

________________ 

 

  --Autorizado por la Sala, pasa a presidir la sesión el Senador señor 

Otero, en calidad de Presidente accidental. 

 

________________ 

 

La señora ALVEAR (Ministra de Justicia).- Señor Presidente, la indicación pertinente no se 

encontraba en el texto sugerido al Congreso Nacional. Vale decir, no estaba en la 

propuesta conversada y presentada. Ella fue sugerida por un señor Senador en la 

Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, donde fue votada favorablemente 

en pronunciamiento dividido. 



  Esta indicación recomienda que exista un quórum de dos tercios de los 

Diputados y Senadores en ejercicio para los efectos de realizar la modificación de 

que se trata. 

  Ahora bien, debo explicar al Honorable Senado que éste no es el único 

caso en el cual existe un quórum de dos tercios que, para ser modificado, no requiere 

el mismo quórum. 

  Me explico: el sábado próximo pasado se votó una reforma 

constitucional en relación al Ministerio Público. Allí se establece un quórum de dos 

tercios de los Senadores para ratificar el nombramiento del fiscal. Empero, no se fija 

dicho quórum para los efectos de la modificación. 

  También hay en la Carta Fundamental otra norma, que tiene que ver 

con el mecanismo de insistencia de ambas Cámaras frente a un veto presentado por 

el Presidente de la República -artículo 70, inciso final- en donde se da la misma 

situación, al igual que en el caso de la acusación constitucional en contra del 

Presidente de la República.  

  Sin perjuicio de lo anterior, obviamente, tal como señaló el Senador 

señor Hamilton, estamos trabajando en forma seria y la intención del Presidente de 

la República y del Ejecutivo es introducir esta importante reforma constitucional sin 

estar replanteando temas que -espero- hayan sido votados favorablemente en este 

Honorable Senado. 

El señor OTERO (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Errázuriz. 

El señor ERRÁZURIZ.- Señor Presidente, deseo manifestar que hemos votado en el 

entendido de que se trata de un quórum de dos tercios. De no ser así, tendríamos que 

comenzar de nuevo la discusión. A mí me gustaría dejar muy en claro que ése ha 

sido el pensamiento de quienes votamos y, por lo tanto, si nos saltamos esta 

disposición en su momento, yo pediría el asentimiento de la Sala para aprobarla 

ahora por unanimidad. Porque, como dije, ése es el entendido del acuerdo en el cual 

todos estamos intentando colaborar, en aras de lograr, ojalá, el máximo consenso 

posible en la aprobación de una materia de tanta trascendencia, que guarda relación 

con la justicia chilena. 

  He dicho. 

El señor OTERO (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Thayer. 

El señor THAYER.- Señor Presidente, no tengo inconveniente en que entremos ya a la 

votación, pero quiero manifestar que me parece importante afirmar cuanto sea 



posible un clima de consenso. Yo pienso que este punto no debería romper el 

consenso entre nosotros y estoy disponible para una solución de acuerdo. 

  Nada más, señor Presidente. 

El señor OTERO (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Gazmuri. 

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, no quiero repetir todo el debate, sino decir, 

simplemente, que nosotros hemos tenido una opinión clara respecto del problema de 

los quórum. La manifestamos, incluso, el otro día en el Congreso Pleno al aprobar la 

anterior reforma constitucional. Hemos contribuido, en el ánimo de hacer posible 

esta reforma, con nuestros votos al despacho de una norma que no nos parece 

adecuada. Me refiero a la que establece dos tercios de los Senadores en ejercicio 

como quórum para nombrar los Ministros de la Corte Suprema. Como dije, hemos 

aprobado ese quórum tal como fue concordado políticamente en el acuerdo que dio 

origen a la reforma constitucional en debate. Pero en ese acuerdo no estuvo -y esto 

debe quedar muy claro- este número 7, que establece un quórum especial para 

modificar esa norma. Tanto es así que en el informe que se nos presenta a nuestra 

consideración se deja constancia de que se aprobó con votación dividida. En 

cambio, el resto de ella, que sí tiene que ver con el acuerdo político, se acogió 

unánimemente. Y ello ocurre incluso respecto de cuestiones en las cuales algunos 

miembros de la Comisión no estuvieron de acuerdo en principio, no obstante lo cual 

concurrieron con sus votos favorables por entender que formaban parte del acuerdo 

político general.  

  Por tanto, para absoluta claridad entre nosotros, quiero insistir en que 

este número 7, que establece el quórum de dos tercios de los Parlamentarios en 

ejercicio para modificar la disposición que regula la aprobación por el Senado de los 

nombramientos de los Ministros de la Corte Suprema, no constituyó parte del 

acuerdo original entre la señora Ministra de Justicia y el Presidente del Senado, 

según todos lo entendimos. Por consiguiente, lo que corresponde es votarlo. 

El señor ROMERO (Presidente).- Antes de ofrecer la palabra al Senador señor Fernández, 

quiero hacer una declaración: nunca consideramos este precepto dentro de la 

propuesta original que conversamos con la señora Ministra. Lo reconozco 

hidalgamente. El Senador señor Fernández la planteó en la Comisión y hubo otros 

Senadores que la apoyaron.  

  Tiene la palabra el Honorable señor Fernández. 

El señor FERNÁNDEZ.- Señor Presidente, yo propuse esta disposición, de modo que es 

obvio que estoy por aprobarla. Considero lógico que si una normativa establece que 



ciertos acuerdos deben adoptarse por los dos tercios, la manera de dejarla sin efecto 

debería ser por ese mismo quórum. De lo contrario, puede darse el caso absurdo de 

que por un quórum menor -de tres quintos- se modifique uno mayor -de dos tercios-, 

con lo cual, en el fondo, se debilita la reforma.  

  Ése es el sentido de esta proposición, que, como se ha señalado, es 

fruto de una indicación que planteé en la Comisión y que fue aprobada por mayoría 

de votos. 

El señor ROMERO (Presidente).- Exactamente, señor Senador. 

  Tiene la palabra la señora Ministra. 

La señora ALVEAR (Ministra de Justicia).- Señor Presidente, tan sólo deseo aclarar, en 

atención a la inquietud de un señor Senador, que aquí nadie ha puesto en cuestión de 

manera alguna que la ratificación del nombramiento de los Ministros de la Corte 

Suprema por parte del Senado se haga por los dos tercios de los Senadores en 

ejercicio. Quiero aclararlo por cuanto advierto algún grado de inquietud al respecto. 

  Muchas gracias. 

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Errázuriz. 

El señor ERRÁZURIZ.- Agradezco lo que nos acaba de decir la señora Ministra, pero me 

gustaría saber si su opinión es permanente o transitoria, porque si en un tiempo más 

una mayoría pasajera, que podría darse en este mismo Parlamento, cambia el 

quórum de dos tercios por el de simple mayoría, por ejemplo, vamos a terminar con 

una disposición del todo diferente. Entonces, se trata de otorgar estabilidad a la 

reforma; de que concurra una gran mayoría, un enorme consenso, en el 

nombramiento de los Ministros de la Corte Suprema. Por lo tanto, debemos 

proporcionarle la misma estabilidad al precepto que dispone el quórum de 

modificación, de manera que el nombramiento de los miembros de la Corte Suprema 

se rija, hoy y mañana, por las mismas reglas del juego. Eso debe asegurarse. No 

cabe aceptar que, establecidos determinados quórum, de repente una mayoría los 

cambie; eso me parece definitivamente inadecuado; o se puede prestar a situaciones 

inconvenientes, sobre todo en una materia tan delicada como ésta.  

  Por eso, reitero la conveniencia de que los dos tercios sean mantenidos 

tanto para que el Senado nombre a los Ministros, que es lo que la señora Ministra ha 

señalado, como para la eventual derogación de esa norma, concordando con lo que 

ha dicho el Senador señor Fernández. 

  En consecuencia, ojalá pudiéramos acoger unánimemente esta 

enmienda de la Comisión. Creo que no debería haber ni siquiera discusión en eso. 



El señor HAMILTON.- Votemos, señor Presidente.  

El señor ROMERO (Presidente).- En votación el número 7.  

El señor LAGOS (Secretario).- Para aprobarlo se requiere quórum especial. 

  --(Durante la votación). 

El señor GAZMURI.- Voto en contra, señor Presidente, porque se rompe absolutamente la 

armonía de la Constitución al establecer un quórum especial para la aprobación de 

un asunto que, en toda ella, necesita quórum de tres quintos. Quiero dejar expresa 

constancia de que el argumento en orden a que, como el Senado aprueba el 

nombramiento de los Ministros por los dos tercios de los Senadores en ejercicio, 

también debería poder modificarse por ese mismo quórum, no se ha aplicado con 

anterioridad. Incluso, en el Congreso Pleno de hace cuatro días aprobamos que por 

dos tercios se nombre el Fiscal Nacional, pero no cambiamos la disposición que 

permite la modificación de esa norma por el quórum constitucional normal, que es el 

de los tres quintos.  

  Por tanto, voto en contra. 

El señor HAMILTON.- Señor Presidente, como usted mismo lo ha dicho, esta disposición 

no es parte del consenso que dio origen a la tramitación de este proyecto de reforma 

constitucional. 

  En segundo lugar, así como no es ánimo del Gobierno ni de los 

Senadores que respaldamos la iniciativa cambiar lo que estamos modificando, en el 

sentido de que los Ministros y fiscales de la Corte Suprema se nombran con los dos 

tercios de los Senadores en ejercicio, tampoco nuestra intención es rigidizar la 

Constitución ni hipotecar el futuro. 

  Se ha argumentado que las cosas se deshacen de la misma manera que 

se hacen; es decir, si un Ministro de la Corte Suprema es nombrado con los dos 

tercios, para cambiar esa disposición habría que hacerlo por los dos tercios. Pero no 

es así. No cabe comparar una situación con otra. Primero, la Corte Suprema sugiere 

una nómina al Presidente de la República; luego, éste propone los nombramientos al 

Senado, el que, por los dos tercios de los Senadores en ejercicio, los puede ratificar. 

Pero en el caso que analizamos no cabe la intervención ni del Presidente de la 

República ni de la Corte Suprema. En consecuencia, me parece que ese aforismo 

jurídico no es aplicable. 

  Estoy en contra de la proposición. Así lo manifesté en la Comisión y 

así la voto ahora. 



El señor OTERO.- Señor Presidente, la verdad es que para el Senador que habla esta 

situación es bastante incómoda. 

  En la Sala todos hemos estado aprobando el proyecto en los términos 

en que lo hizo la Comisión, incluso respecto de determinadas disposiciones que 

merecieron nuestros votos contrarios. Y lo hicimos, y no lo señalamos en este 

Hemiciclo, porque entendíamos que el paquete acogido en la Comisión, aunque 

previamente no hubiese sido acordado políticamente, se hallaba dentro del contexto 

en el que todos estábamos moviéndonos. Tanto así es que he informado a los 

Senadores de Renovación Nacional que me lo han preguntado que se requerirá de 

los dos tercios de los Parlamentarios en ejercicio para introducir modificaciones en 

esta materia. 

  Lamento profundamente que este asunto se vote después de la 

aprobación del artículo 8º. Porque, conforme a la franqueza con que estamos 

debatiendo y a la forma en que hemos tratado este proyecto, era importante que éste 

fuera despachado en los términos en que lo hizo la Comisión. 

  En estas reformas, siempre hemos ratificado el criterio de la Comisión, 

aun cuando dentro de ella se hayan manifestado discrepancias o votos negativos. 

  Lamento la situación producida, señor Presidente. Tendré que 

explicársela a los Senadores de Renovación Nacional. En verdad, es una situación 

incómoda e inconfortable, o yo entendí mal lo que conversamos en la Comisión. 

  Por estas consideraciones, voto a favor. 

El señor LAGOS (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor ROMERO (Presidente).- Terminada la votación. 

  --Resultado de la votación: 18 votos contra 17. 

  Votaron por la afirmativa los señores Alessandri, Cooper, Errázuriz, 

Feliú, Fernández, Horvath, Huerta, Larraín, Larre, Letelier, Martin, Mc-Intyre, 

Otero, Piñera, Romero, Siebert, Sinclair y Thayer. 

  Votaron por la negativa los señores Calderón, Carrera, Díaz, Frei 

(doña Carmen), Gazmuri, Hamilton, Lavandero, Matta, Muñoz Barra, Núñez, Páez, 

Ruiz (don José), Ruiz-Esquide, Sule, Valdés, Zaldívar (don Adolfo) y Zaldívar (don 

Andrés). 

El señor ROMERO (Presidente).- Como no se reunió el quórum requerido, se rechaza el 

número 7. 



El señor LAGOS (Secretario).- Consecuencialmente, también quedaría rechazada la 

proposición de la Comisión recaída en el número 6, que pasa a ser 7, que se había 

sido aprobada por 32 votos. 

El señor ERRÁZURIZ.- Señor Presidente, quiero hacer una consulta a la Mesa. ¿Por qué en 

esta votación se necesitaba determinado quórum? 

El señor HAMILTON.- Porque es una reforma constitucional, señor Senador. 

El señor ERRÁZURIZ.- Sí, pero respecto de una materia que no estamos modificando. 

El señor HAMILTON.- Está dentro de la norma general de los tres quintos. El quórum para 

modificar la Constitución llega a los dos tercios. 

El señor SULE.- Lea el artículo 116, señor Senador. 

El señor ROMERO (Presidente).- Está perfectamente claro, señor Senador. 

  Continúe, señor Secretario. 

El señor LAGOS (Secretario).- Respecto del número 8, que pasa a ser número 9, la 

Comisión propone sustituirlo por el siguiente: 

  "9.- Agrégase la siguiente disposición transitoria: 

  "Trigesimaoctava.- En el año siguiente a la fecha de publicación de la 

presente ley de reforma constitucional no podrán figurar en las nóminas para 

integrar la Corte Suprema quienes hayan desempeñado los cargos de Presidente de 

la República, diputado, senador, ministro de Estado, intendente, gobernador o 

alcalde. 

  "Los ministros que se designen con anterioridad al 2 de enero de 1998, 

asumirán sus cargos a contar de ese día.". 

El señor ROMERO (Presidente).- Creo que esta norma debería ser aprobada por 

unanimidad. 

  Tiene la palabra la señora Ministra. 

La señora ALVEAR (Ministra de Justicia).- Señor Presidente, deseo hacer una precisión de 

carácter técnico. 

  En el inciso final de la disposición trigesimaoctava transitoria se dice: 

"Los ministros que se designen con anterioridad al 2 de enero de 1998, asumirán sus 

cargos a contar de ese día.". Según el espíritu de lo aprobado en la Comisión, se 

refiere a los Ministros de la Corte Suprema. Me permito sugerir esta aclaración, con 

el objeto de que no haya ninguna confusión. 

El señor ROMERO (Presidente).- Así lo entendemos. 

  Si le parece a la Sala, se aprobaría por unanimidad la sustitución del 

número 8.  



  --Se aprueba (25 votos favorables). 

El señor ROMERO (Presidente).- Quedaría, entonces, despachado el proyecto de reforma 

constitucional en este trámite. 

  Tiene la palabra la señora Ministra de Justicia. 

El señor ALESSANDRI.- ¿Me permite, señor Presidente?  

El señor ROMERO (Presidente).- La señora Ministra tiene preferencia, salvo que ella le 

ceda la palabra. 

  Puede hacer uso de ella, señor Senador. 

El señor ALESSANDRI.- Señor Presidente, conversé con algunos Senadores sobre el 

número 4, que me pareció objetable. Sostuve que su redacción era reglamentaria y, 

por lo tanto, impropia de una Constitución. Creo que el texto más breve del primer 

informe contaría con el apoyo de algunos Senadores. Dice: "En caso que un tribunal 

superior de justicia invalide una resolución jurisdiccional en uso de sus facultades 

disciplinarias, el pleno deberá aplicar la o las sanciones que estime pertinentes.". 

  Solicito formalmente reabrir debate sobre este punto.  

  Si una ley reglamentara este texto, nadie podría objetarla o decir que es 

inconstitucional, porque se trata de una disposición que, a mi juicio, es lo 

suficientemente amplia como para justificar que, por ley, se establezca la 

obligatoriedad del pleno de la Corte Suprema de imponer las sanciones que estime 

pertinentes. 

El señor ROMERO (Presidente).- Para reabrir el debate, se necesitaría la unanimidad de la 

Sala. 

El señor OTERO.- No la hay, señor Presidente. 

El señor ROMERO (Presidente).- Hay oposición. 

El señor ALESSANDRI.- Ya sé de dónde viene la oposición. 

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra la señora Ministra. 

La señora ALVEAR (Ministra de Justicia).- Señor Presidente, agradezco a la Comisión de 

Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento de esta Corporación y a todos los 

señores Senadores que, una vez más, han  puesto sus buenos oficios a disposición a 

fin de tramitar esta importante reforma.  

  En los últimos meses hemos asistido a una preocupación generalizada 

en torno de llevar adelante un proceso de modernización del sistema de 

administración de justicia. El sábado recién pasado aprobamos una histórica reforma 

constitucional que crea el Ministerio Público. Y quiero agradecer muy en particular 

a cada uno los señores Senadores, y especialmente al señor Presidente, por la 



excelente disposición para continuar avanzando en las tan necesarias modificaciones 

que requiere nuestro sistema de administración de justicia. 

  Muchas gracias. 

 

________________ 

 

  --Pasa a dirigir la sesión, en calidad de Presidente accidental, el 

Senador señor Cooper. 

 

JORNADA ESCOLAR COMPLETA DIURNA 
 

El señor COOPER (Presidente accidental).- Corresponde continuar el estudio del proyecto, 

en segundo trámite constitucional, que crea el Régimen de Jornada Escolar 

Completa Diurna y dicta normas para su aplicación, con segundos informes de las 

Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de Hacienda, y urgencia 

calificada de “Suma”. Su discusión particular había quedado pendiente. 

 

—Los antecedentes sobre el proyecto figuran en los Diarios de Sesiones que se 
indican: 
Proyecto de ley: 
En segundo trámite, sesión 16ª, en 17 de diciembre de 1996. 
Informes de Comisión: 
Educación, sesión 10ª, en 1º de julio de 1997. 
Hacienda, sesión 10ª, en 1º de julio de 1997. 
Educación (segundo), sesión 29ª, en 2 de septiembre de 1997. 
Hacienda (segundo), sesión 29ª, en 2 de septiembre de 1997. 
Discusión: 
Sesiones 16ª, en 15 de julio de 1997 (se aprueba en general); 29ª, en 2 de 
septiembre de 1997 (queda pendiente su discusión particular); 30ª, en 3 de 
septiembre de 1997 (queda pendiente su discusión particular). 

 

El señor COOPER (Presidente accidental).- Advierto a los señores Senadores que la 

iniciativa contiene varias disposiciones de carácter orgánico constitucional y, por lo 

tanto, les solicito que no abandonen la Sala. 

  Continúa la discusión particular del proyecto. 

El señor LAVANDERO.- Pido la palabra, señor Presidente. 

El señor COOPER (Presidente accidental).- La tiene, señor Senador. 

El señor LAVANDERO.- Señor Presidente, las normas que no fueron objeto de indicaciones 

en el segundo informe se dieron por aprobadas. De manera que como el 



financiamiento que aquí se establece no fue motivo de indicaciones, se dio por 

aprobado. ¿Es así? 

El señor COOPER (Presidente accidental).- Haremos las consultas pertinentes. 

El señor LAGOS (Secretario).- La Comisión de Hacienda introdujo una sola modificación al 

informe de la Comisión de Educación. 

El señor LAVANDERO.- No, señor Presidente. La Comisión de Hacienda aprobó, en el 

primer informe, el proyecto considerando un financiamiento, el que luego fue 

refrendado por la Sala. A tal financiamiento no se presentaron indicaciones, porque 

la proposición del 17,5 por ciento fue declarada inadmisible. De modo que al no 

haber indicaciones, esa norma debería haberse dado por aprobada. 

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, ocurrió como indica el Senador señor 

Lavandero. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Reglamentariamente, así corresponde proceder. 

El señor COOPER (Presidente accidental).- Si le parece a la Sala, daríamos por aprobada esa 

proposición. 

  Aprobada. 

El señor LAGOS (Secretario).- Respecto del artículo 10, que pasa a ser 9º, se ha renovado la 

indicación Nº 64, para suprimirlo. 

El señor COOPER (Presidente accidental).- En discusión la indicación renovada. 

  Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Barra. 

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, solamente para informar que esa indicación 

fue rechazada por unanimidad en la Comisión. 

La señora FELIÚ.- ¿Me permite, señor Presidente?  

El señor COOPER (Presidente accidental).- Tiene la palabra Su Señoría. 

La señora FELIÚ.- Señor Presidente, el artículo 10 fue objeto de una enmienda muy 

importante, y se rechazó la indicación porque al precepto se le dio una nueva 

redacción. 

  Con este artículo ocurre lo siguiente. El informe de la Comisión de 

Educación en lo relativo a esta norma no merece ninguna objeción. Pero, a mi juicio, 

sí merece observaciones la enmienda que propone la Comisión de Hacienda. 

  ¿De qué se trata esto, señor Presidente? La norma primitiva     -objeto 

de una indicación que ahora se renovó- establece que, con el objeto de facilitar las 

inversiones requeridas para adecuar la infraestructura de los establecimientos que 

atienden a los alumnos con mayor problema de pobreza, se podría prestar asesoría 



técnica por parte del Ministerio, la cual, como aquí mismo se define, es amplísima, y 

se pueden tramitar títulos de propiedad, recepciones de obras, etcétera. 

  Esta norma, efectivamente, con motivo de la indicación renovada y 

otras proposiciones, se modificó sustantivamente. Pero la Comisión de Hacienda 

aprobó un párrafo final que, conservando lo que se indica, en el sentido de que este 

tipo de asesorías deberán prestarse en convenios con entidades públicas o privadas, 

o de acuerdo con el artículo 80 de la ley Nº 19.175, agrega una oración diciendo que 

en casos excepcionales el Ministerio de Educación podrá administrar estos 

programas. 

El señor MUÑOZ BARRA.- ¿Me permite una interrupción, señora Senadora? 

La señora FELIÚ.- Con el mayor gusto, con la venia de la Mesa. 

El señor COOPER (Presidente accidental).- Tiene la palabra, señor Senador. 

El señor MUÑOZ BARRA.- ¿Su Señoría se está refiriendo a la indicación Nº 64 o a la Nº 

65? 

La señora FELIÚ.- A la indicación renovada Nº 64, Honorable colega, recaída en el artículo 

10, que pasa a ser 9º, y que en el texto aprobado por la Comisión de Educación no 

merece ninguna observación. 

  Desde esa perspectiva, no estaría por renovar la indicación. Pero, en 

definitiva, el texto final, que contiene una modificación aprobada en la Comisión de 

Hacienda, me parece objetable. Y, desde ese punto de vista, se renovó la indicación 

para reabrir el debate. 

  Ahora, si a la Mesa le parece adecuado someter a votación solamente 

la proposición de la Comisión de Hacienda, no habría problema en no renovarla. 

Pero ya está renovada, porque en el texto propuesto se entrega al Ministerio de 

Educación la facultad de administrar directamente estos programas, en casos 

excepcionales. Lamentablemente, no se señala cómo serían esos programas, porque 

ello se indicaba en una norma que, en definitiva, no subsistió. 

El señor LARRE.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor COOPER (Presidente accidental).- Tiene la palabra Su Señoría.  

El señor LARRE.- Señor Presidente, los Senadores de Renovación Nacional apoyamos la 

indicación de la Senadora señora Feliú, y pensamos que, en general, la Comisión de 

Educación debería estar de acuerdo, por cuanto este texto fue aprobado por 

unanimidad, y modificado en una frase en la de Hacienda. 

El señor THAYER.- Pido la palabra, señor Presidente. 

El señor COOPER (Presidente accidental).- La tiene, señor Senador. 



El señor THAYER.- Señor Presidente, sugiero que dividamos la votación y nos 

pronunciemos sobre el artículo 10, que pasa a ser 9º, hasta la expresión “la ley Nº 

19.175”. Y luego, separadamente, votamos la frase agregada por la Comisión de 

Hacienda. 

La señora FELIÚ.- Señor Presidente, solicito que la Mesa proponga a la Sala que dé por 

aprobada la primera parte del artículo, como aparece en el texto final, sin la frase 

señalada. Y, en seguida, sometamos a votación solamente la frase final. 

El señor COOPER (Presidente accidental).- Cabría pronunciarse, primero, por la indicación 

de la Comisión de Hacienda. 

El señor LARRAÍN.- Da lo mismo, señor Presidente. Pero importa que se vote sólo la 

oración final. 

El señor COOPER (Presidente accidental).- En votación el artículo 10 propuesto por la 

Comisión de Educación, que pasa a ser 9º, menos la frase final del mismo. 

  --Se aprueba por unanimidad el artículo 9º, hasta donde dice: “Nº 

19.175.”. 

El señor COOPER (Presidente accidental).- En votación la frase final del mismo artículo. 

  --(Durante la votación). 

El señor ALESSANDRI.- Señor Presidente, voy a votar en contra por considerar perjudicial 

la intromisión excesiva del Ministerio de Educación en todos estos organismos. 

  --Se aprueba la frase final (13 votos a favor y 11 en contra). 

  Votaron a favor los señores Bitar, Díaz, Frei (doña Carmen), 

Hamilton, Huerta, Matta, Muñoz Barra, Núñez, Páez, Ruiz (don José), Ruiz-

Esquide, Valdés y Zaldívar (don Andrés). 

  Votaron en contra los señores Alessandri, Cooper, Feliú, Horvath, 

Larraín, Larre, Letelier, Mc-Intyre, Piñera, Prat y Siebert.  

El señor LAGOS (Secretario).- La siguiente es la proposición de la Comisión de Hacienda. 

Se entendería rechazada. Además, quedaría retirada la indicación N° 64. 

  --Así se acuerda. 

El señor LAGOS (Secretario).- En seguida, la Comisión de Educación propone sustituir el 

artículo 11, que pasa a ser 10, por el que indica. Se ha renovado la indicación 66 

para suprimir este artículo. 

El señor COOPER (Presidente accidental).- En discusión la indicación. 

  Tiene la palabra la Honorable señora Feliú. 

La señora FELIÚ.- Señor Presidente, esta norma fue modificada respecto de la primitiva que 

había sido objeto de la indicación. Pero, no obstante esta modificación y el mayor 



perfeccionamiento de la norma, esta disposición establece una serie de restricciones 

para que los municipios puedan asociarse, por así decirlo, entre ellos, para realizar 

este tipo de acciones comunes.  

  Considero que la proposición importa una limitación al texto 

actualmente vigente del artículo 131 de la Ley Orgánica Constitucional de 

Municipalidades, en virtud del cual "Dos o más municipalidades, pertenezcan o no a 

una misma provincia o región, podrán constituir asociaciones municipales para los 

efectos de facilitar la solución de problemas que les sean comunes o lograr el mejor 

aprovechamiento de los recursos disponibles". Y añade la norma que estas 

asociaciones podrán tener por objeto "la atención de servicios comunes", que sería el 

caso porque son servicios de educación. 

  A mi juicio, la forma en que fue aprobado el precepto constituye una 

limitación de la disposición general de la Ley Orgánica Constitucional de 

Municipalidades que les permite llevar a cabo diversas acciones. ¿Qué es lo que 

debería hacer la ley sobre jornada completa? Solamente facilitar los recursos, pero 

no restringir las condiciones de la asociación municipal. 

  Tal es la razón por la cual hemos renovado la indicación. 

El señor COOPER (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Andrés 

Zaldívar. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, creo que el amplio alcance que la 

señora Senadora atribuye al artículo 131 de la Ley Orgánica Constitucional de 

Municipalidades no corresponde. En Derecho Público sólo está permitido lo que 

expresamente señala la ley, y perfectamente podría estimarse que la asociación que 

allí se reglamenta no es materia de carácter educacional. Por eso hemos aprobado 

esta norma, a fin de que las municipalidades tengan expresamente esa facultad. En 

caso contrario, no la tendrían porque el precepto pertinente de la Ley Orgánica 

Constitucional mencionada hay que interpretarlo en forma estricta. 

El señor COOPER (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Ministro. 

El señor ARELLANO (Ministro de Educación).- Señor Presidente, en efecto, en este 

momento sólo se pueden constituir anexos dentro de la municipalidad, y este 

artículo los permite por asociaciones con otras comunas. Por lo tanto, es necesario, 

en virtud precisamente de la extensión de jornada en comunas que quieran asociarse 

para que sus alumnos no tengan que seguir viajando y construir las dependencias en 

una comuna vecina o en aquella de donde provienen los alumnos. Es una facultad 

que otorga este artículo.  



El señor ERRÁZURIZ.- Señor Presidente, teniendo presente lo que se ha señalado y el que 

en el artículo 131 no estarían incluidas estas situaciones, no creo que habría 

inconveniente en retirar la indicación porque la idea es precisamente que, ojalá, haya 

la mayor libertad posible. Y si, como dijo el señor Ministro, no existe la posibilidad 

de que dos municipalidades de provincias distintas puedan efectuar esta clase de 

asociaciones, lo lógico es facultarlas en tal sentido. Me gustaría escuchar la opinión 

de la Honorable señora Feliú sobre el particular. 

La señora FELIÚ.- Señor Presidente, la verdad es que no tengo dudas de que, en 

conformidad al artículo 131, es perfectamente posible llevar a cabo esas 

asociaciones. Tal precepto faculta explícitamente a los municipios al respecto, 

pertenezcan o no a una misma provincia o región, y en este sentido "podrán 

constituir asociaciones municipales para los efectos de facilitar la solución de 

problemas que les sean comunes o lograr el mejor aprovechamiento de los recursos 

disponibles". Dichas asociaciones podrán tener por objeto: la atención de servicios 

comunes; la ejecución de obras de desarrollo local.  

  ¿Qué inconveniente tiene partir del supuesto de que ello no se puede 

realizar, y sí se permitiría o se ampliaría con la norma propuesta? Que sólo esto 

podría hacerse en virtud de la ampliación, en circunstancias de que es posible hacer 

esto y muchas otras cosas. 

  Ésa es la razón por la cual se ha formulado la indicación: que se parte 

de la base de una interpretación que no corresponde al texto actualmente vigente de 

la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades. ¿Cómo los municipios no van a 

poder asociarse, de acuerdo con la norma a que he dado lectura? No se trata de hacer 

ninguna interpretación extensiva. Muy por el contrario. Lo que aquí se plantea es 

hacer una interpretación sumamente limitada de una facultad municipal destinada 

precisamente a procurar el bien de las comunidades. 

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, cualquiera que sea la interpretación que se dé, 

aun la más amplia o la más restrictiva, lo cierto es que el sentido con que las dos 

Comisiones -o, por lo menos, la de Educación- hicieron esta proposición, fue para 

autorizar expresamente no sólo las tareas que pudieran hacer en conjunto, sino que, 

como dice el inciso primero, "asociaciones municipales cuyo objeto sea la 

adquisición, construcción, adecuación, ampliación, habilitación o equipamiento de 

un inmueble”, porque afecta al patrimonio de las municipalidades. Y en ese 

entendido y con el afán de dejar claramente establecido que eso no será reparado, se 

aprobó el artículo propuesto. 



  Entonces, no veo razón de que -sobre todo si hay dudas acerca de la 

interpretación de la Ley Orgánica de Municipalidades- no pueda ponerse lo que no 

prescribe expresamente ese cuerpo legal, pudiendo cualquiera aducir que no puede 

invertirse en esa materia. 

   Por eso, hicimos esto, lo cual tiene concordancia con lo aprobado 

anteriormente. El propósito es que las municipalidades, cada vez más, vayan 

constituyendo asociaciones, a fin de que los recursos se maximicen y se puedan 

crear verdaderos microlimas de elaboración educacional. 

  En ese cuadro, se advierte la posibilidad de que las municipalidades 

más pobres obtengan la asesoría del Estado y puedan maximizar los recursos, 

dejando claramente precisado qué se hace dentro de la región. Incluso, se puntualiza 

que ello se puede hacer en regiones distintas, dado que en algunas el sistema 

educacional vigente tiene su propia organicidad. 

  Estamos convencidos de que al existir esto -tal materia motivó un 

interesante debate en la Comisión-, toda la inversión, a la larga, va a generar una 

mayor iniquidad, al no establecerse las condiciones adecuadas para que las 

municipalidades más pobres puedan ponerse a tono con las que poseen más 

capacidad logística para enfrentar la ampliación horaria. 

  Por eso, me parece que la indicación que propone suprimir el artículo -

a lo mejor, puede ser una interpretación adecuada del problema- no va al fondo de la 

cuestión. Y, por consiguiente, prefiero que se rechace. 

El señor COOPER (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Prat. 

El señor PRAT.- Señor Presidente, coincido con lo expresado por la Senadora señora Feliú. 

Entiendo que la norma contenida en el artículo 131 de la Ley Nº 18.695 es 

suficientemente amplia y capaz de amparar la situación que nos preocupa. 

  Al establecerlo como se propone en este artículo del proyecto sobre 

extensión de la jornada educacional, se logra restringirlo por la vía de la 

especificación que se hace. No veo acá que el objeto de la asociación de 

municipalidades pueda ser el arrendamiento de un inmueble para desarrollar ahí un 

establecimiento educacional de jornada extendida. Porque se refiere a la adquisición, 

construcción, adecuación, ampliación. Es decir, por la vía de especificar, estamos 

dejando de lado sin duda situaciones reales, por ejemplo, la del arrendamiento en 

común, que contemplaba la norma amplia del artículo 131 de la Ley Orgánica 

Constitucional de Municipalidades. 



  Se dice que en Derecho Público debe quedar expresamente señalado lo 

que se autoriza hacer al organismo estatal correspondiente, lo cual no estaría 

debidamente satisfecho en el mencionado artículo l3l. Entonces, querría decir que la 

norma en él contenida no sirve para nada. Porque, al no aplicarse para una iniciativa 

común en el ámbito educacional, tampoco servirá para hacer en conjunto un pozo de 

ripio en comunas agrícolas, o la atención de salud en común. Es decir, si en virtud 

del Derecho Público deben señalarse expresamente cada una de las atribuciones, la 

norma del artículo l3l sería letra muerta. No creo que sea así. Pienso que el carácter 

amplio de las facultades que ese artículo permite y ampara, está cubierto 

cabalmente, sin las restricciones que contiene la norma que se propone. 

  Por lo tanto, soy partidario de la indicación que le da fuerza al artículo 

131 de la Ley Nº 18.695; y contrario a la disposición que rigidiza el tema que 

estamos tocando. Por ejemplo, no contempla la posibilidad de un arrendamiento y 

de alguna manera deteriora el artículo 131, pues señala un camino a la ley, conforme 

al cual, cada vez que se intente aplicar tal disposición, habrá que señalarlo 

expresamente en la norma que se esté tratando. 

  En consecuencia, soy partidario de la indicación de la Senadora señora 

Feliú. 

El señor ALESSANDRI.- Pido la palabra, señor Presidente. 

El señor COOPER (Presidente accidenta).- Señores Senadores, queda sólo una intervención, 

y en seguida, someteremos a votación la indicación renovada. 

  Tiene la palabra el Honorable señor Alessandri. 

El señor ALESSANDRI.- Señor Presidente, en el entendido de que votaremos en seguida, 

intervendré sólo para fundamentar mi voto. 

La señora FELIÚ.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor COOPER (Presidente accidental).- Tiene la palabra la Senadora señora Feliú. 

La señora FELIÚ.- Señor Presidente, quiero señalar algo muy breve. El artículo 131 es una 

norma de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades. A mi juicio, es 

amplia y no conviene darle un alcance restringido a través de lo que aquí se plantea, 

que rija sólo para la jornada escolar completa y respecto de aquellas actividades que 

expresamente se señalan. 

  No tengo dudas de que las municipalidades pueden juntarse para crear 

establecimientos educacionales en común. Pero, además de eso, junto a la ley 

orgánica, se encuentra la Constitución Política, la cual permite a las municipalidades 

asociarse entre ellas para el cumplimiento de sus fines propios, entre los cuales se 



halla la educación. Entonces, no tengo duda de que los municipios pueden asociarse 

para cumplir fines educacionales. 

  En consecuencia, la norma aprobada, pese a estimarse que da una 

nueva facultad, es restrictiva, al limitarla a determinados establecimientos y en 

ciertas condiciones. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¿Me permite una interrupción, señora Senadora? 

La señora FELIÚ.- Con la venia de la Mesa, por supuesto, señor Senador. 

El señor COOPER (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Andrés 

Zaldívar. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, quiero ilustrar un poco la discusión. 

  El artículo 131 de la ley Nº 18.695, al enumerar los objetos que podrán 

tener las asociaciones, habla de salud, y no, de educación. La letra d) dice: “La 

realización de programas vinculados a la protección del medio ambiente, al turismo, 

a la salud o a otros fines que les sean propios”. 

  Por eso, en mi opinión, la norma es necesaria; y fue aprobada por 

unanimidad en la Comisión por existir la duda, pues en el artículo l3l se hace 

referencia expresa a salud y no a educación. 

El señor COOPER (Presidente accidental).- Puede continuar la Honorable señora Feliú. 

La señora FELIÚ.- Señor Presidente, estas normas, aunque ilustrativas, no excluyen la 

interpretación que señalo, por dos razones: porque la Constitución Política lo 

permite para el cumplimiento de los fines propios de los municipios, uno de los 

cuales es la educación; y porque la norma autoriza las asociaciones que tengan por 

objeto la atención de servicios comunes, como el de educación, u obras de desarrollo 

local. 

  Justamente indicaciones como ésta son las que llevan a concluir que el 

municipio podrá llevar a cabo las acciones que aquí se indican, en relación con la 

jornada completa diurna. Ellos no podrán asociarse para formar un establecimiento 

educacional diferente o un internado. A mi juicio, eso realmente constituye una 

interpretación absurda. Por lo demás, en la práctica existen asociaciones de 

municipios para establecimientos educacionales comunes. 

El señor COOPER (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Ministro. 

El señor ARELLANO (Ministro de Educación).- Señor Presidente,  esta norma fue 

expresamente solicitada por las municipalidades, ya que, para realizar estas 

actividades y  en virtud de las normas actuales, no podían constituir anexos fuera del 

límite comunal. 



  Por eso se incorporó la norma en forma expresa a solicitud de las 

municipalidades. 

El señor RUIZ-ESQUIDE.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor NÚÑEZ.- Pido la palabra, señor Presidente. 

El señor COOPER (Presidente accidental).- Señores Senadores, si nuevamente abrimos 

debate, no podremos votar. 

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, quiero referirme a los alcances del artículo 131. 

El señor ALESSANDRI.- Señor Presidente, renuncié al uso de la palabra, porque íbamos a 

votar. 

El señor COOPER (Presidente accidental).- Señores Senadores, pondremos en votación la 

indicación. 

  El Senador señor Núñez podrá fundamentar su voto. 

El señor ALESSANDRI.- Señor Presidente, renuncié a intervenir a cambio de que se votara 

la indicación. De manera que me corresponde primero. 

El señor NÚÑEZ.- Jamás le quitaría ese derecho, Honorable colega. 

El señor COOPER (Presidente accidental).- En votación la indicación Nº 66, para suprimir 

el artículo 11, que pasa a ser 10. 

  --(Durante la votación). 

El señor ALESSANDRI.- Señor Presidente, tengo gran confianza en el criterio jurídico de 

una persona que trabajó en la Contraloría General de la República muchos años y 

que sabe interpretar el Derecho Administrativo. Si doña Olga Feliú dice que las 

municipalidades pueden hacer tales cosas, así es, y concuerdo con ella. 

  El artículo 131 de la ley Nº 18.695 consigna lo siguiente: “Dos o más 

municipalidades, pertenezcan o no a una misma provincia o región, podrán 

constituir asociaciones municipales para los efectos de facilitar la solución de 

problemas que les sean comunes o lograr el mejor aprovechamiento de los recursos 

disponibles.”. 

  Luego, a título de ejemplo, enumera lo que pueden hacer tales 

asociaciones, sin utilizar la forma verbal “deberán”. 

  Por lo tanto, considero que el precepto, además de limitante, es de 

corte reglamentario y está lleno de cortapisas, requisitos y formalidades que no se 

justifican en absoluto. 

  Voto en contra de la indicación. 

El señor BITAR.- Señor Presidente, leí detenidamente el recién citado artículo 131 del 

referido cuerpo legal y lo considero claro. Entiendo el argumento del señor Ministro 



en cuanto a que esto fue solicitado por la Asociación Chilena de Municipalidades; 

pero no logro percatarme por qué consignar que “podrán constituir asociaciones 

municipales para los efectos de facilitar la solución de problemas que les sean 

comunes o lograr el mejor aprovechamiento de los recursos disponibles”. Ello no 

coincide con lo expresado en el artículo 11, que pasa a ser 10, del segundo informe, 

el cual dispone lo siguiente: “Dos o más municipalidades, pertenezcan o no a una 

misma provincia o región, podrán constituir asociaciones municipales cuyo objeto 

sea la adquisición, construcción, adecuación, ampliación, habilitación o 

equipamiento de un inmueble en una comuna asociada…”, etcétera. 

  Como puede apreciarse, se necesitan  a lo menos dos municipios. Y si 

ellos están de acuerdo en resolver un problema común, no veo qué de nuevo pueda 

agregar esta disposición que no permita ya el artículo 131. Porque si el Derecho 

Público es taxativo, y debe hacerse lo que se dice, ese precepto dispone que se 

podrán constituir asociaciones municipales “para los efectos de facilitar la solución 

de problemas que les sean comunes o lograr el mejor aprovechamiento de los 

recursos disponibles.”; y en seguida, enumera los objetivos que pueden llevar a 

cabo, sin utilizar la forma verbal “deberán”. Si así lo hiciese y no incluyera la 

educación, entonces sería restrictivo. 

  A mi juicio, el inciso primero es suficientemente amplio. Y en el 

ánimo de facilitar las cosas, no es mi deseo agregar disposiciones que, en el fondo, 

compliquen una ley. Pero si no resulta más claro, me inclino por mantener el 

artículo 131. 

  En todo caso, ante la duda, prefiero esperar y pronunciarme al final. 

El señor DÍAZ.- Señor Presidente, tengo muchísimo respeto por la Honorable señora Feliú, 

pero no creo que sea pontífice e infalible; tampoco “Vox Dei”. Así que estoy en 

contra de la posición del Senador señor Alessandri, en cuanto a que todo lo que diga 

la señora Senadora, basada en su conocimiento, constituye una lección que se debe 

acatar. 

  Como no estoy en esa posición, voto en contra. 

La señora FELIÚ.- No tengo dudas acerca de la interpretación que estoy planteando, pues, 

aparte las normas legales, existen las constitucionales que así la avalan. 

  Voto que sí. 

El señor HORVATH.- Señor Presidente, en mi opinión, el precepto de la iniciativa en 

estudio no restringe para nada el artículo 131 de la Ley Orgánica Constitucional de 

Municipalidades.  



  Por lo tanto, voto en contra. 

El señor LARRE.- Señor Presidente, probablemente quienes ya votaron no han observado 

un detalle: el artículo 11, que pasa a ser 10, dispone: “Dos o más municipalidades, 

pertenezcan o no a una misma provincia o región, podrán constituir asociaciones 

municipales cuyo objeto sea la adquisición, construcción, adecuación, ampliación, 

habilitación o equipamiento de un inmueble en una comuna asociada…”, etcétera.  

  Esa es la diferencia fundamental con el artículo 131 de la ley Nº 

18.695 a que se ha hecho referencia anteriormente. Vale decir, se pueden reunir dos 

o más municipios para establecer cualquier equipamiento en una comuna que no 

conforme la asociación. 

  Porque estimo conveniente mantener el artículo 11, que pasa a ser 10, 

rechazo la indicación. 

El señor MC-INTYRE.- Señor Presidente, el proyecto del Gobierno aprobado en general se 

basaba en la ley Nº 18.695, a cuyo artículo 11 proponía agregar una letra g), del 

siguiente tenor: “La construcción, adecuación o habilitación de una inmueble en una 

comuna asociada…”, etcétera. O sea, la intención del Ejecutivo era complementar el 

referido cuerpo legal y no consignar dicha norma en la iniciativa en análisis. 

  Por último, si se disminuyen las posibilidades de los municipios para 

construir un gimnasio, una instalación deportiva, de recreación o de arte, nada de 

eso podría hacerse, por no estar incluido en la enumeración contenida en la 

disposición. 

  Voto que sí. 

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, considero que el Senador señor Larre fue 

bastante claro al señalar la situación pertinente.  

  Además, según la información de que dispongo, la Asociación Chilena 

de Municipalidades puso especial énfasis en que se redactara el artículo en la forma 

como está. 

  Rechazo la indicación. 

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, comparto el criterio de que el artículo 131 de la Ley 

Orgánica Constitucional de Municipalidades debe interpretarse en sentido amplio, 

porque la iniciativa en análisis y las próximas modificaciones que la Sala 

seguramente conocerá en el mes de octubre, implican amplificar aún más la 

capacidad de los municipios para asociarse entre sí. 

  La única limitación que el artículo 131 del referido cuerpo legal pone a 

la asociación es que las municipalidades pertenezcan a una misma región o 



provincia, pero no obliga a que sean colindantes. Sin embargo, lamentablemente, 

por las interpretaciones muy restrictivas de la Contraloría, se ha impedido, en los 

hechos, que tales asociaciones se materialicen en áreas tan importantes como la 

educación y la salud. 

  En consecuencia, debemos aprobar el precepto sugerido, teniendo en 

cuenta que en ningún caso el legislador quiso dar una concepción restrictiva al 

artículo 131. Si hubiera que dictar permanentemente leyes interpretativas del mismo, 

lo cierto es que no avanzaríamos nada en materia de municipalización del país, 

porque cada una de las normas tendientes a generar mayor poder e importancia para 

las municipalidades requeriría de ley especial.  

  En ese sentido, una vez que conozcamos las modificaciones a la Ley 

Orgánica Constitucional de Municipalidades, lo que debemos hacer es dar una 

concepción amplia, no restrictiva, al artículo 131, que las rige, como hasta el 

momento se ha hecho.  

  En consecuencia, por considerar que la indicación formulada en su 

oportunidad por el Vicepresidente de la República es complementaria al artículo 

131, y no limitativa, le doy mi apoyo. Y, por lo tanto, voto en contra de esta 

indicación. 

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, en verdad, aquí se han abordado diversos 

temas, y en tal virtud deseo dejar en claro el por qué se aprobó la norma en la 

Comisión de Educación. 

  Primero, pienso que en el debate han surgido distintas interpretaciones 

acerca de lo que permite o no el artículo 131 de la ley   Nº 18.695. De modo que no 

hay opiniones magisteriales en tal sentido. Nadie puede sostener que por el hecho de 

que tal cosa se dice de cierta manera por determinada persona, eso es definitivo, ya 

que hay opciones distintas. 

  Segundo, al igual como lo manifestó el Senador señor Núñez y no 

obstante suponer que el artículo 131 puede ser lo suficientemente amplio, la propia 

Contraloría -así lo expresaron los representantes de las municipalidades- les ha 

puesto objeciones a sus propósitos. Por lo tanto, asumiendo que, de hecho, ha 

habido opiniones en contrario, no es posible sostener que la norma es abierta y 

amplia, porque ésa no ha sido la interpretación que se le ha dado, lo cual, por ende, 

ha significado el fracaso de las asociaciones. Esta situación, a mi juicio, va en contra 

de la realidad objetiva de los hechos. 



  Tercero, debo señalar, con toda franqueza, que observo 

contradicciones en algunos señores Senadores, porque, a veces, son excesivamente 

exigentes en cuanto a lo que permite o no una norma y, de repente, son 

extremadamente amplios para entenderla. 

  Cuarto, lo sostenido por el Honorable señor Larre es clarísimo. Aquí 

hay dos situaciones: la primera apunta a que las municipalidades se pueden asociar 

siendo contiguas, y la segunda tiene que ver con lo que en la Comisión 

denominamos "el caso del Instituto Nacional", esto es, que el día de mañana 

cualquier instituto o colegio se puede establecer a 500 kilómetros de distancia… 

El señor PRAT.- El artículo 131 también lo permite. 

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Recuerdo que cuando se discutió ese tema surgieron, 

precisamente, opiniones en contrario. Cada Senador puede expresar un punto de 

vista, pero eso no significa que su planteamiento sea el que en definitiva va a 

resolver el problema, porque es sabido que siempre hay reclamos, requerimientos, 

etcétera. Por eso, tratamos de dejar claramente establecida la situación en los 

términos contemplados en el artículo 11. 

  Por último -obviamente, no soy abogado y, por ende, me asilo en 

quienes tienen otras opiniones-, cabe destacar que, como se trata de una inversión 

expresa destinada a la construcción de inmuebles y a equipamiento, no veo que el 

artículo 131 dé plena y absoluta garantía en orden a que sea posible interpretarlo en 

forma amplia y explícita, como han expresado algunos señores Senadores. Porque, 

incluso, si uno se pone exigente, debería concluir que, al no mencionarse la 

educación, se podría reclamar que no hay atribuciones en tal sentido. 

  El tema fue debatido intensamente, hubo unanimidad sobre el 

particular y la Comisión de Hacienda también le dio su apoyo. Por lo tanto, a mi 

juicio, hay argumentos más que suficientes para que, en caso de que exista alguna 

duda acerca de la existencia o no de la atribución del artículo 131, se aclare el punto, 

a fin de que el día de mañana no nos enfrentemos a dificultades, toda vez que ello 

resulta clave en el contexto de lo que señalé en mi primera intervención. 

  Por lo tanto, voto en contra de la indicación que pretende suprimir el 

artículo 11 y, obviamente, respaldo la propuesta de la Comisión. 

El señor THAYER.- Señor Presidente, me pronunciaré en contra de la indicación, no 

obstante que comparto todas las consideraciones que el Honorable señor Alessandri 

hizo respecto de la sabiduría de mi querida amiga y colega la Senadora señora Feliú. 

Sin embargo, aquí no estamos resolviendo un problema jurídico conforme a nuestro 



saber y entender, sino que nos enfrentamos al hecho de que una asociación de 

municipalidades, compuesta por 350 y tantas entidades autónomas con sus 

respectivas fiscalías, ha tenido problemas con la actual disposición, por lo que se ha 

estimado necesario aclararla.  

  La norma no define quién tiene o no la razón. Puede que la tenga el 

artículo 131 y que estén equivocados los municipios o, bien, las autoridades que les 

han puesto dificultades, como, tal vez, la propia Contraloría. En consecuencia, aquí 

se trata de resolver un problema real y no uno jurídico. 

  Estoy en contra de la indicación porque me parece que la solicitud 

formulada por la Asociación Chilena de Municipalidades da testimonio de un 

problema real que es necesario evitar. 

  Voto que no. 

El señor BITAR.- Señor Presidente, he escuchado todos los argumentos, y lo único que me 

motiva a pronunciarme en contra de la indicación tiene que ver con dos 

consideraciones: primera, que los antecedentes entregados por las asociaciones de 

municipalidades demuestran que en la práctica esas entidades tendrían dificultades 

para operar -a mi juicio, es necesario facilitarles su tarea-, y segunda, que el ejemplo 

del Instituto Nacional ha pesado en mi corazón como ex institutano, y deseo 

otorgarle todas las facilidades para que pueda extenderse a lo largo del país. 

  Voto por la negativa. 

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, estimo que la Senadora señora Feliú tiene razón. Sin 

embargo, si la Contraloría interpreta la norma de otra manera; si la Asociación 

Chilena de Municipalidades es la que formula la solicitud, y si, como ocurre en este 

caso, lo que abunda parece no dañar, prefiero pronunciarme en contra de la 

indicación. 

El señor LAGOS (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor COOPER (Presidente accidental).- Terminada la votación. 

  --Se rechaza la indicación (22 votos contra 8) y se deja constancia 

de que se cumplió con el quórum constitucional requerido. 

  Votaron por la negativa los señores Alessandri, Bitar, Calderón, 

Carrera, Díaz, Frei (doña Carmen), Gazmuri, Hamilton, Horvath, Huerta, Larraín, 

Larre, Letelier, Muñoz Barra, Páez, Romero, Ruiz (don José), Ruiz-Esquide, 

Thayer, Valdés, Zaldívar (don Adolfo) y Zaldívar (don Andrés). 

  Votaron por la afirmativa los señores Cooper, Errázuriz, Feliú, Mc-

Intyre, Núñez, Piñera, Prat y Siebert. 



El señor ALESSANDRI.- Pido la palabra, señor Presidente, ya que fui aludido por el 

Senador señor Díaz. 

El señor COOPER (Presidente accidental).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría. 

El señor ALESSANDRI.- Deseo aclarar al Honorable colega que no creo que la voz de la 

Senadora señora Feliú sea la del "Oráculo de Delfos", porque muchas veces yo no 

he estado de acuerdo con ella. Por lo tanto, no se trata de que lo que diga Su Señoría 

sea la verdad. Pero en este caso tiene toda la razón; en otros, tal vez no. 

  Sólo pretendía aclarar que yo no sigo las aguas absolutas de la 

Senadora señora Feliú, cuya sapiencia administrativa admiro y envidio. 

El señor DÍAZ.- ¡Ruego que se me reemplace, señor Presidente, porque parece que hoy 

estoy de turno…! 

El señor COOPER (Presidente accidental).- A continuación corresponde pronunciarse sobre 

el artículo. 

El señor HAMILTON.- Con la misma votación. 

El señor COOPER (Presidente accidental).- La norma es de rango orgánico constitucional. 

El señor LAGOS (Secretario).- Se requieren 24 votos para aprobarla. 

El señor COOPER (Presidente accidental).- En votación el artículo 11, que pasa a ser 10. 

  -(Durante la votación). 

El señor ERRÁZURIZ.- Señor Presidente, quiero cambiar mi pronunciamiento, en un 

intento para que no se logre el quórum necesario, con el objeto de que se pueda 

efectuar una corrección y se dé a los municipios la máxima amplitud posible para 

celebrar este tipo de acuerdos. En ello, el precepto que nos ocupa resulta claramente 

limitativo, lamentablemente. 

  Voto que no. 

El señor LAGOS (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor COOPER (Presidente accidental).- Terminada la votación. 

  --Se rechaza el artículo 11, que pasaba a ser 10, por no reunir el 

quórum constitucional exigido (22 votos a favor y 9 en contra). 

  Votaron por la afirmativa los señores Bitar, Calderón, Carrera, Díaz, 

Frei (doña Carmen), Gazmuri, Hamilton, Horvath, Huerta, Larraín, Larre, Matta, 

Muñoz Barra, Núñez, Páez, Ruiz, Ruiz-Esquide, Sule, Thayer, Valdés, Zaldívar 

(don Adolfo) y Zaldívar (don Andrés). 

  Votaron por la negativa los señores Alessandri, Cooper, Errázuriz, 

Feliú, Letelier, Mc-Intyre, Prat, Romero y Siebert. 



El señor PRAT.- Propongo que se clarifique la significación de lo resuelto por el Senado, en 

el sentido de que no se ha registrado quórum por existir el artículo 131 de la Ley 

Orgánica Constitucional de Municipalidades, y que, por lo tanto, se oficie a la 

Contraloría para que dé la amplia interpretación que al precepto, en sí, le 

corresponde. Porque esta Corporación desea que se cuente con la posibilidad de 

constituir asociaciones, y la discrepancia se suscita en lo relativo a si se requiere una 

disposición específica o a si el artículo 131 de la ley Nº 18.695 ya lo permite. 

El señor VALDÉS.- Pido la palabra. 

El señor SULE.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor ERRÁZURIZ.- Pido la palabra. 

El señor LARRAÍN.- Pido la palabra. 

El señor COOPER (Presidente accidental).- La tiene el Honorable señor Valdés. 

El señor VALDÉS.- Señor Presidente, la posición del Senador señor Prat es muy 

conciliadora, pero me parece impensable un diálogo entre esta Corporación y la 

Contraloría sobre la interpretación de una norma. El Senado es soberano. 

El señor SULE.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor COOPER (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Thayer. 

El señor NÚÑEZ.- Pido la palabra. 

El señor ERRÁZURIZ.- Pido la palabra. 

El señor THAYER.- Señor Presidente, si hay una cosa que he estudiado es el valor de las 

constancias en la discusión de la ley. Lo único que puede contribuir a resolver la 

situación, por obedecer, a mi juicio, al pensamiento unánime -esto es, que no se ha 

pretendido limitar las atribuciones otorgadas por el artículo 131 de la Ley Orgánica 

Constitucional de Municipalidades, sino que el artículo 10 propuesto ha resultado 

rechazado por entenderse que la facultad actualmente se encuentra concedida-, es 

que el Senado tome el acuerdo de puntualizar que ha adoptado su decisión por 

estimar que la norma reviste un carácter sobreabundante, en relación con lo ya 

legislado. 

  Si se dijera así, ello tendría un peso realmente significativo en los 

problemas que enfrentan las municipalidades. 

  Nada más, señor Presidente. 

El señor RUIZ-ESQUIDE.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor COOPER (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín. 

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, para bien o para mal, el asunto ya ha sido zanjado. Y 

lo único que cabe es aprovechar -como lo expresó, por lo demás, el Senador señor 



Núñez- para que se explicite el artículo 131 de manera que resulte indubitable la 

interpretación amplia, que creo que todos compartimos. 

El señor COOPER (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Sule. 

El señor SULE.- Señor Presidente, la proposición del Senador señor Prat es absolutamente 

improcedente. Se trata de algo que no nos corresponde. Y ni siquiera debería ser 

considerada, con todo respeto a mi querido y distinguido colega. Las normas para la 

interpretación de las leyes son muy claras. 

  Ahora, comparto el criterio del Honorable señor Thayer, que es lo 

único en que es posible adelantar. Después se verá qué se puede conseguir. 

  La verdad es que si la norma no resulta inequívoca, precisa y 

categórica, las municipalidades no podrán operar en la forma planteada en lo que 

quedó rechazado. 

El señor COOPER (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Errázuriz. 

El señor ERRÁZURIZ.- Señor Presidente, lo que reza el artículo 131 es absolutamente 

claro. Y quiero dejar expresa constancia de que ése es el pensamiento, en mi 

opinión, de todos los señores Senadores. 

  Ahora bien, si, ante la interpretación de la Contraloría, como hizo ver 

el señor Ministro, se deseaba agregar una disposición para dar expresamente estas 

atribuciones a los municipios, lo estimo innecesario. En efecto, el artículo 131 

señala que “Dos o más municipalidades, pertenezcan o no a una misma provincia o 

región, podrán constituir asociaciones municipales para los efectos de facilitar la 

solución de problemas que les sean comunes o lograr el mejor aprovechamiento de 

los recursos disponibles.”. 

  Es decir, se puede llegar a cualquier acuerdo… 

El señor RUIZ (don José).- Ya terminó la votación, señor Presidente. 

El señor ERRÁZURIZ.- …en ese plano. Y deseo dejar establecido que ello fue considerado 

por quienes votamos en contra de lo propuesto por la Comisión. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¡No procede volver sobre el tema, señor Presidente! 

El señor VALDÉS.- La votación finalizó. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Continuemos con los otros artículos. 

El señor COOPER (Presidente accidental).- Señores Senadores, quisiera terminar dándoles 

la palabra a tres Senadores más, a quienes ruego ser muy breves.  

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Entremos el siguiente artículo, señor Presidente. 

El señor HAMILTON.- Bien o mal resuelto, ya se votó. 



El señor COOPER (Presidente accidental).- El Honorable señor Prat hizo una proposición. 

Entiendo que eso es lo que se está analizando: qué curso corresponde seguir. 

El señor HAMILTON.- El Honorable señor Prat puede solicitar que se envíe un oficio en su 

nombre a la Contraloría, pero el Senado no debe inmiscuirse en las interpretaciones 

legales de ella, porque no le compete, no tiene atribuciones para hacerlo y la 

Constitución se lo prohíbe. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Y la discusión podemos hacerla en la hora de 

Incidentes o después del despacho del proyecto. 

El señor RUIZ-ESQUIEDE.- Señor Presidente, ruego… 

El señor COOPER (Presidente accidental).- ¿Me permiten presidir, señores Senadores? 

Ustedes aceptaron que yo estuviera accidentalmente en la testera. 

  El Honorable señor Prat hizo una proposición. Si a la Sala le parece 

traducirla en una comunicación individual de Su Señoría…. 

El señor SULE.- El problema es que ni siquiera procede votarla. 

El señor COOPER (Presidente accidental).- Con acuerdo de la Sala, puede enviarse la 

comunicación. 

  ¿Hay acuerdo? 

El señor VALDÉS.- No. 

El señor HAMILTON.- No. 

El señor MUÑOZ BARRA.- No. 

El señor ERRÁZURIZ.- Hay acuerdo. 

El señor MC-INTYRE.- Señor Presidente, aunque no hay acuerdo, existen precedentes. 

El señor RUIZ (don José).- Sigamos con el proyecto. 

El señor COOPER (Presidente accidental).- Entonces, sometamos a votación la proposición, 

porque no puedo dejar de considerarla. 

El señor HAMILTON.- No puede ponerla en votación, señor Presidente, porque el Senado 

no tiene atribución al respecto. 

El señor VALDÉS.- Señor Presidente, de acuerdo con el Reglamento, cualquier señor 

Senador puede solicitar que se envíe un oficio en su nombre. 

El señor COOPER (Presidente accidental).- Es exactamente lo que sostengo. 

El señor VALDÉS.- Pero un oficio en nombre del Senado requiere acuerdo unánime de la 

Corporación o de los Comités. 

El señor COOPER (Presidente accidental).- En Incidentes. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- En Incidentes. 



El señor COOPER (Presidente accidental).- Continuaremos, entonces, con el tratamiento del 

proyecto. 

El señor LAGOS (Secretario).- Corresponde ocuparse en la letra A) del artículo 12, que pasa 

a ser 11, la que, para ser aprobada, necesita quórum de ley orgánica constitucional. 

No fue objeto de modificaciones en la Comisión. 

  --Se aprueba, dejándose constancia, para los efectos del quórum 

constitucional exigido, de que se pronunciaron favorablemente 29 señores 

Senadores. 

El señor LAGOS (Secretario).- En seguida, se ha renovado la indicación Nº 68, de la 

Honorable señora Feliú, para suprimir la letra B) del artículo 12, que pasa a ser 11. 

El señor COOPER (Presidente accidental).- En discusión la indicación renovada. 

  Tiene la palabra la Senadora señora Feliú. 

La señora FELIÚ.- Señor Presidente, mediante el artículo 1º transitorio de reemplazo que se 

propone, se faculta a los alcaldes y a las corporaciones educacionales del sector 

municipal “para que, oyendo previamente al Concejo Municipal, llamen a concurso 

los cargos de Directores de establecimientos educacionales de su dependencia, 

cuyos titulares no hayan sido calificados en lista de distinción en el proceso de 

calificaciones del personal docente-directivo”… 

  Lo anterior permite disponer el cese de funciones de los directores de 

establecimientos educacionales nombrados con anterioridad a las modificaciones de 

la ley 19.070, sin considerar que estos funcionarios deben ser eliminados si tienen 

mal comportamiento. 

  Esta norma, que en forma discriminatoria posibilita determinar 

administrativamente dicho cese, se aparta del sentido de toda la legislación aprobada 

con motivo de las leyes 19.070 y otras, que han consagrado una serie de 

inamovilidades para los trabajadores del sector municipal. 

  Por ese motivo renovamos la indicación. 

El señor COOPER (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath. 

El señor HORVATH.- Señor Presidente, en esta materia, figuran como aprobadas por 

unanimidad las indicaciones 69, 70, 73,74, 76 y 77. 

  Si revisamos algunas de ellas -específicamente las números 69, 73, 74 

y 76-, veremos que lo aprobado no corresponde al espíritu de las indicaciones. 

  En este sentido, me permito, particularmente en caso de que se vote el 

artículo pertinente, pedir que se vote por separado su inciso tercero. Porque, 

justamente, se plantea que haya concurso para llenar los cargos de directores en los 



casos en que éstos hayan sido calificados en lista de demérito o estén por 

determinado período fuera de la lista de distinción. 

  En caso contrario, se llega a una suerte de concursabilidad periódica 

innecesaria, que no asegura una estabilidad dentro del espíritu de la reforma, por lo 

demás. 

  Por otro lado, no sé si en un trabajo conjunto de la Comisión de 

Educación con el señor Ministro se acordó una redacción distinta para el citado 

inciso, que podría ser aprobada por unanimidad. 

  Antes de terminar mi intervención, formulo la consulta, ya que tengo 

entendido que el señor Vicepresidente y algunos miembros de la Comisión estaban 

adelantando algo en tal sentido. 

El señor COOPER (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Ministro de Educación. 

El señor ARELLANO (Ministro de Educación).- Señor Presidente, esta norma otorga una 

facultad a los alcaldes para que, previo a la calificación de los directores, puedan 

llamar a concurso a aquellos que no estén en lista de distinción. 

  Si hubiera unanimidad en la Sala, el Ejecutivo podría proponer una 

modificación a los términos en que está redactado el inciso segundo (porque la 

facultad queda restringida al segundo semestre de 1998), para que diga “el segundo 

semestre de cada año”. 

  El inciso tercero dispone: “A los Directores que accedan a sus cargos 

en virtud del concurso señalado anteriormente, y a aquellos que hayan sido 

calificados en lista de distinción,”… Se podría sugerir eliminar “y a aquellos que 

hayan sido calificados en lista de distinción”, pues con esa redacción se entiende que 

los calificados en dicha lista aparecerían como reconcursados y tendrían solamente 5 

años.  

  Por último, y tocante al mismo inciso tercero, se podría terminarlo 

diciendo “desde el 1º de enero del año siguiente a aquel en que se realice el 

concurso.”. 

  Si existiera unanimidad en la Sala, señor Presidente, con esos términos 

la facultad quedaría sujeta a una calificación previa de los directores y sólo respecto 

de aquellos que no estuvieran en lista de distinción se procedería al concurso. 

El señor COOPER (Presidente accidental).- Antes de otorgar el uso de la palabra, consulto si 

hay unanimidad en la Sala para aprobar lo propuesto por el señor Ministro. 

El señor PRAT.- Señor Presidente, propongo postergar la resolución hasta tener más 

claridad sobre el tema. 



  ¿Debe entenderse que los directores con calificación de distinción no 

van a tener un período de vigencia de 5 años y que mientras conserven dicha 

calificación nunca irán a concurso? 

El señor ARELLANO (Ministro de Educación).- Así es. Su Señoría lo interpreta bien. 

El señor PRAT.- Muchas gracias. 

El señor COOPER (Presidente accidental).- ¿Existe unanimidad en la Sala? 

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, quiero hacer otra consulta. ¿Qué significa que, 

oyendo… 

El señor COOPER (Presidente accidental).- Perdón señor Senador, pero debo hacer presente 

que existe una indicación renovada para suprimir la norma. Y sólo se ha hecho al 

señor Ministro una consulta sobre la materia. 

El señor LARRAÍN.- Y yo estoy formulando una pregunta sobre la misma materia, señor 

Presidente. Quiero aclarar si facultar a los alcaldes para que “oyendo previamente al 

Concejo Municipal”, etcétera, implica únicamente oírlo, pero no recabar su acuerdo. 

El señor MUÑOZ BARRA.- Así es, Su Señoría. 

El señor PRAT.- Señor Presidente, antes de concurrir al acuerdo, propongo que se lea 

exactamente cómo quedaría el texto de la norma. 

El señor MUÑOZ BARRA.- ¿Me permite, señor Presidente? Sólo deseo aclarar lo que dijo 

la Senadora señora Feliú en el sentido de que con la aprobación del artículo se 

crearía una situación discriminatoria y los directores que no ganaran los concursos 

quedarían prácticamente fuera del sistema. 

  No es así, porque el inciso cuarto señala que “Los afectados” (quienes 

no ganen los concursos) “tendrán derecho a ser designados o contratados en 

establecimientos educacionales dependientes de la misma municipalidad o 

corporación para el cumplimiento de funciones docentes sin necesidad de nuevo 

concurso, con igual número de horas a las que servían como Director, o a percibir 

los beneficios indemnizatorios establecidos en el artículo 73 de la ley Nº 19.070.". 

  Eso es todo. 

El señor COOPER (Presidente accidental).- ¿Habría unanimidad para aceptar el texto 

propuesto por el señor Ministro? 

El señor PRAT.- Solicito que se lea, señor Presidente. 

La señora FELIÚ.- Pido la palabra. 

El señor COOPER (Presidente accidental).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría. 

La señora FELIÚ.- Señor Presidente, yo daría la unanimidad para modificar el texto siempre 

que después se sometiera a votación el artículo, con el cual no estoy de acuerdo. 



  No vislumbro problema alguno en que el señor Ministro plantee una 

enmienda de redacción, ya que eso permitiría a muchos señores Senadores aprobar 

la disposición. En lo que discrepo es en el tema de fondo, por lo que desde ya pido 

votación, pues, de todas maneras, votaré en contra del artículo. Mi anuencia es para 

modificar el texto. 

El señor COOPER (Presidente accidental).- Así lo entiende la Mesa, señora Senadora. 

El señor PRAT.- Señor Presidente, antes de que se recabe el acuerdo, pido que se lea la 

redacción definitiva que tendría la norma. 

El señor COOPER (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Ministro. 

El señor ARELLANO (Ministro de Educación).- El inciso primero quedaría en los mismos 

términos en que figura en el segundo informe de la Comisión de Educación. 

  El inciso segundo expresaría: "Dichos concursos serán de antecedentes 

y oposición, tendrán el carácter de públicos, deberán ser convocados y resueltos en 

el segundo semestre de cada año", en vez de 1998. El resto quedaría igual. 

  El inciso tercero establecería lo siguiente: "A los Directores que 

accedan a sus cargos en virtud del concurso señalado anteriormente”… Se 

eliminaría "y a aquellos que hayan sido calificados en lista de distinción".  

La señora FELIÚ.- ¿Esos últimos no quedarán comprendidos? 

El señor ARELLANO (Ministro de Educación).- Exacto. 

  La disposición seguiría igual: "se les aplicará", etcétera. Y terminaría 

como sigue: "y su designación o contrato regirá desde el 1º de enero del año 

siguiente a aquel en que se realice el concurso.". 

El señor COOPER (Presidente accidental).- ¿Y cómo queda el resto del artículo, señor 

Ministro? 

El señor ARELLANO (Ministro de Educación).- Igual, con una adecuación en el inciso 

cuarto. 

El señor COOPER (Presidente accidental).- Si le pareciera a la Sala, se aprobaría primero la 

redacción conducente a mejorar el texto. 

El señor MC-INTYRE.- ¡Pero no estamos votando… 

El señor COOPER (Presidente accidental).- En seguida votaríamos la indicación renovada. 

La señora FELIÚ.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor COOPER (Presidente accidental).- Tiene la palabra Su Señoría. 

La señora FELIÚ.- Quisiera formular una consulta al señor Ministro en relación con la 

norma. Porque, desde que presenté la indicación hasta ahora, ha habido numerosas 

conversaciones acerca del tema; los directores afectados se han opuesto, etcétera. 



  ¿Significa el texto planteado por el señor Ministro dejar entregada a 

cada municipio, en forma indefinida, la oportunidad en que se llamará a concurso? 

En otras palabras, la municipalidad que así lo desee podrá hacer el concurso en 

cualquier fecha, por ejemplo mañana, y otras, dentro de 5 años. 

  ¿Ése es el sentido de la supresión de la fecha? 

El señor ARELLANO (Ministro de Educación).- El sentido del artículo es sujetar la facultad 

a un proceso previo de calificación. 

La señora FELIÚ.- Correcto. 

El señor ARELLANO (Ministro de Educación).- Y el requisito para llamar a concurso es 

que el director no se encuentre en lista de distinción. 

  Con el cambio que señalé, la facultad queda abierta, sujeta a las 

condiciones anteriormente indicadas, y quienes se encuentren en lista de distinción 

permanecerán de manera indefinida en sus cargos. 

El señor COOPER (Presidente accidental).- Entonces, señor Ministro, ¿cómo diría el inciso 

tercero? Le ruego leerlo, para que quede absolutamente claro. 

El señor ARELLANO (Ministro de Educación).- El texto del inciso tercero quedaría como 

sigue:  

  "A los Directores que accedan a sus cargos en virtud del concurso 

señalado anteriormente se les aplicará el inciso tercero del artículo 32 de la ley Nº 

19.070, y su designación o contrato regirá desde el 1º de enero del año siguiente a 

aquel en que se realice el concurso.". 

  Puedo hacer llegar a la Mesa una versión. 

El señor COOPER (Presidente accidental).- Se lo agradecería, señor Ministro, porque es 

necesario corregir buena parte del texto. 

El señor MUÑOZ BARRA.- Aprobemos el artículo en esa forma. 

El señor COOPER (Presidente accidental) ¿Hay unanimidad para aprobarlo?  

El señor MUÑOZ BARRA.- Con el voto en contra de la Honorable señora Feliú. 

  --Por 25 votos a favor y el voto en contra de la Senadora señora 

Feliú, se aprueba la letra B) del artículo 12, que pasa a ser 11 (sustituye el 

artículo 1º transitorio de la ley Nº 19.410), con las enmiendas propuestas por el 

señor Ministro de Educación, dejándose constancia de que se cumple con el 

quórum constitucional exigido. 

El señor COOPER (Presidente accidental).- En consecuencia, se da por retirada la indicación 

renovada Nº 68. 



El señor LAGOS (Secretario).- Se ha renovado la indicación Nº 80, consistente en suprimir 

el artículo 13, que pasa a ser 12, sin modificaciones. 

El señor COOPER (Presidente accidental).- En discusión la indicación renovada. 

  Tiene la palabra la Senadora señora Feliú. 

La señora FELIÚ.- Señor Presidente, la norma propuesta por la Comisión expresa: "Los 

directores deberán entregar anualmente a los centros de padres y apoderados, un 

informe de la gestión educativa del establecimiento, correspondiente al año escolar 

anterior, en el primer semestre del nuevo año escolar.". Me parece muy bien 

entregar un informe al centro de padres y apoderados. Pero agrega: "A quienes no 

cumplan con esta obligación, se les aplicará la sanción contemplada en la letra a) del 

artículo 38 del decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 

1996.". 

  Dos observaciones, señor Presidente.  

  En primer lugar, como la indicación es para suprimir el artículo 

completo, pido restringirla a la eliminación de la segunda parte. Porque me parece 

conveniente que se rinda un informe de la gestión educativa al centro de padres y 

apoderados. Sin embargo, considero altamente inadecuado establecer una sanción 

directa, por cuanto -como se planteó en sesión anterior respecto de este mismo 

proyecto- se distorsiona todo el sistema de sanciones. 

  En segundo término, debo señalar que, además, la referencia hecha en 

la segunda parte es errada. La letra a) del artículo 38 del DFL Nº 2 no existe. Y 

tampoco existe una sanción en la letra a) del artículo 37, que sí tiene distintas letras. 

La verdad es que la sanción se encuentra establecida en el artículo, sin letra.  

  En todo caso, estimo inconveniente establecer una sanción 

determinada para conductas determinadas, porque, en definitiva, la ley tendrá un 

glosario de acciones: cada vez que se contemple una acción (“Se deberá dar cuenta 

de”, “Deberá cumplirse la obligación de”), habrá de fijarse una sanción para el caso 

de incumplimiento.  

  Ese sistema es contraproducente. Porque, como dije, finalmente el 

DFL Nº 2 se convertirá en un glosario de acciones con sanciones determinadas. 

  En la situación en debate, el incumplimiento de la obligación de rendir 

informe deberá ser ponderado por el encargado de aplicar la sanción, considerando 

las circunstancias atenuantes y las agravantes, pues, incluso, el centro de padres 

podrá aducir que el informe no es completo y procede la sanción. 

  En fin, es lo que ocurre respecto de la aplicación de toda sanción. 



  En todo caso, señor Presidente, reitero que la referencia que se hace al 

DFL Nº 2 es errada. Afirmo esto sobre la base del texto que me entregó hoy la 

Oficina de Informaciones del Senado. Y se me indica que está al día. 

El señor COOPER (Presidente accidental).- ¿Su Señoría está solicitando dividir la votación? 

La señora FELIÚ.- Pido división de la votación. Propongo aprobar por unanimidad la 

primera parte del artículo (como expliqué, me parece bien que se exija al director 

dar cuenta al centro de padres de la gestión educativa del establecimiento) y someter 

a debate la frase final. 

El señor MUÑOZ BARRA.- Pido la palabra. 

El señor COOPER (Presidente accidental).- La tiene, Su Señoría. 

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, sólo quiero hacer presente que la Comisión 

de Educación rechazó unánimemente la indicación, por 5 votos contra cero. 

El señor COOPER (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Larre. 

El señor LARRE.- Señor Presidente, es efectivo que la Comisión rechazó la indicación, 

consistente en suprimir la totalidad del artículo. Empero, la Senadora señora Feliú 

sugiere ahora mantener la primera frase, con lo cual estoy plenamente de acuerdo. 

  Por tanto, planteo aprobar la proposición de la Honorable colega, en 

los mismos términos en que la ha formulado. 

El señor COOPER (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Muñoz Barra. 

El señor MUÑOZ BARRA.- Quiero hacer una consulta, señor Presidente.  

  Es indudable que el centro de padres y apoderados debe estar 

informado del resultado de la labor escolar del año. Empero, ¿de qué manera se 

obligará a entregarle el informe pertinente si no se establece algún tipo de sanción? 

Si no, quedaría sólo como algo discursivo. 

El señor COOPER (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Ministro. 

El señor ARELLANO (Ministro de Educación).- El propósito del artículo que nos ocupa es 

lograr una mayor participación de los padres, manteniéndolos informados 

adecuadamente. Y para que ello no sea una mera declaración, se ha dispuesto la 

sanción más leve que existe en las actuales normas de la Ley de Subvenciones. De 

lo contrario, esto sería nada más que un requerimiento que, si no se cumple, no 

tendría ningún castigo.  

  Estimamos indispensable que los padres tengan una presencia dentro 

de la comunidad educativa y que reciban toda la información que el artículo plantea. 

El señor COOPER (Presidente accidental).- Tiene la palabra la Senadora señora Feliú. 



La señora FELIÚ.- Señor Presidente, el sistema de sanciones que contempla el DFL Nº 2 se 

aplica en caso de infracciones. Si no, se requeriría que cada una de las acciones o 

conductas de los sostenedores que no se ajusten al sistema o que sean 

inconvenientes tuvieran una sanción específica. 

  Ése es un mal sistema legislativo y, por lo mismo, pido que votemos 

solamente la segunda parte del artículo 12. 

El señor ROMERO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobaría la primera parte del 

artículo 12. 

  Acordado. 

  En votación la oración final del artículo 12, que dice: “A quienes no 

cumplan con esta obligación, se les aplicará la sanción contemplada en la letra a) del 

artículo 38 del decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 

1996.”. 

  --(Durante la votación). 

El señor PIÑERA.- Señor Presidente, antes de votar deseo consultar al señor Ministro cuál 

es la sanción contemplada en el decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de 

Educación, si se mantiene la parte final del artículo. 

El señor ARELLANO (Ministro de Educación).- Tal como señalé, se trata de la más leve de 

todas las sanciones: una multa.  

El señor PIÑERA.- Entonces, voto que sí, para crear el incentivo de entregar esos informes a 

los centros de padres y apoderados.  

El señor LAGOS (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor ROMERO (Presidente).- Terminada la votación. 

  --Se aprueba (13 votos a favor, 7 en contra y 2 pareos). 

  Votaron por la afirmativa los señores Bitar, Carrera, Díaz, Horvath, 

Huerta, Matta, Muñoz Barra, Núñez, Piñera, Romero, Ruiz (don José), Ruiz-Esquide 

y Zaldívar (don Andrés). 

  Votaron por la negativa los señores Cooper, Errázuriz, Feliú, Larre, 

Letelier, Mc-Intyre y Prat. 

  No votaron, por estar pareados, los señores Alessandri y Siebert. 

El señor LAGOS  (Secretario).- El artículo 14, que pasa a ser 13, no fue objeto de 

modificaciones en la Comisión.  

  Se ha renovado la indicación Nº 81, para suprimirlo. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Rechacémosla con la misma votación anterior. 

El señor ROMERO (Presidente).- Si le parece a la Sala, así se procedería. 



La señora FELIÚ.- No, señor Presidente. 

El señor ROMERO (Presidente).- En discusión la indicación renovada número 81. 

La señora FELIÚ.- Pido la palabra.  

El señor ROMERO (Presidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.  

La señora FELIÚ.- Señor Presidente, en virtud de esta modificación se cambia el requisito 

para ser Jefe de alguno de los Departamentos de Administración de Educación 

Municipal, y tengo bastantes dudas sobre como quedaría la disposición a la cual se 

le introduce la enmienda. 

  El precepto vigente señala: “Estas jefaturas serán ejercidas por un 

profesional con un grado académico en el área de la educación” -aquí viene lo que 

se intercala- “o con a lo menos dos años de ejercicio de administración 

educacional”. Y a continuación agrega: “y en el evento de que ningún profesional 

con estas características manifestare interés, podrán ser ejercidas por otro 

profesional de la educación.”. Entonces, no me queda claro si este profesional debe 

ser del área de la educación o no, ya que se dice: “un profesional con un grado 

académico en el área de educación o con a lo menos dos años de ejercicio de 

administración educacional”. ¿Debe ser un profesional en el área de la educación 

con dos años de ejercicio en la administración educacional? 

  Señor Presidente, considero que no hay precisión en cuanto a cuáles 

son los requisitos aplicables para servir el cargo, en el evento de aprobarse esta 

enmienda. 

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro de Educación.  

El señor ARELLANO (Ministro de Educación).- Señor Presidente, la disposición actual 

establece que para ejercer el cargo de Jefe de alguno de los DAEM se requiere ser 

profesor o, en caso contrario, otro profesional.  

  La norma propuesta agrega que puede ser un profesor que haya tenido 

práctica de a lo menos dos años como administrador en el sector educacional.  

El señor ROMERO (Presidente).- ¿Satisface la explicación a la señora Senadora? 

La señora FELIÚ.- Señor Presidente, creo que tal vez podría habérsele dado otra redacción 

al artículo, pero, con la puntualización hecha en la Sala, queda claro su sentido.  

El señor ROMERO (Presidente).- Con la aclaración del señor Ministro se deja constancia, en 

la Versión Taquigráfica, de la interpretación fidedigna de la norma.  

La señora FELIÚ.- En efecto, se entiende que la referencia es a un profesional de la 

educación con un grado académico o dos años de ejercicio en la administración 



educacional. Si no se cumpliera ninguno de los dos requisitos, podría ser cualquier 

profesional, no necesariamente un profesor.  

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Está clarísimo en el texto.  

El señor GAZMURI.- Aprobémoslo, señor Presidente. 

El señor NÚÑEZ.- Pido la palabra. 

El señor ROMERO (Presidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría  

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, no tengo inconveniente en aprobarlo. Sólo quiero 

consultar, para los efectos de una correcta interpretación del precepto, si existe el 

título o grado en administración educacional. Hasta donde sé, actualmente no hay 

ninguna universidad que lo otorgue. Es decir, se trata de un requisito que sólo se 

adquiere en el ejercicio de la función. Si es así, no siempre serán profesores los que 

ejerzan esas Jefaturas. Eso me interesa que quede claro.  

El señor ROMERO (Presidente).- Señor Senador -tal como dijo la Honorable señora Feliú-, 

se trata de un profesional, no necesariamente profesor. 

El señor NÚÑEZ.- Entonces, me abstengo, señor Presidente. 

  --Se rechaza la indicación renovada número 81, y se aprueba, con 

la abstención del Senador señor Núñez, el artículo 14, que pasa a ser 13. 

El señor LAGOS (Secretario).- En cuanto al artículo 15, que pasa a ser 14, hay una 

indicación renovada número 85 para suprimir el inciso tercero, que dice lo siguiente: 

  "Las regularizaciones acogidas a esta ley, tratándose de 

establecimientos educacionales subvencionados, estarán exentas del pago de 

derechos de edificación.". 

El señor ROMERO (Presidente).- ¿Desea retirar la indicación, señora Senadora? 

La señora FELIÚ.- Está patrocinada por un conjunto de señores Senadores, señor Presidente. 

El señor ROMERO (Presidente).- Sí, pero originalmente Su Señoría la presentó. 

La señora FELIÚ.- Retiro la indicación, señor Presidente. 

El señor LAGOS (Secretario).- La Comisión propone, en el inciso primero del artículo 15, 

que pasa a ser 14, sustituir la palabra "subvencionados" por la frase "de enseñanza 

básica y media". 

  La enmienda propuesta fue aprobada por unanimidad en la Comisión. 

  --Se aprueba. 

El señor LAGOS (Secretario).- En seguida, la Comisión sugiere, en el inciso tercero del 

mismo artículo anterior, intercalar entre las palabras "ley" y "estarán", la siguiente 

frase precedida y seguida de una coma (,): "tratándose de establecimientos 

educacionales subvencionados". 



  Ello fue también aprobado por unanimidad en la Comisión. 

  --Se aprueba. 

El señor LAGOS (Secretario).- En cuanto al artículo 16, que pasa a ser 15, la Comisión 

recomienda sustituirlo por el que se señala en el informe. 

  La referida modificación fue acogida por unanimidad en la Comisión. 

  --Se aprueba. 

El señor LAGOS (Secretario).- Luego, la Comisión sugiere consultar los artículos 16, 17, 18 

y 19, nuevos, algunos de los cuales fueron aprobados por unanimidad en la 

Comisión. 

El señor ROMERO (Presidente).- Correspondería dar por aprobados todos los artículos 

acogidos por unanimidad en la Comisión. 

La señora FELIÚ.- Es mejor verlos uno por uno, señor Presidente. 

El señor ROMERO (Presidente).- ¿O la Honorable colega prefiere ir tratándolos en orden? 

El señor PIÑERA.- Los referidos preceptos fueron acogidos unánimente en los dos 

informes. 

El señor ROMERO (Presidente).- Entonces, si ambos informes concuerdan, no hay 

problema en aplicar el procedimiento propuesto.  

  Solicito el asentimiento unánime de la Sala, para prorrogar la hora de 

término del Orden del Día hasta despachar este proyecto. 

  Acordado. 

  --Se aprueban los artículos 16, 17, 18 y 19, nuevos, propuestos por 

la Comisión. 

El señor LAGOS (Secretario).- En seguida, en el informe se consigna que "Como se expresó 

en su oportunidad, el artículo 1º propuesto en el Primer Informe, ha pasado a ser 

artículo 20, sin modificaciones.". 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Eso ya fue resuelto, señor Presidente.  

El señor MUÑOZ BARRA.- Está aprobado. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- El señor Presidente lo sometió a la consideración de la 

Sala y fue aprobado por unanimidad por ésta en su momento. Y no doy la 

unanimidad para reabrir el debate sobre dicha materia. 

El señor PIÑERA.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría. 

El señor PIÑERA.- Señor Presidente, pido al Honorable colega Andrés Zaldívar que tenga 

un poco más de calma, porque deseo referirme a ese tema, que es de fondo. 



  ¿Qué ocurrió? En la Comisión de Educación, primero, se rechazó el 

IVA, y después, se aprobó por cuatro votos contra uno -no hubo unanimidad-, y en 

la de Hacienda -cuyo informe tengo en mi poder- sólo se discutió una indicación. 

Deseo que ello quede claro, por cuanto el informe contiene un error, el cual puede 

obedecer a que yo me expresé mal en la Comisión o a un defecto de transcripción. 

  ¿De qué se trata? El Gobierno formuló indicación en la Comisión de 

Educación tendiente a subir el IVA de 17 a 18 por ciento, la cual fue aprobada (4 

contra 1). Luego, cuando el proyecto pasó a conocimiento de la Comisión de 

Hacienda, la primera indicación debatida tuvo por objeto que dicho impuesto, en 

lugar de aumentarse -materia de iniciativa exclusiva del Ejecutivo- de 17 a 18 por 

ciento, fuera incrementado de 17 a 17,5 por ciento. 

  Consideré que esta última indicación era admisible. Puede que sea 

mala o buena, pero era admisible. Sin embargo, el Presidente de la Comisión la 

declaró inadmisible, ante lo cual pedí que se revisara esa decisión, y sus miembros 

confirmaron el criterio del Presidente. Y, como consta en el informe, nunca más se 

discutió el tema. 

  Por lo tanto, en la Comisión de Hacienda en momento alguno se votó 

el IVA. En el informe se señala que "Consultada la Comisión sobre esta materia, la 

indicación fue declarada inadmisible", con los votos favorables de algunos señores 

Senadores y el voto en contra del Senador que habla. En seguida, se pasa 

directamente a analizar el artículo 3º. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Se votó el IVA. 

El señor PIÑERA.- Búsquelo en el informe. 

El señor ROMERO (Presidente).- ¡Ruego a Sus Señorías evitar los diálogos! 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¿Me concede una interrupción, señor Senador? 

El señor ROMERO (Presidente).- Con la venia de la Mesa… 

El señor PIÑERA.- Señor Presidente, el Senador que hace uso de la palabra primero da la 

interrupción, y luego, se pide la venia de la Mesa. 

El señor ROMERO (Presidente).- Conforme.  

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¿Me concede una interrupción, señor Senador? 

El señor PIÑERA.- Deseo, por favor, que mantengamos la racionalidad en este diálogo. 

  Lo que estoy diciendo se halla confirmado en el segundo informe de la 

Comisión de Hacienda. Observe las páginas 4 y 5, señor Senador. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Véalo en relación con el artículo 20 y tendrá un 

desmentido total, …  



El señor PIÑERA.- ¡Dígame dónde está eso! 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- …porque cambiamos la ubicación de ese artículo. 

El señor PIÑERA.- ¡Pero dígame dónde está el artículo 20! 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¡Véalo en el informe! 

El señor PIÑERA.- ¡Ayúdeme! 

El señor ROMERO (Presidente).- ¡Ruego a Sus Señorías evitar los diálogos! 

El señor PIÑERA.- El artículo 20 del informe de la Comisión de Hacienda no está, porque 

nunca más se volvió a discutir la materia. Ésa es mi opinión. Si usted lo encuentra, 

le pido que me ayude. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Pero es que cómo lo voy a ayudar… 

El señor PIÑERA.- Aquí hay dos temas en discusión. En primer lugar, en una Comisión no 

hubo unanimidad, y en la otra, un señor Senador hizo lo posible por que no subiera 

el IVA a 18 por ciento y no lo logró por un problema de inadmisibilidad.  

  Ayer solicité a la Mesa algo muy simple: que consultara a la Comisión 

de Constitución, a fin de que diera su opinión acerca de si, frente a una proposición 

del Gobierno para aumentar los impuestos de 100 a 120, puede esta Corporación -no 

sugerir bajarlos ni subirlos; ello es de iniciativa exclusiva del Ejecutivo-, aceptarla 

no en su integridad, sino en forma parcial. 

  En el día de ayer solicité que ello se consultara y entendí que así se 

había acordado. 

El señor ROMERO (Presidente).- Efectivamente, en nombre de Su Señoría. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Senador, usted me pidió que lo ayudara. ¿Quiere 

que lo ayude? ¿Me da una interrupción, con la venia de la Mesa?  

El señor PIÑERA.- Con la venia de la Mesa. 

El señor ROMERO (Presidente).- Antes, deseo aclarar que el Honorable señor Piñera me 

formuló ese planteamiento en el día de ayer. Yo requerí el acuerdo de la Sala, y no 

lo hubo. En ese entendido, señalé que se iba a realizar la consulta a la Comisión de 

Constitución en nombre del Senador señor Piñera, quien tiene el perfecto derecho de 

solicitarla y de enviar todos los oficios que quiera. 

  Por lo tanto, tenga la seguridad Su Señoría de que, en su nombre -y no 

en el de la Sala porque en ésta no hubo acuerdo-, se enviará el oficio respectivo a 

dicha Comisión. 

  Puede hacer uso de la interrupción el Honorable señor Andrés 

Zaldívar. 



El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, el proyecto fue aprobado en general 

por la Sala con un artículo 1° que mantenía el IVA en 18 por ciento. Volvió a la 

Comisión de Educación y dicha disposición se aprobó como artículo 20.  

El señor PIÑERA.- Por cuatro votos contra uno.  

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Y la Comisión de Hacienda no tenía por qué 

pronunciarse… 

El señor PIÑERA.- Gracias, señor Senador. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- … sobre un artículo que ya había sido aprobado en 

general y respecto del cual no se formuló indicación, salvo la que presentó el 

Senador señor Horvath, que fue declarada inadmisible por el Presidente de la 

Comisión, resolución que no puede revisarse. 

El señor ROMERO (Presidente).- Recupera el uso de la palabra el Honorable señor Piñera. 

El señor PIÑERA.- Señor Presidente, no hay discrepancia en los hechos. Efectivamente, la 

Comisión de Educación aprobó la norma en comento por cuatro votos contra uno, 

sin contar con la unanimidad, como artículo 20. Posteriormente, el proyecto llegó a 

la Comisión de Hacienda, cuyo segundo informe empieza señalando que "La 

Comisión de Educación aprobó este precepto como artículo 20". Ello está fuera de 

toda discusión. Inmediatamente después, se ha referencia a la primera indicación, 

formulada por el Senador señor Horvath; luego, se dice que el Presidente de la 

Comisión la declaró inadmisible y que el Honorable señor Piñera sostiene que “en 

Chile no existen los impuestos de afectación”, etcétera, y que la indicación es 

perfectamente admisible, pero no que proponga bajar o subir impuestos. Eso no es 

facultad nuestra, pero sí que, frente a una petición del Presidente de la República de 

aumentarlos de 10 a 20, el Congreso puede aceptar los 20, rechazar todo y quedarse 

en 10, o admitir algo intermedio. Ésa es mi tesis. Puede que esté equivocado. 

  Y el informe deja constancia de que, “Consultada la Comisión sobre 

esta materia, la indicación fue declarada inadmisible” y, habiendo usado todos los 

recursos de los que disponía frente a ella, pasamos inmediatamente a ocuparnos del 

artículo 3º, y en el informe de la Comisión de Hacienda nunca más se vuelve a 

hablar…. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Estaba aprobado. 

El señor PIÑERA.- Un momento: estaba aprobado en la Comisión de Educación. 

  Señor Presidente, lo único importante acá es lo siguiente: he formulado 

una petición -que, además, entiendo, no es sólo a título personal, sino que en nombre 

…  



El señor LARRE.- De todos los Senadores de Renovación Nacional. 

El señor PIÑERA.- … de todos los Senadores de Renovación Nacional- en cuanto a hacer 

una consulta al respecto a la Comisión de Constitución. Porque si esto fuera 

verdadero, en el sentido de que la inadmisibilidad es admisible, ello significaría que 

en cualquier Comisión, frente a una propuesta para aumentar o rebajar impuestos, 

bastaría con que las indicaciones fueran declaradas inadmisibles para que el Senado 

nunca pudiera pronunciarse, quedando limitado sólo a señalar si es "blanco o 

negro". Quiero saber si esa opinión la comparte la Comisión de Constitución.  

   En todo caso, no entiendo esta discusión, porque resulta claro que en 

la Comisión de Educación no hubo unanimidad y que en la de Hacienda, en el mejor 

de los casos, existe una confusión. 

  Por lo mismo, no logro comprender por qué la Sala no puede votar el 

tema, para que se manifieste la democracia. 

  Quiero expresar mi voto sobre este asunto, aun cuando esta medida 

quede aprobada de manera unánime mediante un sistema de Secretaría que para 

muchas personas -entre las cuales me cuento- resulta incomprensible, lo cual me 

parece absurdo. 

  El Senador señor Andrés Zaldívar sostiene que en algún minuto del 

juego se aprobó el punto en comento. Pero insisto en que no lo está, porque así no 

ocurrió, ni de manera unánime en la Comisión de Educación y, en mi interpretación, 

nunca fue aprobado por la Comisión de Hacienda. Por eso pido que se vote en la 

Sala. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Pido la palabra, señor Presidente.  

El señor ROMERO (Presidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.  

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, creo que el Senador señor Piñera 

está absolutamente equivocado, porque el proyecto fue aprobado en general 

contemplando esta disposición, y, por lo tanto, no correspondía que nos 

pronunciáramos si no había una indicación respecto del artículo.  

  La Comisión de Hacienda lo único que hizo fue tomar conocimiento 

de que la Comisión de Educación lo había transferido al artículo 20. Y eso fue lo 

único que hizo esta última, pues no se pronunció sobre el tema. Sólo trasladó el 

artículo al 20 para dar una mejor ordenación a la ley en proyecto, cosa que nosotros 

también acogimos, porque era lógico proceder de esa manera. Por lo tanto, ése no es 

el tema en discusión. El IVA había sido aprobado en general y la indicación que se 

presentó fue declarada inadmisible. Ahora, si se quiere discutir si es o no admisible, 



si estuvo bien hecho, y si algunos señores Senadores desean recurrir a la Comisión 

de Constitución, están en su derecho de hacerlo y no me opondré a ello.  

  No obstante, me gustaría escuchar el testimonio de quien presidía la 

sesión y del Secretario del Senado, pues en esa oportunidad intervino el Senador 

señor Lavandero pidiendo, derechamente, una aclaración a la Mesa y a la Secretaría. 

Él dijo: "Miren, señores, es o no cierto que este proyecto, en lo relativo al 18 por 

ciento del IVA, fue aprobado en general, y no hubo indicaciones a su articulado, 

pues la única que se formuló fue declarada inadmisible". Y la Secretaría respondió 

que era efectivo. Entonces, el Presidente consultó a la Sala su acuerdo y lo dio por 

aprobado unánimemente. Por eso fue que el Honorable señor Lavandero se retiró, 

porque esto era lo que estaba esperando, y fue ésa la aclaración.  

  Por lo tanto, señor Presidente, no estoy de acuerdo en reabrir el debate 

sobre una materia que ya fue resuelta. 

El señor PIÑERA.- ¿Señor Senador, me concede una interrupción, con la venia de la Mesa? 

El señor GAZMURI.- Una vez finalizada la intervención de un Senador no se pueden pedir 

interrupciones. 

El señor PIÑERA.- Señor Presidente, sabemos cuál será el resultado de esta votación, y no 

entiendo por qué no permitimos dejar expresada la voluntad de la Sala. 

El señor GAZMURI.- Fue expresada, señor Senador. Lo que pasa es que Su Señoría no 

estaba presente, y eso no es culpa de la Sala.  

  Llevamos veinte minutos en esta historia. 

El señor ERRÁZURIZ.- Pido la palabra, señor Presidente.  

El señor ROMERO (Presidente).- La Mesa ha escuchado pacientemente este debate, que me 

parece muy importante. Pero aquí se ha planteado una situación respecto de un 

hecho confirmado por la Secretaría, en el sentido de que el Senador señor Lavandero 

habría formalizado una consulta en relación con determinados hechos que se habían 

planteado. 

  El señor Secretario me contesta que efectivamente así ocurrió. 

El señor PIÑERA.- ¡Éste es el artículo 20! ¡No hemos llegado aún a él! 

El señor ERRÁZURIZ.- Pido la palabra, señor Presidente.  

El señor PIÑERA.- ¿Me permite, señor Presidente?  

El señor ROMERO (Presidente).- Senador Piñera, le ruego que... 

El señor PIÑERA.- Por última vez, señor Presidente, le pido la palabra respetuosamente. 

El señor ERRÁZURIZ.- Pido la palabra, señor Presidente.  



El señor ROMERO (Presidente).- Ocurre que hay otros señores Senadores inscritos, como la 

Honorable señora Feliú. Por qué no nos relajamos, y le ofrezco la palabra a la 

Senadora señora Feliú, quien la ha pedido permanentemente. 

El señor DÍAZ.- ¿Hemos acordado prorrogar el Orden del Día? 

El señor ROMERO (Presidente).- Sí, señor Senador. 

El señor DÍAZ.- ¿Hasta qué hora? 

El señor ROMERO (Presidente).- Hasta el despacho del proyecto. 

El señor DÍAZ.- ¿Y por qué no le pone término a fin de que este debate no se haga eterno, 

señor Presidente?  

El señor ROMERO (Presidente).-  No, señor Senador. La hora ha sido prorrogada hasta que 

se despache el proyecto. Eso ya está acordado. 

  Tiene la palabra la Senadora señora Feliú. 

La señora FELIÚ.- Señor Presidente, se ha planteado que la norma relativa al IVA habría 

sido aprobada en general, porque no había indicaciones. 

  La verdad es que las normas sólo quedan aprobadas en general cuando 

no se formulan indicaciones sobre ellas. Si recae una indicación en una disposición 

del proyecto, quiere decir que no hay aprobación en general. 

  Sobre el artículo relativo al IVA, se presentó una indicación -la Nº 1, 

del Honorable señor Horvath- para sustituir el guarismo 18 por ciento por 17,5 por 

ciento, razón por la cual esta norma no fue aprobada en el primer informe, porque 

quedó... 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¿Me permite una interrupción, señora Senadora? 

La señora FELIÚ.- Con todo gusto, con la venia de la Mesa. 

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Andrés Zaldívar. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Creo que la argumentación de la Senadora señora Feliú 

no corresponde.  

  Desde el momento en que una indicación es declarada inadmisible, 

desaparece como tal y no puede ser tratada por la Sala. ¿Por qué se dice que el 

artículo no se entiende por aprobado cuando se ha presentado una indicación? 

Porque puede renovarse en la Sala. Y esta indicación inadmisible no puede ser 

renovada.  

  Por lo tanto, la aplicación del Reglamento -siempre se ha hecho así- 

corresponde a como lo sostengo. Cuando una indicación es declarada inadmisible, se 

entiende que no hay indicación. 



  Ésa fue la consulta que se hizo a la Mesa y a la Secretaría, la cual se 

aclaró en ese sentido. 

El señor HORVATH.- Solicito la palabra, señor Presidente. 

La señora FELIÚ.- Sigo con la palabra, señor Presidente.  

El señor ROMERO (Presidente).- ¿Terminó de hacer uso de la palabra, señora Senadora? 

La señora FELIÚ.- No, señor Presidente. Me pidieron un interrupción. 

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.   

La señora FELIÚ.- Como había una indicación sobre una norma del proyecto, ésta no se 

puede entender aprobada en el primer informe.  

  En cuanto a la declaración de inadmisibilidad, comparto la duda del 

Senador señor Piñera. Creo que la indicación era perfectamente ajustada a la 

Constitución Política, porque frente a una proposición de modificar una norma que 

deja el IVA en 16 por ciento, era posible aprobar hasta un  límite inferior al 18 por 

ciento. 

  En esa perspectiva, la indicación era perfectamente admisible, y me 

sumo a la petición de un informe sobre el particular a la Comisión de Constitución. 

El señor ROMERO (Presidente).- Se toma nota de su petición, señora Senadora.  

  Tiene la palabra el Honorable señor Horvath. 

El señor HORVATH.- Señor Presidente, en primer lugar, como autor de la indicación, 

quiero aclarar que ésta fue aprobada en la Comisión de Educación para el solo 

efecto de trasladar el artículo 1º al 20. Pero no fue declarada inadmisible. Por lo 

tanto... 

El señor MUÑOZ BARRA.- ¿Me permite una interrupción, señor Presidente?  

El señor ROMERO (Presidente).-  Tiene la palabra, Su Señoría.  

El señor MUÑOZ BARRA.- Quiero recordar al Senador señor Horvath que los Honorables 

señores Thayer y Cantuarias manifestaron en la Comisión que votarían a favor de 

fijar el IVA en 18 por ciento, con la única condición de que en vez de quedar como 

artículo 1º se traspasara al 20. 

  Así se acordó en la Comisión de Educación del Senado. 

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath. 

El señor HORVATH.- Vuelvo al punto.  Consta en las actas y en el informe de la Comisión 

de Educación que la indicación señalada se aprobó -no fue declarada inadmisible- 

específicamente para trasladarla de lugar en el articulado. 

El señor PIÑERA.- La indicación está renovada. 



El señor HORVATH.- En segundo lugar, la indicación está renovada. Eso es muy 

importante. 

  Por otro lado, creo que se está planteando cierto grado de minucia en 

el sentido de que se solicitó a la Sala votar una norma que en este momento figura 

como artículo 20, cuando recién estábamos en el 10, y justamente cuando se 

presentó un cambio de escenario, de la reforma judicial a la educacional. 

  Entonces, pienso que también hubo un grado de sorpresa para la Mesa 

en esta materia.  

El señor ROMERO (Presidente).- No veo cuál es la relación y no la entiendo. Si me lo 

pudiera explicar después, le agradecería, porque no lo logro entender. 

  Se señala que ayer hubo una consulta a la Mesa, cuando yo no estaba 

presidiendo la sesión. El señor Secretario me dice que efectivamente fue así. 

  Ahora bien. A mí no me consta ello, porque no me encontraba en la 

Mesa. Nada más. Eso es lo único que he señalado. 

El señor NÚÑEZ.- ¿Me permite, señor Presidente?  

El señor ROMERO (Presidente).- Yo no he tomado ninguna decisión. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- El Secretario es ministro de fe. 

El señor ROMERO (Presidente).-  Por supuesto. Por eso estaba consultándole. 

El señor NÚÑEZ.- Pido la palabra, señor Presidente.  

El señor ROMERO (Presidente).-  Tiene la palabra el Senador señor Errázuriz y, luego, el 

Honorable señor Thayer. 

El señor ERRÁZURIZ.- Señor Presidente, quiero hacer una breve consulta a la Mesa. ¿Está 

renovada o no la indicación? 

El señor LAGOS (Secretario).- La indicación no puede ser renovada, señor Senador, porque 

fue declarada inadmisible en la Comisión de Hacienda. 

El señor NÚÑEZ.- Evidente. 

El señor ERRÁZURIZ.- Pero solamente en la Comisión de Hacienda, no en la de 

Educación. 

El señor LAGOS (Secretario).- El segundo informe de la Comisión de Educación, señor 

Senador, dice: “La mayoría de la Comisión estuvo por aprobar con enmiendas esta 

indicación, para el solo objeto de ubicar la disposición sobre que versa como 

artículo final del articulado permanente del proyecto de ley, en el entendido de que 

se trata de una norma sobre financiamiento respecto de una iniciativa cuya propuesta 

central es la de crear el nuevo régimen de jornada escolar completa diurna.  



  “Siendo así, la Comisión mayoritariamente está por mantener la norma 

que aprobara la Comisión de Hacienda en su primer informe, y que fuera conocido 

en su oportunidad por la Sala de la Corporación.”. 

  Al final, expresa: “Fue aprobada con enmiendas con ese solo objeto 

por la mayoría de la Comisión”, y señala cómo votó cada uno de sus miembros. 

El señor ERRÁZURIZ.- Pido la palabra. 

El señor ROMERO (Presidente).- La tiene, Su Señoría. 

El señor ERRÁZURIZ.- Señor Presidente, queda claro que la indicación no fue declarada 

inadmisible en la Comisión de Educación, de modo que la materia se puede tratar en 

la Sala. 

  Pero, más allá de eso, quiero ir al fondo. Creo que el Senado no es una 

cancha de fútbol donde se meten goles. Aquí todos los Senadores tenemos derecho a 

votar, pudiendo ganar o perder. Ésa es la democracia. Por lo tanto, nadie debiera 

oponerse a la posibilidad de votar. E incluso más: si algunos Honorables colegas 

estiman que se trata de una materia importante que requiere la presencia de todos los 

Senadores, se podría suspender la sesión -la hora de término ya llegó-, con la 

finalidad de que participen también en la votación aquellos que no se encuentran en 

la Sala en este momento. 

  Eso es lo que corresponde en un Senado serio y en una democracia que 

se precia de tal. En vista de ello, sugiero que no tratemos de sostener que “hemos 

metido un gol”, que “sorprendimos a la Mesa”, sino que, lisa y llanamente, 

procedamos a votar, en el momento en que proceda, un tema importante como es 

éste, donde es sabido que existen opiniones discrepantes. Que sea la mayoría la que 

resuelva. 

  Eso es lo que propongo concretamente, señor Presidente. Habiendo 

concluido la hora, sugiero que sigamos en la próxima sesión. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¿Me concede una interrupción, señor Senador, con la 

venia de la Mesa? 

El señor ERRÁZURIZ.- Cómo no, Su Señoría. 

El señor ROMERO (Presidente).- Perdón, pero yo estoy dirigiendo el debate. 

  En primer lugar, quiero decir que, minutos antes de las 21, solicité a la 

Sala prorrogar la hora de término hasta concluir la discusión del proyecto, dando 

aquélla su asentimiento. 



  En segundo lugar, existen Senadores inscritos para intervenir. Tengo 

anotados a los Honorables señores Thayer, Alessandri y Larre. Y es mi deber hacer 

respetar el orden de inscripción. 

  Por lo tanto, tiene la palabra el Senador señor Thayer. 

El señor THAYER.- Señor Presidente, sólo quiero precisar un par de cosas, que son las que 

a mí me constan, porque atañen a mi conducta. 

  En la Comisión de Educación, tal como lo ha expresado aquí su 

Presidente, yo manifesté que no estaba dispuesto a aprobar la norma del 18 por 

ciento como artículo 1° del proyecto, por las razones que se han indicado, pero que 

sí estaba dispuesto a acogerla como artículo final. Incluso, fundamenté mi posición 

favorable. Al respecto, dije que había contraído un compromiso con el señor 

Ministro de Educación, consistente en que, si se aceptaba la norma que yo exigía 

para eximir de la obligatoriedad de la jornada prolongada diurna a los 

establecimientos con un nivel de rendimiento razonable, estaba dispuesto a dar mi 

apoyo al aumento al 18 por ciento. 

  ¿Qué pasó después en la Comisión de Hacienda? No lo sé, y por eso 

no doy testimonio. 

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Alessandri. 

El señor ALESSANDRI.- Señor Presidente, me preocupa esta situación. Nosotros nos 

quejamos de que no tenemos poder, de que somos un Poder del Estado disminuido. 

Si el Gobierno propone un alza de impuestos y nosotros no podemos limitarla, ¿para 

qué estamos aquí entonces? 

  Me parece que la dictadura del Presidente de una Comisión que por sí 

y ante sí, con un criterio bueno o malo -en este caso, malo-, declara que una 

indicación es inconstitucional, es altamente peligrosa. Yo estoy seguro de que una 

indicación que no acepta un alza del 17 al 18 por ciento, sino una del 17 al 17,5 por 

ciento, es perfectamente posible. No estamos alterando nada; no estamos ni bajando 

ni subiendo ningún impuesto. Nos estamos pronunciando acerca de una proposición 

del Gobierno para alzar un impuesto, y considero que le es perfectamente lícito al 

Congreso aprobar un alza menor. 

  Por lo tanto, la declaración de inconstitucionalidad es errónea y ha 

producido todo este problema que estamos discutiendo. Por eso, considero 

sumamente grave que una indicación no pueda seguir siendo discutida porque un 

Presidente de Comisión, por muy capaz que sea, la haya declarado inconstitucional. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Pero ésa es la norma. 



El señor ALESSANDRI.- ¡Mala está! 

El señor NÚÑEZ.- Entonces, modifiquemos el Reglamento y la Ley Orgánica 

Constitucional del Congreso Nacional. 

El señor BITAR.- Presente un proyecto de ley para cambiarla, Su Señoría. 

El señor ALESSANDRI.- Por supuesto que habría que hacerlo, porque, de lo contrario, una 

persona puede bloquear lo que opina todo el Congreso. 

El señor ROMERO (Presidente).- A mí me parece extraordinariamente serio el debate que se 

ha producido. 

  Luego de escuchar muy atentamente los planteamientos formulados, 

voy a adherir a la proposición efectuada por el Honorable señor Piñera en orden a 

solicitar un informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y 

Reglamento, porque esta situación me parece al menos dudosa. 

  Se trata de una cuestión muy seria, porque, si se crea un precedente, el 

día de mañana cualquier Presidente de Comisión -estoy hablando en términos 

generales- podría bloquear una determinada situación. Y no me parece que ése sea el 

espíritu ni la línea que debe seguir el Senado. 

  El punto es cómo zanjar el problema del momento. Existe una 

proposición del Honorable señor Piñera -a la que han adherido varios señores 

Senadores, incluyendo al Presidente de la Corporación- para solicitar de la Comisión 

de Constitución un pronunciamiento sobre la materia. Y considero legítimo que ello 

se pueda hacer. 

El señor GAZMURI.- Ése no es el problema, señor Presidente. 

El señor ROMERO (Presidente).- Exactamente, señor Senador. El problema es cómo 

resolver el punto. Si el día de mañana la Comisión de Constitución acoge el 

planteamiento de los Senadores requirentes, nos podríamos encontrar con una 

situación bastante compleja. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¿Me permite, señor Presidente, para hacer una 

aclaración? 

El señor ROMERO (Presidente).- Sí, señor Senador. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, creo que estamos entrando en un 

debate bastante complicado. 

  Yo no me opongo a que se pidan todos los informes que se quiera a la 

Comisión de Constitución. Por lo demás, esos informes no son obligatorios para el 

Senado, sino meramente informativos. 



  Segundo: en cuanto a precedentes, cabe destacar que sobre esta 

materia se presentó un proyecto de ley, que se encuentra pendiente, para modificar 

la Ley Orgánica del Congreso en lo que dice relación a la facultad de los Presidentes 

de Comisión para declarar inadmisibles las indicaciones. Sin embargo, durante los 

últimos siete años dicha facultad se ha aplicado, porque existe norma expresa sobre 

el particular. En consecuencia, lo que correspondería es pronunciarnos sobre el 

proyecto que se encuentra pendiente. Pero lo que no podemos hacer es pretender 

modificar la ley por la vía de un informe de la Comisión de Constitución. 

  Creo que es conveniente que ese asunto quede despejado. No me 

opongo a que se pida un informe a ese organismo -los señores Senadores están en su 

derecho-, pero por ahora debemos atenernos a lo que existe hoy día. Yo sostengo 

que el tema ya fue resuelto y tengo el apoyo de la Secretaría. Por lo tanto, me asilo 

en el Reglamento y en lo que la Secretaría expresa, y no voy a dar la unanimidad 

para reabrir el debate sobre el punto. 

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide, y 

luego, el Honorable señor Piñera. 

El señor GAZMURI.- ¡Señor Presidente, pedí la palabra hace rato! 

El señor ROMERO (Presidente).- Perdón, señor Senador, pero a estas alturas todos estamos 

cansados. Su Señoría comprenderá que no ha sido un día fácil, así que le ruego que 

me excuse. 

  Lo mismo le pido al Senador señor Ruiz-Esquide, porque primero le 

voy a ceder la palabra al Honorable señor Gazmuri. 

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, la verdad es que llevamos bastante tiempo en esta 

discusión y lo que corresponde es que la Mesa determine si la norma se votó o no. Y 

punto. Hay que soslayar todos los debates sobre otros asuntos que no tengan que ver 

con lo que estamos examinando.   Tenemos que abocarnos a lo que nos 

compete. Estamos discutiendo un proyecto específico y la Mesa debe resolver -el 

Secretario es ministro de fe- si la norma se votó o no. 

  Yo entiendo el cansancio, señor Presidente, pero creo que el debate ha 

sido muy mal conducido, porque ya llevamos 30 minutos, con Senadores que se 

toman la palabra cuando quieren, para discutir un asunto que no tiene que ver con 

esta sesión. 

  A la Mesa le corresponde determinar si la norma se votó o no. Por lo 

tanto, le pido que haga eso y pasemos al siguiente punto. 

El señor ROMERO (Presidente).- Muy bien. 



  Yo quiero cumplir con todos, así que tengo que ofrecer la palabra a 

todos los señores Senadores. 

  Tiene la palabra el Honorable señor Núñez. 

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, el tema es muy sencillo, porque ya fue resuelto por la 

Mesa. Todos fuimos testigos de que el Presidente de la Comisión de Hacienda 

solicitó un pronunciamiento, no sobre el proyecto en general, sino sobre un tema en 

particular, y la Mesa señaló -así lo entendemos todos- que ya estaba resuelto. 

  Entiendo que de eso hay constancia en la Versión Taquigráfica. 

Podríamos revisarla, con lo cual no perderíamos tiempo. 

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larre. 

El señor LARRE.- Señor Presidente, en primer término, debo aclarar que en la Comisión de 

Educación no hubo unanimidad, porque yo voté en contra, como consta en el 

informe. 

  En segundo lugar, cuando hace algún rato se propuso discutir el 

artículo 20, manifesté que debería seguirse el orden de los artículos, y que al último 

discutiríamos esa norma. De manera que no puede haberse aprobado. 

El señor MUÑOZ BARRA.- ¿Me permite, señor Presidente?  

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide. 

El señor MUÑOZ BARRA.- ¿Me concede una interrupción, señor Senador? 

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Yo no quiero dirigir el debate; pero el Senador señor Andrés 

Zaldívar me ha pedido una interrupción. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Deseo hacer una aclaración al Honorable señor Larre. 

  El tema no consiste en determinar si el artículo fue o no fue aprobado. 

La consulta es más a fondo y precisa. Se dijo que el proyecto de ley en debate fue 

aprobado en general, oportunidad en la cual se aceptó el 18 por ciento del IVA. Lo 

que hizo la Comisión de Educación fue cambiar la ubicación del artículo. Y la única 

indicación que se hizo fue declarada inadmisible -queramos o no queramos- por la 

Comisión de Hacienda; y no puede renovarse. Por lo tanto, desde el momento en 

que no puede, mal podría reabrirse votación sobre ella. 

  En consecuencia, lo que se consultó a la Mesa y a la Secretaría fue si 

estaba aprobado el artículo Y la Mesa contestó que, según se le informó, lo estaba 

por no haberse hecho respecto de él observaciones ni indicaciones. 

  Incluso el Honorable señor Cooper consultó a la Sala. Y dijo: 

"Aprobado". 

El señor PIÑERA.- Así fue. 



El señor ROMERO (Presidente).- Ocurrió en el día de ayer. Pero deben verificarse los 

hechos. Ruego al Senador señor Ruiz-Esquide considerar que el problema de fondo 

consiste en que la Secretaría tiene que certificar si efectivamente se votó o no se 

votó. 

El señor LAGOS (Secretario).- En la sesión de ayer se dijo que la primera proposición de la 

Comisión de Educación, que estaba en la página 1 del comparado, recaía en el 

artículo 1º, y que tenía por objeto consignarlo como 20, sin modificaciones, 

proposición que había sido aprobada por 4 votos. Además, se agrega que se aprobó 

tal proposición. 

  Eso fue lo que sucedió. 

El señor MUÑOZ BARRA.- ¡Está aprobado! 

El señor ROMERO (Presidente).- Puede continuar el Honorable señor Ruiz-Esquide. 

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, aquí se han puesto en tela de juicio dos cosas. 

  Primero, la forma en que la Comisión de Educación aprobó la norma; 

se ha requerido la unanimidad para que tenga valor, lo cual no tiene ninguna 

sustentación; y segundo, lo resuelto por la Sala. 

  En el primer informe, se propuso 18 por ciento. Eso fue lo que 

nosotros aceptamos. Había sido aprobado en la Comisión de Hacienda. Pero como la 

Comisión de Educación no tenía que tratar el tema necesariamente, lo hizo para el 

solo objeto de cambiarlo de ubicación. Y lo hizo sin introducirle modificaciones. 

  En esa perspectiva, si en la Comisión de Hacienda se declaró 

inadmisible una indicación que proponía el 17,5 por ciento, es obvio que queda 

vigente lo aprobado anteriormente.  

  Por lo tanto, no hay más que discutir sobre el tema. Por lo menos, ése 

es mi punto de vista. 

  Señor Presidente, un señor Senador deslizó una expresión que, con 

mucha franqueza y respeto, no puedo dejar pasar. Se afirmó que intentamos hacer de 

manera distinta las cosas, usándose al efecto una expresión futbolística. Yo, señor 

Presidente, no me presto para esas cosas. 

  Aquí permanentemente se exige el cumplimiento estricto del 

Reglamento y que cada una de sus disposiciones se aplique de manera adecuada. 

Aunque yo esté equivocado, eso se puede decir de otra manera; pero nadie puede 

sostener que quienes queremos el 18 por ciento estamos tratando de "pasar un gol", 

porque eso no es verdad. Y no es ésa la forma en que estamos haciendo las cosas. 



  Yo creo definitivamente que la Mesa, a través de la Secretaría, 

entendió que se entendía aprobada la norma, porque, en definitiva, el precepto del 

18 por ciento no tuvo indicación válida, porque la que proponía el 17,5 por ciento 

fue declarada inadmisible, aunque en la Comisión de Educación hubiese sido 

aprobada. Por lo tanto, aquí estamos frente a una cosa juzgada. 

  En esas condiciones, toda otra aseveración y juicio de valor que se 

hagan no me parecen adecuados, menos en ciertos términos. 

  También debe considerarse que el debate de esta tarde, señor 

Presidente, ha sido bastante agitado y que hay Senadores, al parecer, 

extremadamente excitados. 

  Respecto a la solicitud hecha para tratar el tema en la Comisión de 

Constitución, es un derecho que nosotros jamás vamos a oponernos. Pero eso no 

tiene nada que ver con la aprobación del proyecto en las condiciones en que hoy 

está. Entonces, pese a que podamos tener juicios distintos, no acepto juicios de valor 

desdorosos para quienes hemos actuado de una determinada manera, menos cuando 

todos aquí tratamos de cumplir el Reglamento. 

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Piñera. 

El señor RUIZ (don José).- Aplique el Reglamento, señor Presidente: dos intervenciones por 

tema. 

El señor ROMERO (Presidente).- En seguida, la Mesa va a cerrar el debate, pero antes es 

necesario aclarar las cosas. 

El señor PIÑERA.- Señor Presidente, en la Comisión de Educación se presentó la 

indicación, la cual figura en el documento correspondiente con el número 1. No fue 

declarada inadmisible, pero sí modificada. Sin embargo, se acordó no bajar el 18 por 

ciento, sino solamente traspasar el texto como artículo 20. O sea, fue declarada 

admisible en Educación. 

  Esa indicación -que en Educación fue declarada admisible, aunque no 

aprobada en su texto original- fue renovada por diez señores Senadores. Por lo tanto, 

señor Presidente, tenemos una indicación que fue declarada admisible y no 

aprobada, pero sí renovada. En consecuencia, corresponde votarla. 

  Si otra Comisión declara inadmisible una indicación, ello no significa 

que anule lo resuelto por la primera. Pero, a todas luces, hay una indicación que no 

fue aprobada pero tampoco declarada admisible en la Comisión de Educación y que 

ha sido renovada. 

  ¡Cómo es posible que no se pueda votar! 



El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Thayer. 

El señor THAYER.- Señor Presidente, deseo que en algunas cosas no queden dudas y, en 

otras, dar sencillamente mi testimonio. 

  Primera cosa que no puede quedar en duda: en la Comisión de 

Educación nosotros aprobamos dos cosas. Pasar el artículo 1º como 20, y aprobar, 

con el voto en contra del Honorable señor Larre, el 18 por ciento. Eso es lo real. 

  Segundo, nunca declaramos inadmisible la indicación del Senador 

señor Horvath. Y no lo habríamos hecho, porque, a mi entender, es absolutamente 

legítimo aprobar un impuesto menor que el planteado por el Gobierno. 

  Tercero, hasta donde recuerdo -con toda honestidad lo digo-, en la Sala 

se aceptó en el artículo 1º el 18 por ciento, pero se acordó trasladarlo al final. 

  Ésa es la historia real. Si no se prestó atención, no lo sé. Pero eso fue 

lo que históricamente ocurrió. 

El señor ROMERO (Presidente).- El Senador señor Thayer ha resumido lo que la Secretaría 

ha señalado: el artículo fue votado el día de ayer. De manera que, en esa virtud, la 

Mesa no podría poner en duda lo aseverado por el señor Secretario, porque es el 

Ministro de Fe. Desgraciadamente, en ese momento, yo no estaba presente en la 

Sala; pero tengo una posición muy parecida o similar a la de los señores Senadores 

de Renovación Nacional. Por lo tanto, adhiero a la proposición de consultar a la 

Comisión de Constitución, Legislación y Justicia. 

  Lamento que este hecho haya ocurrido, máxime cuando nadie ha 

tenido la intención de “pasar goles”, ni de crear alguna situación de similar especie. 

Por lo tanto, debemos seguir adelante y dar por terminado el problema. 

El señor MUÑOZ BARRA.- ¿Me permite una consulta muy breve, señor Presidente? 

  Si había seguridad de que se había realizado la votación, ¿por qué la 

Mesa permitió este debate? 

El señor ROMERO (Presidente).- Porque la Secretaría tenía dudas, señor Senador, y fue 

necesario verificar lo ocurrido con la Versión Taquigráfica. 

  Si las cosas hubieren estado clara, no cabe la menor duda de que la 

Mesa así lo habría manifestado, dada su ecuanimidad en la dirección del debate. 

  De modo que, superado el problema, corresponde continuar. 

El señor ERRÁZURIZ.- Pido la palabra, señor Presidente. 

El señor ROMERO (Presidente).- Puede usar de ella, Su Señoría.  

El señor ERRÁZURIZ.- Señor Presidente, con relación a lo expresado recién por un 

Honorable colega, me gustaría hacer una pregunta. 



  Si los señores Senadores de la Concertación tenían la tranquilidad de 

que se votó y aprobó el 18 por ciento, ¿por qué, por acuerdo unánime, no se reabre 

el debate y se vota de nuevo, como lo propuse en su oportunidad? Incluso más, 

sugiero postergar esa votación y suspender la sesión, ya que algunos señores 

Senadores se han retirado de la Sala. Es lo que correspondería hacer. 

El señor RUIZ (don José).- Sigamos con el proyecto, señor Presidente, porque el tema ya 

está resuelto. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Pedimos la aplicación del Reglamento. 

El señor ROMERO (Presidente).- Continúa la discusión del proyecto. 

El señor LAGOS (Secretario).-  Respecto del artículo 1º transitorio, se ha renovado la 

indicación Nº 91, para sustituirlo por el siguiente: 

  “Sin perjuicio de los dispuesto en el artículo 2º, los establecimientos 

educacionales que demuestren bajos niveles de calidad durante a lo menos dos 

mediciones consecutivas en los resultados obtenidos en las pruebas nacionales de 

medición de la calidad de la educación efectuadas entre los años 1990 y 1997, 

deberán someterse al régimen de jornada escolar completa diurna. Para estos 

efectos, se entenderá que un establecimiento ha obtenido bajos niveles de calidad 

cuando los resultados de las pruebas referidas se ubiquen cinco puntos o más por 

debajo del promedio nacional.”. 

El señor ROMERO (Presidente).- Esta norma ha perdido oportunidad, porque la indicación a 

la cual estaba vinculada se votó ayer y fue rechazada. De manera que no tiene 

sentido. 

El señor LAGOS (Secretario).- En el artículo 2º transitorio, la Comisión propone sustituir su 

encabezamiento por el siguiente: “Todo establecimiento educacional 

subvencionado, al momento de incorporarse al régimen de jornada escolar completa 

diurna deberá contar con:”, lo que fue aprobado por unanimidad. 

El señor ROMERO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobaría. 

  --Se aprueba. 

El señor LAGOS (Secretario).- En el N° 1 del mismo artículo, la Comisión propone, por 

unanimidad, reemplazar, en su letra a), el punto y coma (;) final por una coma (,), 

seguida de la conjunción “y”, y eliminar sus letras b) y c), pasando su letra d) a ser 

b). 

  --Se aprueba. 

El señor LAGOS (Secretario).- En el Nº 2, la Comisión sugiere reemplazar la “y” final y la 

coma (,) que la antecede por un punto y coma (;). 



  También fue aprobado por unanimidad . 

  --Se aprueba. 

El señor LAGOS (Secretario).- La Comisión propone sustituir el Nº 3 por el siguiente, que 

comienza diciendo: “El personal docente idóneo y el personal administrativo y 

auxiliar necesario…”, etcétera. 

  Fue aprobado por unanimidad. 

  --Se aprueba. 

El señor LAGOS (Secretario).- La Comisión propone agregar un nuevo numeral en el 

artículo 2º transitorio, lo que fue aprobado por unanimidad. 

  --Se aprueba. 

El señor LAGOS (Secretario).- En cuanto al artículo 4º transitorio, se ha renovado la 

indicación N º 99 para suprimirlo. 

El señor ROMERO (Presidente).- En discusión. 

La señora FELIÚ.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría. 

La señora FELIÚ.- Señor Presidente, las indicaciones renovadas Nºs. 99 y 100 se refieren a 

temas muy similares, por lo cual me referiré a ambas. Ellas tienden a suprimir los 

artículos 4º y 5º transitorios, respectivamente. 

  El primero establece: “La aplicación del régimen de jornada escolar 

completa diurna no podrá generar, por sí misma, exclusiones de los alumnos 

matriculados en el establecimiento al 30 de junio del año anterior, ni supresión de 

niveles de enseñanza”. 

  Por su parte, el artículo 5º transitorio dispone que los establecimientos 

deben proponer un plan. Y agrega: “Si la reducción de éstos es consecuencia de la 

puesta en marcha del proyecto de jornada escolar completa diurna, el sostenedor 

deberá proponer una solución satisfactoria para que los alumnos afectados continúen 

sus estudios en ese u otro establecimiento.”. 

  En suma, señor Presidente, esos dos artículos disponen 

perentoriamente que la implementación del régimen de jornada escolar completa 

diurna -que en algunos casos es obligatoria- implica la no eliminación de alumnos. 

Pero los establecimientos particulares o municipales de enseñanza pueden 

encontrarse en la impos9bilidad de extender sus instalaciones para los efectos de dar 

cabida a todos los educandos. No debemos olvidar que hay colegios con dos y hasta 

tres turnos, razón por la cual la aplicación de la jornada completa diurna 



normalmente podría significar la imposibilidad física de que algunos sostenedores 

puedan continuar. 

   Por lo tanto, estas normas, a mi juicio, son limitativas respecto de la 

capacidad de los sostenedores e incluso inconstitucionales, en cuanto fijan 

condiciones que pueden resultar imposibles de cumplir. En esa perspectiva, algunos 

sostenedores de la enseñanza educacional estarían condenados a desaparecer. 

El señor ROMERO (Presidente).- Si le parece a la Sala, después que intervenga el señor 

Ministro, someteremos a votación las indicaciones 99 y 100, en conjunto, por estar 

vinculadas entre sí. 

  Tiene la palabra el señor Ministro. 

El señor ARELLANO (Ministro de Educación).- Señor Presidente, el objeto de los preceptos 

aprobados por la Comisión es evitar que, como consecuencia de la jornada escolar 

completa diurna -la cual significa dar a los establecimientos educacionales recursos 

para las ampliaciones necesarias-, los sostenedores supriman un turno, dejando a 

algunos alumnos sin colegio. 

  Como el Estado aporta los fondos necesarios, no se debe extender la 

jornada sobre la base de eliminar un turno y dejar a alumnos sin derecho a la 

educación. 

El señor ROMERO (Presidente).- Ofrezco la palabra.  

  Ofrezco la palabra. 

  Cerrado el debate. 

  En votación las indicaciones 99 y 100, que tienen por objeto eliminar 

los artículos 4º y 5º transitorios, respectivamente. 

El señor PRAT.- Señor Presidente, estimo conveniente un debate más amplio sobre la 

materia. 

El señor ROMERO (Presidente).- Señor Senador, después que intervinieron la Honorable 

señora Feliú y el señor Ministro, que representan las dos posiciones contrarias, nadie 

usó de la palabra. 

  Su Señoría, puede fundamentar el voto. 

  --(Durante la votación). 

El señor PRAT.- Señor Presidente, considero muy importante mantener la facultad de los 

establecimientos de solucionar su realidad, la que puede ser afectada por esta norma. 

Podría ser que esta obligación de acogerse a la jornada extendida, que en muchos 

casos vamos a imponer, signifique para un establecimiento o adecuar los cursos y 



los niveles de educación que imparte, o desaparecer. Lo propio es que le demos la 

posibilidad de adecuarse. 

  Por tal razón, apruebo las indicaciones. 

El señor RUIZ (don José).- Señor Presidente, entre los derechos de los sostenedores y el 

derecho de los niños a educarse, prefiero mantener el de estos últimos. En 

consecuencia, voto en contra. 

  --Se rechazan las indicaciones 99 y 100 (16 votos por la negativa, 5 

por la afirmativa y 2 pareos). 

  Votaron por la negativa los señores Bitar, Carrera, Díaz, Gazmuri, 

Horvath, Huerta, Larre, Letelier, Matta, Mc-Intyre, Muñoz Barra, Núñez, Romero, 

Ruiz (don José), Ruiz-Esquide y Zaldívar (don Andrés). 

  Votaron por la afirmativa los señores Cooper, Errázuriz, Feliú, 

Piñera y Prat. 

  No votaron, por estar pareados, los señores Alessandri y Siebert. 

El señor LAGOS (Secretario).- Finalmente, la Comisión propone agregar, a continuación del 

artículo 7°, los artículos transitorios nuevos que señala. 

  --Se aprueban, y queda despachado el proyecto en este trámite. 

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro. 

El señor ARELLANO (Ministro de Educación).- Señor Presidente, sólo para agradecer a los 

señores Senadores, y particularmente a los miembros de las Comisiones de 

Educación y de Hacienda, por el despacho de este proyecto que permitirá que una 

cantidad adicional a los establecimientos que ya lo han hecho se incorpore a este 

régimen de jornada escolar completa. 

 

VI INCIDENTES 
 

PETICIONES DE OFICIOS 
 

El señor LAGOS (Secretario).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios. 

El señor ROMERO (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria. 

 

________________ 

 

  --Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes: 

  Del señor ERRÁZURIZ: 

  Al señor Ministro de Obras Públicas, acerca de ALCANTARILLADO 

EN PICHILEMU Y CAMINO DE LA ROSA A LITUECHE (SEXTA REGIÓN). 



  Del señor HORVATH: 

  Al señor Ministro de Economía, sobre EXONERACIÓN DE 

DIRECTORA DE SERNAC DE UNDÉCIMA REGIÓN; al señor Ministro de 

Educación, respecto de UTILIZACIÓN DE IMÁGENES SATELITALES EN 

EMERGENCIAS; al señor Ministro de Obras Públicas, referente a 

CONSOLIDACIÓN DE INSPECTORÍAS DE VIALIDAD EN ZONA AUSTRAL, 

y al señor Ministro de Obras Públicas y al Intendente de la Duodécima Región, 

atinente a MEJORAMIENTO DE CAMINO DE ACCESO A LAGO DICKSON. 

 

________________ 

 

El señor ROMERO (Presidente).- Por no haber señores Senadores inscritos para intervenir 

en la hora de Incidentes, se levanta la sesión. 

  --Se levantó a las 21:49. 

 

      Manuel Ocaña Vergara, 

      Jefe de la Redacción 

 


